En la ciudad de San Salvador de Jujuy, a los 27 días del mes de junio del año dos mil doce, reunidos en dependencias de la Sala II del Tribunal en lo Contencioso Administrativo de la Provincia de Jujuy los Dres. Sebastián Damiano y Fernando Raúl Pedicone, vieron el Expediente Nº B-229.276/10, caratulado: “Acción Colectiva de Amparo Ambiental – Medida Cautelar Innovativa: Mamaní Agustín Pío y otros c/ Estado Provincial – Dirección Provincial de Políticas Ambientales y Recursos Naturales- y la empresa CRAM S.A.”, el que se encuentra en estado de dictarse sentencia definitiva, debiendo los Sres. Jueces expedirse en el orden expuesto. 

Luego de la deliberación, el Dr. Damiano dijo: 

Que a fojas 436/467 se presenta la Dra. María José Castillo en nombre y representación de Agustín Pío Mamaní, Armando Ortega, Normando Agapito Mamaní, Gloria Isabel Mamaní, Santiago Felipe Palma y Silvia Cecilia Cavezas –conforme instrumento obrante a fojas 1-, y deduce acción colectiva de amparo ambiental en contra del Estado Provincial –Dirección Provincial de Políticas Ambientales y Recursos Naturales D.P.P.A. y R.N.- y la empresa CRAM S.A. 

Concretamente pretende: a) se declare la nulidad absoluta e insanable de las Resoluciones Nº 271/2007 y Nº 239/2009 de la Dirección Provincial de Políticas Ambientales y Recursos Naturales (D.P.P.A. y R.N.) por las que se autoriza el desmonte de un total de 1.470 has., en la Finca La Gran Largada en la localidad de Palma Sola, Depto. Santa Bárbara, argumentando que las mismas violan los procedimientos de evaluación de impacto ambiental establecido en las leyes nacionales Nº 25.675 y 26.331 y en la provincial Nº 5.063 y su Decreto reglamentario Nº 5.980/2006, que imponen como requisito previo a la autorización de actividades que pudieran generar daños al ambiente, la realización de audiencias públicas, y por no haberse tenido en consideración los principios precautorio y preventivo ni cumplir con los objetivos establecidos en la ley nacional Nº 26.331; b) en consecuencia, se ordene a las demandadas a abstenerse en adelante de realizar toda actividad derivada de dichas autorizaciones: desmonte, tala de bosque, siembra y cosecha, y demás actividades afines: extracción de madera y pulverizaciones que se incluyen en el informe de impacto ambiental aprobado en violación a las normas de presupuestos mínimos ambientales; c) se ordene el cese inmediato de toda actividad de desmonte, tala, extracción de madera, pulverizaciones con sustancias químicas o biológicas de uso agropecuario realizadas por la Empresa CRAM S.A. en la finca referida, por generar un peligro e inminente daño al ambiente y a la salud humana y por contravenir las leyes de presupuestos mínimos ambientales Nº 25.675 y 26.331 y la normativa internacional, nacional y provincial en materia de derechos humanos. 

Coetáneamente solicita como medida cautelar innovativa la suspensión inmediata de toda actividad derivada de las resoluciones impugnadas y de todas aquéllas actividades susceptibles de generar un daño en el ambiente y en la salud llevadas adelante en la finca ubicada en Palma Sola e identificada con la matrícula F-3.487, Padrón F-36; para en el capítulo VI.- fundamentar su procedencia, con cita del artículo 32 de la ley nacional Nº 25.675, con abundante cita de doctrina y jurisprudencia que considera de aplicación en la especie, y la que se encuentra resuelta conforme constancias de fojas 567/575, aclaratoria de fojas 631, y que fuere confirmada por el Superior Tribunal de Justicia, conforme constancias de fojas 63/65 del Expediente Nº 7.454/10 agregado por cuerda a estas actuaciones. 

Luego argumenta en relación a la legitimación activa que dice que ostentan sus mandantes, para manifestar que los mismos (actúan) en defensa de los derechos constitucionales a un ambiente sano, al desarrollo sustentable y a la salud; que son vecinos y pobladores cercanos a las zonas afectadas por las actividades autorizadas mediante las resoluciones que impugnan. 

Que además viven del monte, de la naturaleza, criando a sus animales y cuidando de la tierra, que son vecinos de una zona que actualmente se destina al monocultivo de poroto y soja y que padecen fumigaciones que los exponen a contraer enfermedades y a empeorar su calidad de vida y el ambiente que los rodea, con abundante cita de doctrina y jurisprudencia que entiende aplicable al sublite y a la que me remito “brevitatis causae”. 

Al relatar antecedentes manifiesta que las acciones dañosas cuyo cese solicita de manera urgente, tienen como antecedente inmediato el actuar permisivo de la Administración Pública, ya sea mediante expresas autorizaciones o mediante su actuar omisivo, que lejos de cumplir con sus deberes de contralor y vigilancia de los actos de particulares en materia ambiental, soporta su accionar dañino. Que parte de las actividades de desmonte realizadas por CRAM S.A. han tenido el consentimiento de la D.P.P.A. y R.N., la que ha emitido autorizaciones mediante un procedimiento irregular, contrario a la legislación vigente en materia de procedimiento de evaluación de impacto ambiental. 

Luego analiza pormenorizadamente las constancias del Expediente administrativo N° 0646-166/2007, en el que se dictara la Resolución Nº 271-DPPAyRN/2007 y por la que se autoriza a realizar trabajos de desmonte de 380 has. a la firma CRAM S.A. en la Finca La Gran Largada durante el período comprendido entre diciembre 2007 y diciembre 2008, aprobándose la solicitud de factibilidad ambiental y estableciéndose un monitoreo periódico de las actividades cuando las mismas den comienzo, Resolución que conforme al artículo 5º caducaría el 31/12/08; y la Resolución Nº 239/2009 DPPAyRN por la que se autoriza el desmonte de 1.090 has., y donde se emitiera el dictamen de factibilidad ambiental dando por concluido el Procedimiento de Evaluación de Impacto Ambiental. 

Relata en lo que interesa para la resolución de la litis, que en el Expediente Nº 0646-166/2007, el 30/04/07 la razón social “CRAM S.A.” presentó ante la D.P.P.A. y R.N. el Estudio de Impacto Ambiental (E.I.A.) para la realización de actividades de desmonte con fines de agricultura secano sobre 1.200 has. en la finca denominada “La Gran Largada”, ubicada en el distrito Siete Aguas, Localidad de Palma Sola, Depto. Santa Bárbara (fojas 18/165). 

Que luego el 10/05/07 la empresa presentó solicitud de autorización de desmonte por 380 has., reduciendo la superficie establecida en el E.I.A., por razones operativas (fojas 1 y 54 de las actuaciones administrativas). 

Que con el objeto de fiscalizar los datos proporcionados en el E.I.A. por la empresa, el 24/04/07 se realiza inspección en la Finca La Gran Largada en una superficie de 600 has. ubicadas en la zona del Arroyo Santa Fe (fojas 167) y que la misma se realizó sólo en la zona donde habría de realizarse el desmonte de las 380 has., es decir no se inspeccionó toda el área originalmente solicitada para desmonte. 

Que luego de esa inspección se elevó informe a la Jefa del Área de Recursos Naturales en el que se realizan algunas sugerencias que debería adoptar el solicitante, tales “… que las cortinas forestales sean lo más cortas posibles para evitar daño por erosión hídrica o eólica… que se realicen las picadas con el objeto de dimensionar los lotes, las cortinas forestales y las áreas de reserva…” (fojas 167 y 168). 

Que a fojas 176 la Jefa del Área de Recursos Naturales realiza el informe de evaluación de Estudio de Impacto Ambiental (20/09/07) sugiriendo se apruebe la autorización de factibilidad ambiental para desmonte de 380 has., afirmando que la zona ya ha sido inspeccionada favorablemente. Que sin embargo afirma que dentro del E.I.A. agregado a las actuaciones, existe otro informe de Evaluación realizado por la misma autoridad el 05/06/07 en el que se realizan una serie de observaciones, dejadas ahora de lado sin fundamento alguno que surja de aquel nuevo informe, las que transcribe y a las que hago remisión en razón de brevedad. 

Que luego mediante Resolución Nº 271-DPPAyRN/2007 del 14/11/07, se autorizó a realizar trabajos de desmonte de 380 has. durante el período comprendido entre diciembre de 2007 y diciembre de 2008 con el fin de Cultivo Agrícola a Secano (fojas 181), para disponer en el artículo 4º la aprobación de la Solicitud de Factibilidad Ambiental estableciendo un monitoreo periódico de las actividades cuando las mismas den comienzo y en el 5º que la Resolución caduca el 31/12/08. 

Que seis meses después de aprobado el desmonte y las actividades de cultivo, la autoridad de contralor realizó una inspección donde constató conforme acta Nº 000026 (fojas 182) que se desmontaron aproximadamente 185 has., de las que 150 has., fueron sembradas con zapallo y dos lotes de 35 has. se encontraban en etapa final de topado y en el proceso de extracción de productos forestales y acordonado, para al final del acta referir que: “se desmontó una sup. 185 has. aprox.. Falta desmontar 195 has.. Se verifica que se desmontó en varios sectores donde la pendiente supera los 3% deberá proponer las medida de mitigación al respecto de este impacto. Se sugiere se delimite los nuevos lotes y se determine la pendiente por medio de instrumento de precisión (no GPS)”, concluyendo que es la segunda sugerencia que se hace luego de realizada inspección y que como la primera, tampoco fue tenida en cuenta. 

Por último afirma que esa fue la única oportunidad en que la autoridad fue al territorio a controlar las actividades, no cumpliendo con el monitoreo periódico establecido en la resolución aprobatoria. 

Que luego (fojas 184) se presenta Eladio Gómez Salmoral en su carácter de Administrador de la Finca La Gran Largada, solicitando el desmonte de 400 has. con fines de agricultura, para a fojas 186 –con posterioridad- ya invocando su calidad de apoderado de la firma CRAM S.A. solicitar la limpieza de 200 has. afirmando que “la fracción de tierra sobre la cual se solicita la limpieza posee un monte totalmente degradado y se encuentra en el Sector Santa Fe…”, aclarando que el pedido de limpieza no afecta ni restringe el pedido efectuado el 20/05/08. 

Que a partir de esos pedidos de limpieza, se realizan dos inspecciones en la finca para verificar las zonas donde se piden dichas autorizaciones. Que la primera se realiza el 19/09/08 (acta de inspección de trabajos forestales Nº 000074 de fojas 191) para inspeccionar una zona de 100 has. constatando que “se trata de un área totalmente degradada, conformada principalmente por especies herbáceas y arbustivas con una densidad escasa de especies arbóreas, además enfermas y de poco valor económico. Los rendimientos estimados son de 10m3 de leña por ha. así lo demuestran. Esta zona se puede considerar como limpieza, dadas las características antes descriptas” (fojas 198). 

Afirma que la zona se encuentra fuera del espacio proyectado de 1.200 has. en el E.I.A. presentado por la empresa y la autoridad administrativa, que existía bosque nativo sano, el que fue desmontado en septiembre de 2009, tal como surgiría del acta de inspección y que en la zona había hornos de barro y que de las imágenes satelitales agregadas en el Anexo VI.2) alrededor de los mismos hasta que la empresa llevó sus topadoras y arrasó con los árboles, existía, vivía y se reproducía el bosque nativo. 

Que en el expediente no consta que efectivamente se hubiere autorizado la limpieza de esas 100 haó. y solo existe un dictamen de la Jefa del Área de Recursos Naturales donde aconseja considerar esa zona como de limpieza, para concluir que la actividad de desmonte realizada por la Empresa CRAM S.A. en esa zona ha sido ilegal y que el daño ambiental generado debe ser recompuesto, debiendo ordenar el cese de las actividades de ese desmonte. 

Que con relación a la segunda inspección, la misma se efectuó el 24/09/08, en la que se constata que las otras 100 has. donde se pidiera autorización de limpieza no contiene un monte degradado como fuera afirmado a fojas 186, sino que se trata de la continuidad del desmonte de 320 has., evaluada en el E.I.A. por 1.200 has. 

Que en la inspección se constató la presencia de personal trabajando en el aprovechamiento de los cordones de desmonte y maquinarias (topadoras) para continuar con el desmonte de las hectáreas que restan para concluir con las 380 autorizadas, para aconsejarse no incluir esa zona de 100 has. como limpieza (fojas 196 y 197). 

Que luego a fojas 202 el Presidente de CRAM S.A. manifiesta que habiéndose aprobado el P.O.T. de áreas boscosas de la Provincia, por Decreto Nº 2187/08 y estando pendiente de autorización el desmonte de 820 has., solicita se le otorgue la definitiva autorización ya que la superficie a desmontar se encuentra en categoría III, Zona Verde del mismo. 

Que pone de relieve que la aprobación del E.I.A. no fue obtenido el 05/06/07 como manifiesta el Presidente de la Empresa, puesto que en esa fecha la Jefa del Área de Recurso Naturales de la D.P.P.A. y R.N. “eleva el Estudio de Impacto Ambiental para conocimiento y prosecución del trámite administrativo correspondiente en base a la normativa provincial vigente” (fojas 52). 

Que de ello surge que hasta la fecha de la presentación del Presidente de la firma el 06/04/09, el E.I.A. no había sido aprobado, habiéndose autorizado el desmonte sólo de 380 has., y pese haberse realizado reparos sobre las actividades en superficies con pendientes mayores al 3%. 

Que así también lo entendió en la oportunidad el Presidente de CRAM S.A. ya que en la nota del 10/06/07 manifiesta que solicita la autorización de 380 has. y que el documento de E.I.A. sólo sería la referencia general de sus intenciones de desarrollo de la finca (fojas 54), desestimando de tal manera el E.I.A. para que el mismo sea utilizado como referencia de sus intenciones. 

Que luego a fojas 217 se presentó nuevamente el Presidente de la firma, incorporando formulario de adecuación para solicitudes de trabajos forestales en trámite, testimonio de constitución de sociedad anónima, informe técnico, análisis de la información geográfica detallada, datos en formato digital (14/07/09), para solicitar el desmonte de 1.090,00 has., y declarando que 188 has. ya han sido transformadas, lo que da un total de 1.278,00 has. a desmontarse en el proyecto presentado. 

Afirma que a la fecha de esa presentación (13/07/09) no se habían realizado nuevas inspecciones, por lo que en el informe de la foja siguiente elevado por la Jefa del Área de Recursos Naturales al Director del 14/07/09 cuando expresa que “evaluando el E.I.A. y realizada la inspección correspondiente surge que no existe impedimento técnico para autorizar lo solicitado”, refiriendo a la inspección realizada en mayo de 2007 y por 600 has. en la zona del arroyo Santa Fe (fojas 166), para concluir que de las 1.200 has. solicitadas para desmonte, sólo se habían inspeccionado 600 has. y que las tres inspecciones que le siguieron no tuvieron el fin de constatar la información vertida en el E.I.A., sino controlar la actividad de desmonte autorizada y las otras dos realizadas en virtud del pedido de limpieza realizado por la empresa. 

Que además el informe de la Jefa de Recursos Naturales deja expuesto que del informe técnico del análisis de la información geográfica detallada incorporado al expediente por la Empresa, surge que el área de trabajo se encuentra localizada en la categoría III del Ordenamiento Territorial de Masas Boscosas. 

Que el 15/07/09 se aprueba la inclusión del pedido de autorización de las 1.090 has. mediante Resolución Nº 194/2009-DPPAyRN. 

Que afirma que la misma adolece de las siguientes irregularidades: 1) el encabezado de la Resolución hace referencia al Expediente Nº 646-091/2009 cuando el expediente de marras es el Nº 646-166/2007; 2) que en los considerandos se afirma que a fojas 28 existe dictamen técnico expedido por el Área de Recursos Naturales favorable al E.I.A. presentado por los peticionantes, cuando a fojas 28 no existe dictamen técnico alguno, siendo parte de la evaluación de impacto ambiental presentada por la empresa en la que se describe el área del proyecto, concluyendo que la resolución pertenece a otro expediente o que se ha incurrido en error grave que vicia la fundamentación de la Resolución por carecer de veracidad las referencias invocadas, agravado por el accionar del funcionario. 

Que luego de transcribir la parte resolutiva de esa Resolución –a lo que hago remisión en razón de brevedad-, afirma que a fojas 244, 245 y 246 se agregan publicaciones en el B.O. y que el 10/08/09 la Dirección Provincial de Políticas Ambientales mediante Resolución Nº 239/2009 autoriza el desmonte de 1.090 has. y emite dictamen de factibilidad ambiental, dando por concluido el procedimiento de Evaluación de Impacto Ambiental. 

Que finalizan las actuaciones a fojas 251 donde se agrega publicación en el B.O. de la Resolución Nº 239/2009. 

Agrega en capítulo seguido que tal como surge de las actuaciones reseñadas, la autoridad administrativa D.P.P.A. y R.N. soslayó arbitrariamente un mecanismo exigido por la normativa nacional y provincial en materia ambiental, tal la realización de audiencias públicas previas al dictado del acto administrativo que declara la factibilidad ambiental del proyecto o actividad evaluada, y que ello también ocurrió al momento de realizar el Plan de Ordenamiento Territorial para áreas boscosas, donde se encuentra ubicada la finca cuya actividad ataca. 

Que la Provincia de Jujuy ha dejado de cumplir con ese mecanismo que de ningún modo puede obviarse, en tanto la normativa es clara al establecer su obligatoriedad conforme a lo dispuesto por los artículos 16 a 21 de la ley 25.675, con cita de doctrina que entiende aplicable al sublite, para concluir afirmando que su incumplimiento genera la nulidad del procedimiento de evaluación llevado adelante, ya que la celebración de las audiencias públicas constituye una etapa esencial del procedimiento. 

Añade que en la Provincia de Jujuy antes de contar con la ley de Presupuestos Mínimos Ambientales, Ley Nacional Nº 25.675, la realización de audiencias públicas ya era obligatoria en forma previa a la aprobación de informes de impacto ambiental sometidos a los procedimientos de evaluación ambiental. 

Que ello se desprende de la ley 5.063/98 que en su artículo 45 establece que: 

“La reglamentación preverá los mecanismos que aseguren la debida difusión de los estudios de impacto ambiental de los proyectos sometidos a evaluación, a fin de que los mismos puedan ser consultados por los interesados que quieran formularle observaciones. Asimismo, preverá también la celebración de audiencias públicas con el objeto de someter el proyecto a consulta de la comunidad involucrada”. 

Que el procedimiento de impacto ambiental establecido en esta ley fue reglamentado en el año 2006 por el Decreto 5.980 y luego por su modificatorio Nº 9.667/2007. 

Que este último modificó el régimen instaurado para la convocatoria y realización de audiencias públicas, estableciendo que las mismas serán obligatorias sólo cuando el proyecto o actividad pueda generar efectos negativos y significativos para el entorno, poniendo en manos de la autoridad de aplicación la decisión de su convocatoria y según determinadas pautas que enumera en el artículo 22. 

Que tal facultad discrecional de la autoridad no está contemplada en la normativa nacional –Ley 25.675 de presupuestos mínimos ambientales- violando entonces el piso mínimo establecido en la legislación nacional, volviendo una facultad discrecional de la autoridad un requisito obligatorio esencial dentro del proceso porque permite dar mayor dimensión al aspecto preventor del daño. 

Que a pesar de esa irregularidad del decreto y según lo normado en el mismo (9.067/07) la autoridad debería igualmente haber convocado a audiencia pública en razón de lo dispuesto en su considerando 11 y en su artículo 22, los que analiza, para concluir que las actividades proyectadas de desmonte de 1.200 has. con fines de agricultura secano en una zona que constituye un nexo ecológico entre dos regiones tales como Yunga y Chaco, y que además permite mantener áreas protegidas (Parque Nacional Calilegua, Reserva Provincial Las Lancitas y Parque Nacional El Rey), generan al menos una alteración significativa y negativa de los recursos naturales, de la diversidad biológica y del ecosistema produciendo la modificación del patrimonio social y paisajístico de la zona, con las alteraciones consecuentes de los sistemas de vida y costumbres de los grupos humanos aledaños. 

Que siendo así, la autoridad de aplicación debió por acto fundado convocar a audiencia pública y someter dicho proyecto a la evaluación de la comunidad interesada, y para el caso de no considerarlo necesario, es decir de descartar tal instancia de participación ciudadana dentro del procedimiento, también debió decidirlo por acto fundado, en tanto de los fundamentos del Decreto Nº 9.067/07 surge que “… debiendo dejar aclarado el criterio que debe seguir la autoridad de aplicación para decidir cuales proyectos de obras o actividades deben cumplir con todo el procedimiento del estudio de impacto ambiental (E.I.A.) y las excepciones al mismo, teniendo en cuenta criterios técnicos debidamente fundados”. 

Que surge claramente que la regla –y así lo manda la legislación nacional de presupuestos mínimos ambientales- es la realización de las audiencias públicas, y que sólo por excepción y por acto debidamente fundado, siguiendo las pautas establecidas en el decreto, y con criterios técnicos comprobados, su no realización. 

Que en el procedimiento de evaluación de impacto ambiental al que se encontraba sometida la Empresa CRAM S.A. era de aplicación obligatoria el requisito de realización de audiencia pública previa debido a la magnitud de daño ambiental que podía genera una acción de desmonte en la zona donde queda, según informes técnicos “… el último remanente de bosque nativo que asegura la conectividad de áreas de Yungas al Oeste con la ecoregión chaqueña al Este” (Informe CEBIO). 

Que además el artículo 22 del decreto establece que “los municipios o comisiones municipales que se encuentren directamente involucrados en el proyecto sometido a evaluación, serán especialmente notificados por la autoridad de aplicación”, para resaltar que tal requisito tampoco fue cumplido en el procedimiento, ya que el municipio de Palma Sola no fue notificado ni participó de una consulta previa a la autorización de desmonte. 

Que en el Capítulo IV.A.3, analiza las etapas que establece la normativa ambiental previas al otorgamiento de factibilidad ambiental de una obra y actividad y los pasos efectivamente cumplidos en el Expediente administrativo Nº 646-166/2007 antes de llegar a las Resoluciones Nº 271/2007 y Nº 239/2009. 

En lo que interesa afirma que la ley provincial Nº 5.063 en su sección III establece el procedimiento de Evaluación de Impacto Ambiental el que está destinado a “identificar, interpretar, prevenir, evitar o disminuir las consecuencias o efectos que tengan, sobre los elementos que integran al ambiente natural y humanos los proyectos de obras o actividades públicas o privadas” (artículo 41). 

Que el artículo 42 establece que en la “planificación de obras o actividades públicas o privadas susceptibles de producir deterioro ambiental, será obligatoria en todo el territorio provincial, la realización de estudios previos de impacto ambiental a efectos de su debida evaluación por la autoridad de aplicación o los organismos provinciales competentes, según corresponda. La reglamentación determinará que proyectos de obras o actividades deberán someterse necesariamente a la evaluación de impacto ambiental y cuales podrán ser exceptuados” 

Que ese procedimiento de E.I.A. establecido por la ley Nº 5.063 fue reglamentado por el decreto Nº 5.980 en el año 2006 el que en sus considerandos establece que “… resulta aconsejable diferenciar los proyectos de obras o actividades de mayor o menor impacto ambiental para someterlos según ello a procedimientos de mayor o menor rigurosidad. Que es necesario incluir en estos procedimientos de evaluación de impacto ambiental, la participación de la comunidad involucrada, mediante la debida publicidad y el moderno mecanismo de las Audiencias Públicas”. 

Que a partir del artículo 5 –modificado por el Decreto Nº 9.067/2007- se establecieron diversas etapas por las que debe atravesar quién pretenda desarrollar una actividad susceptible de generar impacto ambiental y que esté comprendida en el Anexo I o II del decreto. 

Que la enumeración de tales actividades es meramente enunciativa ya que el Anexo I finaliza estableciendo y “todas aquéllas obras o actividades que puedan causar modificación del medio ambiente, de los recursos naturales o de sus procesos fundamentales de funcionamiento que produzca o pueda producir en el futuro repercusiones apreciables en los mismos”. 

Que conforme a ello la empresa CRAM S.A. se presentó a la autoridad administrativa con el estudio de impacto ambiental, sometiéndose entonces voluntariamente al procedimiento establecido en la Sección III de la ley 5.063 y su Decreto reglamentario Nº 5.980/2006, no quedando dudas que la actividad sometida a autorización estaba siendo evaluada en el marco del procedimiento de E.I.A., tal como se pone de manifiesto en el considerando de la Resolución Nº 271/2007, que translitera y a lo que remito en razón de brevedad. 

Que la normativa, luego de determinar si para la actividad proyectada se necesita un estudio de impacto ambiental detallado o simplificado, establece que el responsable debe presentar una solicitud de factibilidad ambiental junto con el estudio de impacto ambiental (artículo 5 del Decreto Nº 5.980), y se establece además que el proponente presente un Aviso de Proyecto para quedar exceptuados de cumplir con el procedimiento de E.I.A. (párrafo 6º del artículo 5 de ese Decreto), para aseverar que la empresa CRAM S.A. no ha solicitado el mismo, ni se ha exceptuado de cumplir con el procedimiento de E.I.A. 

Que el E.I.A. presentado por la empresa se realizó por una superficie a desmontar de 1.200 has., pero que la primera solicitud de factibilidad se efectúa por 380 ha., no siendo claras la reducción de cantidad de has., en razón de que sólo se mencionan razones operativas. 

Que quizás la razón de la celeridad que tenía la empresa en lograr la autorización de desmonte podría hallarse en que en los próximos meses se sancionaría la ley de presupuestos mínimos para la protección de bosques nativos y que generaría la suspensión de las autorización de desmontes, para concluir que la Corte Suprema de Justicia de la Nación en la causa “Dino Salas” se ha pronunciado estableciendo la presunción de que las autorizaciones de desmonte realizadas en el último trimestre del año 2007 fueron dadas para no quedar sometidas a lo normado por la ley 26.331, concluyendo que la autorización de desmonte emitida por Resolución Nº 271/2007 se realizó en el mes de noviembre de 2007. 

Que del Expediente administrativo surge que hasta el momento de llegar a las Resoluciones puestas en crisis, el 24 de mayo de 2007 se realiza una inspección en la Finca la Gran Largada en una superficie de 600 has. ubicadas en la zona del Arroyo Santa Fe, con el objeto de fiscalizar los datos proporcionados en el E.I.A. (fojas 167) y que luego de la misma se elevó informe a la Jefa del Área de Recursos Naturales, donde se realizan algunas sugerencias que debería adoptar el solicitante (fojas 167/168). 

Que a fojas 176 realiza informe de evaluación del estudio de impacto ambiental el 20/09/07 sugiriendo la aprobación de la factibilidad ambiental para un desmonte de 380 has., para afirmar que a partir de allí surge la omisión manifiesta y arbitraria de la autoridad, al obviar el trámite que precedía al dictamen de la Jefa del Área Recursos Naturales, en tanto el Director debía convocar previamente a audiencia pública como lo establece el artículo 22 del Decreto Nº 5.980/2006. 

Que si bien se establece que dentro de los 10 días de presentado el E.I.A. se debe convocar a Audiencia Pública, y a la fecha de emitir el dictamen la Jefa del Área de Recursos Naturales ya se había vencido con creces dicho plazo –en tanto el informe se presentó el 30/04 y el dictamen favorable es del 20/09- la normativa es clara al imponer como requisito previo al dictamen de factibilidad, la convocatoria a audiencia pública. 

Afirma que lo mismo ocurrió con la Resolución Nº 239/2009, pero con la agravante de que al momento de dictarse la factibilidad ya se encontraba vigente la ley de presupuestos mínimos para la protección de los bosques nativos Nº 26.331, que en su artículo 25 establece que la autoridad de aplicación, recién luego de analizar el E.I.A. y los resultados de las audiencias públicas, deberá emitir una declaración de impacto ambiental, para transcribir su capítulo 7º (artículo 26), al que remito en honor a la brevedad. 

Que claramente surge la arbitrariedad de la Dirección Provincial de Políticas Ambientales y Recursos Naturales al modificar unilateralmente el procedimiento de evaluación de impacto ambiental y suprimir la instancia de participación pública, para transcribir en prueba de ello los considerandos y la parte resolutiva de aquella resolución, para en definitiva reiterar el pedido de nulidad de las resoluciones. 

Aclara sobre el particular que no alcanza con la publicación del proyecto o actividad en el Boletín Oficial, puesto que la realización de audiencias públicas es un requisito constitucional por estar contenidas en las normas de presupuestos mínimos ambientales reglamentarios del artículo 41 de la Constitución Nacional, y que por lo tanto no puede ser suprimido por una resolución de la autoridad administrativa, con cita de jurisprudencia que considera de aplicación al caso. 

Agrega además que el Estudio de Impacto Ambiental presentado por la empresa CRAM S.A. en el Expediente Nº 0646-166/2007 no cumple con las especificaciones establecidas en la ley Nº 26.331 para la aprobación del mismo, debido a que la empresa no presentó un Plan de Aprovechamiento del Cambio del Uso del Suelo, como establecen los artículos 4 y 17. Que además el E.I.A. debía ser sometido a controles independientes, circunstancia que se hubiese cumplido si se hubiere abierto el proceso de consulta pública. 

Que en el Capítulo IV.-, refiere al Plan de Ordenamiento Territorial para las áreas boscosas de la Provincia de Jujuy, y previo análisis de la situación nacional y provincial en la que se enmarca la sanción de la ley nacional Nº 26.331 –que manda a las provincias a realizar dichos ordenamientos territoriales- afirma que desde su sanción hasta la sanción de una ley que establezca el Ordenamiento Territorial de la Provincia no se podía autorizar ninguna clase de desmonte. 

Que el Plan de Ordenamiento Territorial en la Provincia de Jujuy fue aprobado por el Decreto Nº 2.187 y que incluye a la Finca La Gran Largada dentro de la “zona verde”, lo que implica el permiso para el desmonte. 

Que en la finca la empresa CRAM S.A. proyecta desmontar 2.440 has. (fojas 25 de las actuaciones administrativas) con la intención de realizar monocultivo de poroto y soja, expansión de la frontera agropecuaria sobre extensas superficies de bosques nativos que se da dentro de un marco nacional que lleva décadas de implementación. 

Que si bien la producción de soja se viene expandiendo desde los años 70, su asociación con la siembra directa y la utilización de semillas genéticamente modificadas (GM) –resistentes a las pulverizaciones realizadas con glifosato- han marcado un punto de inflexión a partir del que se produjo un incremento vertiginoso que posicionó a la soja como el cultivo más sembrado a nivel nacional, en tanto la simplificación del manejo de malezas a través de un solo herbicida fue la punta de lanza para el exitoso ingreso de esa variedad de soja desarrollada por la firma estadounidense Monsanto. 

Que pese a las numerosas advertencias sobre potenciales riesgos de las modificaciones genéticas para la salud humana, la autorización de la soja RR fue autorizada sin debate público, mediante una Resolución de la Secretaría de Agricultura y sin la participación del Congreso de la Nación. 

Que el modelo de soja consiste en un paquete biotecnológico compuesto por la semilla transgénica de soja RR (Roundup Ready), plaguicida –principalmente herbicidas a base de glifosato- y la técnica de siembra directa, paquete que dice indivisible puesto que permite la industrialización de la agricultura, la implementación de grandes superficies de monocultivos y la ventaja de mínima mano de obra. 

En el mismo Capítulo refiere a los desmontes en la Argentina para agregar en lo que interesa a la resolución de la litis, luego de analizar diversos datos, que conforme a la nota periodística que individualiza, el desmonte más intenso se produjo en la franja de transición entre el Parque Chaqueño y las Yungas, observándose también un descenso de la cubierta boscosa que contribuyó a causar el desastre de Tartagal, la grave inundación producida en diciembre de 2006. Analiza diversos informes respecto a los efectos de la deforestación respecto de inundaciones y las consecuencias dañinas de las pulverizaciones con agroquímicos para la salud de los habitantes, y para el medio ambiente en general y al de las personas en particular, consideraciones a las que me remito en razón de brevedad, para concluir que en ese contexto se sancionó la ley nacional Nº 26.331 de presupuestos mínimos ambientales para la protección de los bosques nativos. 

Agrega que la Autoridad Provincial de aplicación de la Ley de Bosques, en el expediente analizado, manifiesta cumplir con lo establecido en la misma, y que tanto la empresa CRAM S.A. como la Dirección de Políticas Ambientales ponen de resalto que la zona donde se pretenden realizar los desmontes está incluida en la categoría verde del Plan de Ordenamiento Territorial aprobado por la Provincia de Jujuy. 

Que la ley 26.331 busca promover la conservación mediante el Ordenamiento Territorial de los Bosques Nativos, regulando la expansión de la frontera agropecuaria y de cualquier otro cambio de suelo (inciso a) del artículo 3), entendiéndose por Ordenamiento Territorial (OT) “la norma que basada en los criterios de sostenibilidad ambiental establecidos en el Anexo de la presente ley zonifica territorialmente el área de los bosques nativos existentes en cada jurisdicción de acuerdo a las diferentes categorías de conservación” (artículo 4º), y que por su artículo 6º se ordena a las provincias a realizar el Ordenamiento de los bosques nativos en el plazo de un año desde su sanción, suspendiéndose además las autorizaciones de desmonte hasta tanto no se realice el OT (artículos 7 y 8). 

Agrega que la ley –denominada “Bonaso”- de protección ambiental, es una norma que da presupuesto mínimos ambientales derivada del artículo 41 de la Constitución Nacional donde se fijan umbrales mínimos de protección ambiental que no pueden ser desatendidos en virtud del principio de congruencia, que el estándar mínimo que establece puede ser reglamentado y ampliado por las provincias, pero nunca disminuido, y que los estados locales podrán incrementar o ampliar las exigencias ambientales, perfeccionando la protección consagrada de acuerdo a sus propias realidades. 

Que el artículo 6º de la ley 26.331 refiere al proceso mediante el que las Provincias deberán realizar el Plan de Ordenamiento Territorial para la protección de los Bosques Nativos, que entiende de suma relevancia puesto que se condice con la necesaria participación social en materia de legislación y control ambiental, y que se encuentra plasmada en diversos tratados internacionales, la normativa nacional y la provincial, para citar el artículo 2 inciso c) de la ley 25.675, sus artículos 19, 20 y 21, referenciados en la ley nacional Nº 26.331 especialmente en su artículo 26 respecto de Audiencia y Consulta Pública, y en la ley provincial de ambiente Nº 5.063 artículo 45. 

Afirma que en la Provincia la realización del Plan de Ordenamiento Territorial (P.O.T.) surge de un convenio de trabajo entre el Gobierno de la Provincia y la Fundación ProYungas de diciembre de 2007. 

Que luego al sancionarse la ley 26.331 la Provincia modificó el P.O.T. realizado en virtud de ese acuerdo y mediante Decreto Nº 2.187-PMA-2008 aprobó el actual P.O.T. 

Que ambos planes no fueron el producto de un proceso de consulta pública previa, como ordena la ley de bosques. 

Que respecto a la participación de la Administración de Parques Nacionales, del informe elaborado por el mismo a solicitud del Movimiento Nacional Campesino Indígena –motivado en el conflicto de Palma Sola- ese Organismo refería –en lo que interesa- que las reuniones realizadas para la elaboración del P.O.T. “tuvieron carácter principalmente informativo, sólo pudiéndose hacer observaciones y aportes sobre un proceso desarrollado en forma unilateral por una consultora privada… En su oportunidad efectuamos observaciones tanto referidas al proceso, como a interpretación de unidades ambientales y condiciones básicas de conservación. Dado el producto gráfico final presentado por la Provincia, concluimos que los aportes y observaciones no fueron satisfactoriamente incoporados. APN no participó de ningún proceso de validación del OT final, ni prestó conformidad sobre proceso y producto...”, para agregar que en forma similar se expresó la Fundación para la Conservación y el Estudio de la Biodiversidad “CEBio” en el informe “Argumentos de Conservación de los Bosques Pedemontanos y Chaqueños del Este de la Provincia de Jujuy” de febrero de 2010, el que también transcribe y al que me remito “brevitatis causae”. 

Concluye que la posibilidad de que la comunidad en general y los sectores afectados por el ordenamiento territorial, como las comunidades indígenas y campesinas pudieran expresar sus opiniones, fue cercenada por el Gobierno de la Provincia de Jujuy, lo que además fue manifestado por la Universidad Nacional de Jujuy en el seno de la Legislatura Provincial el 11/11/08 –a un mes de aprobarse el segundo P.O.T.- donde expresamente refirieron que “El Plan propuesto es incompleto desde el punto de vista multidisciplinario y que no se dio participación a la sociedad civil”, conforme a la publicación en Internet de la Legislatura de la Provincia del 11/11/08. 

Que además de no revertir tal situación, abrir un proceso participativo, generar instancias de consultas públicas y dar el debate parlamentario en el seno de la legislatura provincial, la Provincia modificó el P.O.T. original, ampliando las zonas susceptibles de ser desmontadas, sin otorgar posibilidad de cuestionamiento por parte de la ciudadanía, aprobando un nuevo P.O.T. por decreto del Poder Ejecutivo, citando el caso distinto de provincias vecinas. 

Que además el P.O.T. viola lo dispuesto por la ley 26.331 y al ser esta norma de materia constitucional (artículo 41), el Decreto Nº 2.187 es violatorio también de la Carta Magna, en tanto el mismo debió realizarse por medio de una ley de la Legislatura. 

Que ello surge del artículo 32 de la ley Nº 26.331 que establece que el Fondo Nacional para la conservación de los bosques nativos será distribuido anualmente entre las jurisdicciones que hayan elaborado y tengan aprobado por ley provincial su Ordenamiento de Bosques Nativos, para argumentar respecto de tales extremos, con cita de jurisprudencia que entiende de aplicación al sublite. 

Añade además que el P.O.T. establecido por decreto además viola una vez más la Constitución Nacional en tanto no promueve la conservación de los bosques nativos, atentando contra el derecho a un ambiente sano, y en cambio amplia las zonas verdes (de desmonte) modificando el plan propuesto y aprobado por el convenio entre el Gobierno de la Provincia de Jujuy y la Fundación ProYungas, para relacionar las principales modificaciones realizadas, a las que me remito también en razón de brevedad. 

Bajo el título “La Zona donde se autorizan los desmontes. El daño ambiental” argumenta que los desmontes autorizados por las resoluciones que impugna se ubican dentro de la Finca La Gran Largada, a 10 kilómetros de la localidad de Palma Sola, Depto. Santa Bárbara, sobre ruta provincial Nº 6, acceso mediante la ruta Nº 1, situada a 160 kms. de la capital jujeña y a 120 kms. del centro urbano más próximo que es la ciudad de San Pedro de Jujuy. Que se ubica en la región fitogeográfica del Gran Chaco, a pesar de la corta distancia a las Yungas, zona núcleo de diversidad, que cumple la indispensable función de protección de cuencas hídricas que desde sus innumerables arroyos y ríos vuelcan sus aguas al sistema de la cuenca del Plata desde el río San Francisco y Bermejo, con clima subtropical con estación seca. Que tales selvas y montes albergan cebiles, pacaráes, quebrachos colorados, algarrobos, mistoles, chañares, yuchanes, palo amarillo, laureles, pinos del cerro y altísimos pastizales de montaña, así como los últimos ejemplares de antas, pecaríes, corzuelas, coatíes, mayuatos, yaguaretés, pumas y más de 280 especies de aves como el cóndor, el loro alisero, el guacamayo y las pavas del monte. 

Que la localidad de Palma Sola se caracteriza por la presencia de pequeños campesinos productores, cuya estructura socio económica es agro–ganadera, maderera y en menor escala el turismo rural. Que la zona esta poblada por pueblos originarios y criollos mestizos dedicados a la ganadería, pequeños cultivos alimentarios, elaboración de artesanías en cuero y uso cultural de las riquezas del bosque, para referir también al daño que se produce por los desmontes, el monocultivo, etc., que alientan las inundaciones, y analiza datos respecto del aumento del desmonte en la zona. 

En capítulo separado refiere al Derecho Ambiental, al orden público ambiental (presupuestos mínimos ambientales), para analizar el artículo 41 de la Constitución Nacional, conceptuar los principios de precaución y prevención y citar abundante jurisprudencia y doctrina que considera de aplicación. 

Por último reitera argumentos respecto a la participación y audiencias públicas respecto al medio ambiente, el derecho a la salud, la procedencia formal del amparo (inexistencia de otro medio judicial más idóneo, ilegalidad y arbitrariedad manifiestas, amenaza cierta, actual e inminente y daño ambiental), también con extensas citas de doctrina y jurisprudencia. 

Por último, cita derecho –remisión-, ofrece prueba y efectúa reserva de recurrir por ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación y en su caso ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 

Que luego de las alternativas de las que dan cuenta las constancias de fojas 462/675 (resolución de la medida cautelar peticionada por la actora y trámite y resolución en el Expediente Nº 7.454/10 del Superior Tribunal de Justicia), a fojas 676 se confirió traslado a las codemandadas para fijar la audiencia que prevé el artículo 396 del Código Procesal Civil por expresa remisión normativa del artículo 11 de la ley reglamentaria del amparo en nuestra Provincia (Ley 4.442), la que se produjo conforme constancias de fojas 734 y 735/737. 

Que en la oportunidad (03/11/11) comparecieron a la audiencia la Dra. María José Castillo en nombre y representación de los actores, el Dr. Agustín Ontiveros en representación del Estado Provincial y el Dr. Gustavo Enrique Fiad en representación de CRAM S.A. 

Que el Estado Provincial representado por el Dr. Ontiveros –conforme instrumento obrante a fojas 680/681, contestó demanda a fojas 682/699 para oponerse a su progreso. 

Que en lo que interesa, en primer término opone defensa de incompetencia del Tribunal para referir que si bien conforme a lo dispuesto por el artículo 10 de la ley provincial Nº 4.442/89 reglamentaria del amparo en la Provincia no se admiten incidencias previas, opone la defensa como de fondo. Que en relación a ello afirma que la ley positiva vigente impide a este Tribunal intervenir en la cuestión de fondo debatida en autos. 

Que ello en tanto el artículo 3º inciso a) de la ley 4.399 de Protección de Intereses Difusos entre los que se cuenta la cuestión ambiental, establece la competencia del Superior Tribunal de Justicia cuando el acto, omisión o amenaza denunciados como lesivos emanen del Poder Ejecutivo o de la Administración Pública Centralizada del Estado Provincial, para reiterar argumentos a los que hago remisión en razón de brevedad. 

Que luego efectúa una negativa general y sendos desconocimientos y negativas particulares a las que hago remisión (fojas 683 vta. y ss.) 

Que en el apartado 3 de ese Capítulo, opone defensa de falta de legitimación sustancial activa. Afirma que en el marco de la ley 4.399 resulta evidente que los actores carecen de legitimación para entablar la presente acción en tanto las cuestiones ambientales deben ser ingresadas al ámbito jurisdiccional por el “Ministerio Público y las agrupaciones privadas legalmente reconocidas, constituidas para la defensa de los intereses colectivos y adecuadamente representativas de grupos, categorías o comunidades interesadas, con exclusión de cualquier otro sujeto…” (artículo 7). 

Que los demandantes son personas físicas que no reúnen las cualidades exigidas por la ley para plantear un reclamo ambiental de índole colectivo, y que por otra parte tampoco se ha acreditado en el sublite que revistan calidad de afectados en los términos del artículo 43 de la Constitución Nacional. 

Que luego refiere a la inexistencia del incumplimiento formal de convocar a audiencia pública. Que la impugnada Evaluación de Impacto Ambiental se realizó en debida forma conforme la normativa vigente y aplicable al caso. 

Que la audiencia pública no se un requisito previo obligatorio para dictaminar la factibilidad ambiental y autorizar en el caso los pedimentos solicitados por la codemandada CRAM S.A., puesto que no existe norma alguna ni nacional ni provincial que obligue a su parte a realizar necesariamente una audiencia pública para casos como el planteado en autos. 

Que la ley nacional Nº 25.675 establece sólo los “presupuestos mínimos ambientales” a partir de los que las Provincias deberán adoptar las medidas necesarias para el logro de una gestión sustentable y adecuada del ambiente, la preservación y protección de la diversidad biológica y la implementación del desarrollo sustentable. 

Que en relación a la audiencia pública se establece en su artículo 20 que “Las autoridades deberán institucionalizar procedimientos de consultas o audiencias públicas como instancias obligatorias para la realización de aquéllas actividades que puedan generar efectos negativos y significativos sobre el ambiente”. 

Que en el caso, la actora tuvo manifiesta participación y posibilidad de consulta en los expedientes administrativos relacionados al objeto de esta causa, por lo que resulta insuficiente como agravio la invocación per se de la ausencia de una audiencia pública. 

Que nada dice la actora sobre qué hubiera cambiado su participación en una audiencia pública o su intervención directa en los expedientes, ni qué agravio le acarrea la falta de aquélla, y tampoco indica cuál es la norma violada que manda a realizar en forma insoslayable audiencia pública, porque ella no existe. 

Que tal obligación no existe como requisito previo y obligatorio porque la ley provincial Nº 5.063 y sus Decretos reglamentarios N° 5.980-PMA-06 y 6.097-PMA-07 claramente establecen que lo único obligatorio es otorgar una participación ciudadana. Que esa participación como género tiene distintas especies, una de las cuales es la audiencia pública, para afirmar que tal normativa no ha sido impugnada por la actora, lo que implica su plena aplicación a la causa. 

Que puede no haber audiencia pública, pero sí otras formas de consulta, las que no son otra cosa que la actuación de la participación ciudadana y por ello es que ésta última es el género que aglutina las distintas especies de consulta. Que más aún, el Decreto Nº 5.980-PMA-06 modificado por el Decreto Nº 9.067-PMA-07 –reglamentarios de la ley general del ambiente Nº 5.063, dictados conforme a los lineamientos de la ley nacional Nº 25.675- establecen que “… dentro de los diez (10) días hábiles… Además en idéntico plazo la Autoridad de Aplicación… decidirá la realización de una audiencia pública para la consulta del proyecto sometido a su evaluación cuando ello sea necesario” (Artículo 22). 

Que por su parte el artículo 23 establece que “para el caso en que la autoridad de aplicación resuelva la realización de la audiencia pública para consulta del proyecto y/o actividad sometido a evaluación de impacto ambiental se regirá por el procedimiento previsto en la ley Nº 5.317”. 

Que así, es facultad discrecional de la Administración decidir realizar una audiencia pública o no, siempre contemplando las pautas establecidas en el Art. 22 del Decreto Nº 5.980-PMA-07. 

Que los propios interesados –incluidos los actores- tuvieron oportunidad de realizar las observaciones que estimaren pertinentes al estudio de impacto ambiental presentado por CRAM S.A. y sin embargo, nada hicieron a pesar de haberse realizado las publicaciones de ley conforme surge de los considerandos de la Resolución Nº 239-PMA-09 y a cuyos términos remite a la brevedad obrante a fojas 247/249 de las actuaciones administrativas. 

Aclara también que la ley nacional Nº 26.331 remite a la ley 25.675 en lo que a participación ciudadana o audiencia pública se refiere a los fines de la autorización de los proyectos de desmonte de bosques nativos. 

Que en consecuencia no basta para paralizar la actividad de aprovechamiento forestal dispuesta en las resoluciones en crisis por la Dirección Provincial de Políticas Ambientales y Recursos Naturales la liviana manifestación sobre la ausencia de audiencia pública, máxime cuando la actora nada dice sobre qué pretendía aportar en la misma, que hubiera cambiado su participación, ni qué agravio le acarrea la falta de aquélla, máxime cuando no indica cuál es la norma violada para reitera que no existe, para concluir que la falta de realización de audiencia pública como pretende la demandante no nulifica el procedimiento, no encontrándose tal efecto previsto en la normativa vigente. 

Que en el apartado 5. bajo el título “Cumplimiento del Plan de Ordenamiento Territorial (P.O.T.)”, afirma que las actividades denunciadas como lesivas por la actora se encuentran dentro de la denominada “Zona Verde” conforme al Ordenamiento Territorial de las Áreas Boscosas de la Provincia de Jujuy, aprobado por el Decreto Nº 2.187-PM-08 de conformidad a las exigencias de la ley nacional Nº 26.331 y que luego tuviere consagración legislativa a partir del mes de abril de 2011. 

Que ese Decreto marco reglamentario en la Provincia es el resultado de un estudio técnico que intenta solucionar la problemática de la habilitación de tierras para actividades agropecuarias, sin poner en riesgo la persistencia de la importante biodiversidad provincial y regional. Que su antecesor Resolución Nº 82-PMA-07 del Ministerio de Producción y Medio Ambiente, se orientó a la promoción del uso racional de los recursos naturales, la protección de los mismos y la ordenación y planificación del uso del territorio y de los procesos de desarrollo económico y social, para minimizar el impacto ambiental de las actividades humanas, para concluir que constituye un estudio de impacto ambiental a nivel general. 

Que luego de reiterar argumentos, en lo que interesa para la resolución de la litis, afirma que el decreto en cuestión es fruto de un análisis técnico y en el que tuvieron participación diversas entidades que individualiza y a lo que hago remisión en razón de brevedad. 

Que además afirma que el Decreto Nº 2.187-PMA-2008 no resulta contrario ni a la Constitución Nacional ni a la Provincial y es una adecuada regulación con apoyo en la ley nacional Nº 26.331, en tanto en su Capítulo 2 (artículos 6 y ss.) contempla el Ordenamiento Territorial de Bosque Nativos (O.T.) y prevé el plazo de un año para la confección del mismo según los criterios de sustentabilidad establecidos en el Anexo de la norma. Además, señala que cada jurisdicción deberá actualizar periódicamente el O.T. como punto central del sistema, siendo el ordenamiento de bosques esencialmente variable. 

Que también la norma establece que durante el tiempo que transcurra entre su sanción y la realización del O.T. no se pueden autorizar desmontes y finalmente regula las categorías de conservación de los bosques nativos (rojo, amarillo y verde). 

Que en ningún momento, ni expresa, ni tácitamente la ley 26.331 exige para su validez que las jurisdicciones locales deben elaborar el O.T. mediante ley, para afirmar que por el contrario para la percepción del Fondo Nacional para el Enriquecimiento y la Conservación de los Bosques Nativos contemplado en los arts. 30 y ss. de la regulación expresamente se requiere el dictado de una ley provincial. 

Que en ello estriba el error en el planteo de la actora, en tanto confunde el régimen legal previsto para la confección del O.T. con las exigencias legales para la participación del fondo citado, aclarando que la exégesis de la ley nacional Nº 26.331 conduce claramente a concluir que cuando se requiere el dictado de un acto formal del Poder Legislativo local se dijo expresamente, quedando la forma de materialización de los otros supuestos de regulación a criterio de cada jurisdicción local. 

Que siendo así no existe violación alguna a la ley nacional cuando el Poder Ejecutivo Local instrumenta el O.T. a través del Decreto Nº 2.187-PMA-2008 ya que luego de un análisis técnico ambiental de la situación y en aras de dar cumplimiento al artículo 6, se pronuncia mediante un acto administrativo situación que no se encuentra vedada en el régimen positivo vigente. 

Que luego refiere al aporte técnico a cargo de la Fundación Proyungas, del Consejo Provincial del Medio Ambiente y de la Universidad Nacional de Jujuy según surge del Expediente administrativo Nº 666-53/2007 y del 666-158/07 que ofrece como pruebas, para reiterar que la Provincia de Jujuy cumple y cumplió con el O.T. según la ley nacional. 

Que aún más, luego del dictado del Decreto y en atención a la naturaleza variable del O.T. se invitó a distintos operadores del ámbito forestal a los fines de continuar con el aporte y crecimiento con relación a los bosques nativos, en el marco del expediente administrativo mencionado y que concretamente el 15/04/10 mediante Resolución Nº 27-SGA-2010 abrió un proceso de convocatoria y participación con sectores de la producción, organizaciones ambientalistas, organismos provinciales y universidades para que realicen aportes técnicos sobre el P.O.T., individualizando las diversas notificaciones realizadas, y que la mecánica no se agotó en la invitación a participar sino en la recepción de los aportes de cada uno de los interesados y la posterior devolución de los mismos en reuniones fijadas con cada uno de ellos, en donde se debatió, analizó y criticó las ventajas y desventajas de las opiniones vertidas, cotejadas con la normativa existente, y que luego de ello se dictó el Decreto Nº 7.465-PMA-11 para acceder al Fondo Nacional contemplado en la ley 26.331, puesto que sólo en ese supuesto resulta necesario el dictado de una ley que apruebe el P.O.T. conforme a su artículo 32. 

Que como consecuencia de ello en abril de 2011 el Poder Legislativo dictó la ley provincial Nº 5.676 que aprueba en todas sus partes el Decreto Acuerdo Nº 7.456-P-2011 que contempla el Plan de Ordenamiento Territorial Adaptativo para las Áreas Boscosas de la Provincia de Jujuy, hecho que pone en evidencia que ha devenido en abstracto el agravio que invoca la contraria respecto de la inexistencia de una ley que contemple el ordenamiento territorial de la Provincia de Jujuy. 

Que en apartado 7, dice de la ausencia de daño ambiental, en atención a que la ley nacional establece como daño ambiental “toda alteración relevante que modifique negativamente el ambiente, sus recursos, el equilibrio de los ecosistemas, o los bienes o valores colectivos”, y no cualquier modificación insustancial. 

Que es así que la norma indica tres extremos: a) toda alteración; b) relevante; y c) que modifique negativamente el ambiente, para concluir que ninguno de ellos tuvo tratamiento adecuado para fundar la pretensión cautelar. 

Que luego en lo que al uso de herbicidas y plaguicidas, entre los que se encuentra el glifosato y el endosulfán y que serían utilizados por CRAM S.A., niega tal extremo puesto que la actora nada prueba al respecto, ni le consta a su parte y en la hipótesis que ello fuere cierto, los mismos implican un muy bajo riesgo para la salud humana y el ambiente siempre que se utilicen bajo condiciones de uso responsable, conforme informe de Evaluación de la información científica sobre la vinculada al Glifosato en su incidencia sobre la salud humana y el ambiente”, emitido por el Consejo Interdisciplinario creado en el ámbito del CONICET y dispuesto por Decreto Nº 21/2009 acompañadas al momento de contestar el traslado de la cautelar, para referir al mismo en forma minuciosa, a lo que hago remisión en razón de brevedad (fojas 693 vta. in fine y ss.), para finalizar afirmando que en relación a las dosis recomendadas remite a los datos aportados en ese mismo informe acompañado, donde se encuentran las mismas. 

Que luego en el apartado siguiente afirma que toda la normativa sobre la que se pretende apoyar la actora no ha sido cuestionada en su constitucionalidad lo que importa concluir que no resulta posible apartarse en este proceso de tales previsiones y que ello así la actuación del Estado Provincial se encuentra ajustada a derecho y no cabe de ninguna manera concluir lo contrario. 

Que tanto el plan de ordenamiento territorial como el régimen de participación ciudadana mantienen su validez constitucional para este proceso, máxime luego de la sanción de la ley provincial 5.676/11 y que un pronunciamiento en sentido contrario implicaría sin más la violación del derecho de defensa en juicio y el apartamiento del sistema de control de constitucionalidad imperante en el régimen positivo vigente. 

Que en el Capítulo III.- Apartado 10, dice de la improcedencia formal de la vía de amparo tentada en mérito a la existencia de vías legales preestablecidas para la discusión de los temas traídos al debate, para agregar que conforme al artículo 3 de la ley provincial Nº 4.442/89 y lo expuesto en el libelo introductorio no sólo se pretende la esterilización de un acto, sino el ejercicio de las funciones administrativas en sí mismas las que deben ser encausadas en ese ámbito puesto que sólo la Administración es la encargada de evaluar y decidir cuáles serán los medios de participación ciudadana a desarrollar en cada caso de solicitud de desmontes o de actividades vinculadas con el ambiente, sin que los particulares u otros poderes del Estado puedan intervenir en tal función, amén de que conforme se relatara la judicialización de cuestiones como la que se debate en autos cuentan con un carril adjetivo propio tal como el de la ley provincial Nº 4.399. 

Que luego refiere como vías idóneas para la discusión y tutela de los derechos que se dicen lesionados, las vías prestablecidas en las leyes de procedimientos administrativos y códigos procesales en general, para en particular afirmar que las peticiones de los amparistas tuvieron siempre la atención de la autoridad de aplicación (fojas 298 y 307 de las actuaciones), puesto que se admitieron sus presentaciones con cita de precedentes a los que hago remisión en razón de brevedad. 

Que luego dice de la improcedencia de la vía utilizada en tanto conforme a lo dispuesto por el artículo 43 de la Constitución de la Nación al prever la acción expedita y rápida de amparo, lo hace frente al cumplimiento de recaudos muy precisos que deben ser tenidos en consideración en forma rigurosa, en tanto vía excepcional, residual y heroica. 

Que luego de reiterar argumentos, afirma que la complejidad de la cuestión traída a debate no puede ser resuelta en el marco probatorio de una acción de amparo y que tampoco surgen de las constancias de autos que exista arbitrariedad o ilegalidad manifiesta. 

Por último asevera que de las constancias de la causa no surge tampoco acreditada la existencia ni posibilidad de acaecencia de un daño inminente y grave, para bajo el subtítulo “principio de legitimidad”, afirmar que los actos administrativos como tales gozan de presunción de legitimidad, y que no puede perderse de vista que el cumplimiento de fines estatales puede conceptualizarse como el propender al Bien Común como conjunto de condiciones de la vida social que hacen posible tanto a la comunidad como a cada uno de sus miembros el logro más fácil de su propia perfección, y que la idea de bien común comprende la de bienestar general del Preámbulo y la prosperidad del país (artículo 75 inc. 18 de la Constitución Nacional), con cita de precedentes judiciales que entiende de aplicación en el sublite, por lo que la sola invocación del principio precautorio en abstracto no puede echar por tierra tan importante misión estatal. 

Que luego afirma que en materia de amparo y bajo las previsiones de la ley provincial Nº 4.442/89 la acción debe dirigirse a impedir el dictado de un acto o bien obstaculizar su ejecución, pero nunca tendrá virtualidad cuando el acto ha sido ya ejecutado y dados sus efectos, en tanto no resulta factible cuando en la medida de las autorizaciones de desmonte ya fueron dictadas, surtieron sus efectos y se finalizó el trámite administrativo. 

Que luego de repetir argumentos afirma que conforme a su artículo 3º inciso b) tampoco es posible la declaración de inconstitucionalidad de las leyes, reglamentos, ordenanzas o disposiciones administrativas de carácter general y tampoco cuestionar actos consentidos expresados por manifestaciones inequívocas de voluntad que entrañen ese consentimiento o soslayar el trámite de una causa o desconocer decisiones administrativas sujetas a revisión judicial oportuna y suficiente, conforme al inciso d) de ese dispositivo. 

Por último impugna prueba de la contraria, ofrece la que entiende hace a su derecho, introduce el caso federal y formula reserva de ocurrir por la vía que le acuerda el artículo 14 de la ley 48. 

Que con relación a la codemanda CRAM S.A., a fojas 700/708 el Dr. Gustavo Fiad contesta demanda para oponerse a su progreso. 

Que luego de una negativa general y veintidós desconocimientos particulares, en lo que interesa a la resolución de la litis, desde el punto de vista procesal afirma la improcedencia absoluta de la vía de amparo elegida en tanto no se encuentran reunidos los requisitos establecidos en el artículo 43 de la Constitución Nacional. 

Que además de los expedientes administrativos ofrecidos como prueba y cuyas copias fueron acompañadas por la propia actora, surge con claridad y evidencia que no se encuentran presentes en la especie ninguno de los tipos legales previstos en la norma constitucional, y que la vía de amparo no es apta para demandar la nulidad de un acto administrativo legítimo, puesto que los actores jamás realizaron ninguna presentación en las actuaciones administrativas que dieron origen a la Resolución que impugnan pese al debido cumplimiento de la publicidad legal que oportunamente se efectuó en las mismas, para referir al artículo 2 inciso c de la ley nacional Nº 16.986/66 en tanto declara inadmisible la vía cuando la cuestión requiriese de una mayor amplitud de debate y prueba o la declaración de inconstitucionalidad de leyes, decretos u ordenanzas con cita de precedentes judiciales que entiende de aplicación al sublite y a lo que hago remisión en razón de brevedad, para afirmar que el artículo 3º de la ley provincial Nº 4.442/89 establece que tampoco será procedente la demanda cuando implique cuestionar actos consentidos expresamente o por manifestaciones inequívocas de voluntad que entrañen ese consentimiento o desconocer decisiones administrativas sujetas a revisión judicial oportuna y suficiente, máxime cuando se plantea la vía de amparo luego de tres años del otorgamiento de la autorización de desmonte. 

Que en segundo término mediante la promoción de la acción objeto de la presente se elude el procedimiento ordinario oral y público establecido en el Código Procesal Civil vigente (artículo 287) y que entiende corresponde a supuestos como el traído a juicio, obligándose a su parte a someterse al procedimiento sumario que conforme al artículo 289 se admite sólo en juicios abreviados, lo que impide se discuta en forma amplia las cuestiones a dilucidar y se ejerza con amplitud el derecho de defensa en juicio y se produzcan todas las pruebas. 

Que además se pretende eludir también el procedimiento administrativo establecido por la ley provincial 1.886 que estima es el del Código Contencioso Administrativo y el principio que lo domina que es el interés público (artículo 12), para afirmar que debió utilizarse el procedimiento administrativo mediante el recurso contencioso administrativo que establece la ley 1.888 (artículo 1º), sea por el recurso de plena jurisdicción o el de anulación (artículos 15, 58, ss. y cc.). 

Que además afirma que los actores bien pudieron solicitar la suspensión de la decisión administrativa en sede administrativa (artículo 148 de la ley 1.886) o en su caso dentro del juicio contencioso administrativo de plena jurisdicción o de anulación si fuese pertinente por aplicación de su artículo 30 que establece las causales de suspensión de actos administrativos. 

Que luego de reiterar argumentos en igual sentido afirma que la actividad de su mandante no produce daño ni para la salud de los vecinos ni para la comunidad ni para las generaciones futuras y que no existe “afectado” en términos legales y constitucionales, para concluir que en mérito a lo expuesto los actores carecen de acción como defensa procesal de fondo. 

Que de especial relevancia pone de manifiesto que el poder administrador aprobó el estudio de impacto ambiental por lo que toda discusión o cuestionamiento sobre el mismo debió efectuarse previamente en sede de ese poder administrador y luego sólo por la vía contencioso administrativa se podría tratar el tema en sede judicial, con la debida garantía del debido proceso, la que entiende vulnerada a su parte por la equivocada vía judicial impresa a la presente acción. 

Que consecuentemente con la falta de acción atribuida a la actora, deja planteada la falta de competencia y jurisdicción del Tribunal para entender en el caso de autos, para cuestionar el decreto de fojas 676 en cuanto dispone admitir la acción y establecer el trámite previsto en el artículo 395 ss. cc., del Código Procesal Civil. 

Que luego refiere a la falta de legitimación sustancial activa para la interposición de esta acción, con cita de precedentes a los que hago remisión. 

Que sin perjuicio de ello afirma que las personas domiciliadas en Paraje Santa Fe –actores que individualiza y sus familiares directos- han resultado perdidosos en la acción ordinaria por prescripción adquisitiva de dominio que tramitara por Expte. N° A-06.012/99 en la Sala IV de la Cámara Civil y Comercial de la ciudad de San Pedro de Jujuy y por la que reclamaban la posesión por prescripción veinteañal de una fracción de la Finca de su mandante, para concluir que los actores ocupan sin derecho alguno una fracción aproximadamente de cinco hectáreas en ese paraje por la generosa decisión del propietario del inmueble que hasta la fecha no ha solicitado judicialmente la desocupación del predio indicado. 

Que además los actores no acreditan cercanía del lugar donde residen o viven y el lugar del desmonte encontrándose precluída la oportunidad procesal para ello, para destacar que la Finca La Gran Largada tiene una extensión de 9.500 has. de montes y las autorizaciones de desmontes no superan las 1.500 has. 

Que luego en el Capítulo V.- bajo el título “Las Insustanciales Argumentaciones de la Demanda – Su Refutación y Rechazo” afirma que en síntesis los argumentos de la actora para fundar su pretensión son: a) la falta de realización de audiencia pública, b) tareas de desmonte en zonas que excederían el nivel de declive permitido por la ley y c) la aplicación de agroquímicos supuestamente nocivos. 

Que en referencia a los dos primeros, reitera mutatis mutandi, los argumentos vertidos por el Estado Provincial en su escrito de contestación de demanda, a lo que hago remisión “brevitatis causae”, para concluir que en la legalidad del procedimiento. 

Que en cambio en referencia al tercero, esto es la utilización de agroquímicos, afirma que no se realizan plantaciones de soja en Finca La Gran Largada sino sólo de poroto y que de los agroquímicos mencionados en la demanda sólo se utiliza glifosato el que no entraña ningún peligro para la población como surge de la documentación que adjunta y de la prueba que producirá en autos. 

Que a mayor abundamiento según Resolución Nº 350/99 de SENASA “el glifosato está dentro del grupo de activos de improbable riesgo agudo, clasificado en la categoría de menor riesgo toxicológico (Clase IV)…” o sea productos que no ofrecen peligros según el criterio adoptado por la Organización Mundial de la Salud (OMS) y la FAO (Naciones Unidas), en tanto para tales técnicos se encuadra en tal normativa y fue autorizado en 1977 y revalidado en 1999. Que tal herbicida está inscripto en el Registro de Productos Fitosanitarios en la República Argentina que se aprobó por Resolución de la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentos (Sagpya) 350/99 y que la clasificación toxicológica que consta en la etiqueta del producto responde a resultado de la evaluación de los ensayos efectuados en la Dirección de Laboratorio y Control Técnico del SENASA. 

Agrega que resulta jurídicamente imposible en el proceso de una acción de amparo dictar la nulidad de un acto administrativo consentido y ejecutoriado, cuando no existe norma legal que prevea que por el supuesto incumplimiento de la realización de audiencia pública se sancione el acto con su nulidad, conforme a lo dispuesto por los artículos 1037 y 1038, ss. y cc. del Código Civil. 

Que luego niega la existencia de daño ambiental, agregando que la actora no ha precisado siquiera en qué consistiría el mismo con cita de doctrina que considera de aplicación en la especie, para realizar a modo de consideraciones finales, diversas conclusiones a las que remito en honor a la brevedad, para por último ofrecer prueba, introducir el caso constitucional y formular reserva del caso federal. 

Que conforme constancias de fojas 734, se confirió traslado a la actora a efectos de que indique si existen hechos nuevos y en su caso ofrezca la contraprueba que estime corresponder, dejando expuesto la Dra. María José Castillo que: ”1) Señala como hecho nuevo la convocatoria que realizara el Gobierno Provincial en fecha 15 de Abril de 2010, referida a consulta a los fines de realizar observaciones al plan de ordenamiento territorial, para dejar manifestado que la misma no cumple con los requisitos exigidos por la ley 25.675, 2) Ofrece como contraprueba los argumentos y pruebas vertidos en el Expediente “Amparo Ambiental Rodríguez y otros c/ Estado Provincial” solicita que se requiera el mismo. En este acto la actora solicita la incorporación del documento con fecha posterior a la interposición de la demanda, elaborada el 30/09/10 y teniendo en consideración que la demanda fue presentada en Marzo de 2010 y en virtud de lo dispuesto por el artículo 299 del Código Procesal civil pide se incorpore como prueba documental”. 

Que propuesta una instancia conciliatoria y luego de un intercambio de opiniones las partes manifestaron la imposibilidad de arribar a acuerdo conciliatorio alguno, por lo que se dispuso -atento al volumen y complejidad de la prueba y desconocimientos formulados por las partes-, pasar a un cuarto intermedio hasta horas once de ese mismo día, y reanudada la audiencia conforme constancias de fojas 735/737 se abrió a prueba la causa. 

Que producida la totalidad de la prueba admitida a juicio, a fojas 1.253 dispuse la clausura de esa etapa y el llamado de autos para sentencia, providencia que conforme constancias de notificación obrantes a fojas 1.254/1.256 e informe de Secretaría de fojas 1.256 vta. se encuentra firme y consentida. 

Que en este estado las actuaciones se encuentran en estado de ser resueltas, correspondiendo analizar y meritar la prueba producida en autos y que se considera relevante para la resolución de esta causa. 

Que bajo tal orden de ideas, de las actuaciones administrativas N° 166/2007, caratuladas: “CRAM S.A. S/ autorización para realizar trabajos de desmonte de (280) Has. que realizará durante el año 2007 y 2008 en la finca de su Propiedad denominada “La Gran Largada” ubicada en el Dpto. Palma Sola Depto. Santa Bárbara con fines de agricultura Secano”, en lo que interesa para la resolución de la litis, surge que: 1. Que el 09/05/07 (fojas 1), obra solicitud de trabajos forestales para desmonte de 380 has. con fines de agricultura secano; 2. Que a fojas 18/165 con fecha de presentación el 30/04/07 obra copia de “Evaluación de Impacto Ambiental – Plan Desarrollo – Finca La Gran Largada”, del que puede extraerse que: a) el mismo consta en general de datos generales, la descripción general del área del proyecto, la descripción de las tareas, el análisis del impacto, las medidas de mitigación y conclusiones para agregarse luego planos, imágenes y anexos; b) que se trata de un proyecto de desmonte agrícola que alcanza las 1.200 has. (fojas 23 in fine); 3. Que en el capítulo “Algunas generalidades sobre La Gran Largada” subtítulo “Los Ámbitos del predio” se anota que se apuntaría a dos ambientes: “Dominio Chaqueño o Transición y Dominio de Las Yungas” (fojas 28); 4. Que en relación a la “Flora”, la formación general que engloba la zona es una formación de transición donde predominan elementos del parque Chaqueño occidental o su transición en los sectores más planos y de Yungas en los sectores más altos cercanas a la falda del Santa Bárbara (fojas 31), para luego individualizar y describir las especies allí existentes, a lo que hago remisión; 5. Que en el apartado referido a la “Fauna” (fojas 38 y ss.) se deja expuesto que la misma se relaciona con factores humanos y sociales entre los que se debe considerar: a) una población urbana y rural cercana (Siete Aguas, Palma Sola), amplia franja de población empobrecida al extremo que la caza no es un deporte, sino una necesidad para lograr la subsistencia. Que el predio podría ser un hábitat permanente o estable de las muchas especies, o algunas especies de aves muy singulares, representando un sitio importante para la circulación de poblaciones del núcleo de Yungas de Santa Bárbara, Centinela y Parque Reyes; conforme individualización que obra a fojas 61/63; 6. Que a fojas 51/52 y 53 obran informes de Evaluación de Estudio de Impacto Ambiental, de los que surge que “No se deberá desmontar sectores con pendientes superiores al 3%; Se deberá dejar a cada lado de los arroyos, tanto El Lapachal como el Santa Fe, 100 mts. de ancho a lo largo de todo el cauce de monte nativo… Se deberá indicar al contratista las áreas de dejar como reserva perfectamente identificadas”; e inmediatamente que la Empresa CRAM S.A. solicita por razones operativas, limitar el pedido de 1.200 has. solicitado en el E.I.A. a 380 has. (ver fojas 54), y que dicho trabajo se llevará a cabo en la zona del Paraje Santa Fe, la que ya ha sido inspeccionada favorablemente, por lo que se “autoriza el desmonte de 380 has. en la finca La Gran Largada…”; 7. Que a fojas 54 obra nota del 10/07/07 por la que la empresa informa al Director de Recursos Naturales su decisión de reducir la solicitud de desmonte a la superficie de 380 has., tal cual lo expresado en nueva nota presentada al efecto, aclarando que si bien el E.I.A. contemplaba la habilitación de 1.200 has., razones operativas obligan a limitar el pedido a la superficie apuntada (Santa Fe) ya inspeccionada y que de esa manera si el proyecto avanza consensuarán o cumplirán con la documentación requerida por la Provincia para cada pedido individual, y donde el documento (E.I.A.) sólo será la referencia general de sus intenciones de desarrollo en La Gran Largada; 8. Al individualizar y describir las tareas de desmonte, se especifica “Apertura de picadas y demarcación de lotes. Topado. Primer Aprovechamiento forestal. Conformación de Cordones. Segundo aprovechamiento forestal. Quemado. Dispersado de restos. Terminación manual y Obras complementarias en la habilitación”, para luego al referir al Topado describir que el grueso del proyecto “prevé en cambio Cadeneos consiste en usar topadoras unidas con una cadena de hasta 50 mts. de largo (en este caso se prevén D8 que son implementos de tamaño grande, de mayor rendimiento)”; 9. Que a fojas 166 obra acta por fiscalización de extracciones de contralor forestal del 24/05/07 en el Sector Santa Fe de la finca de donde surge que se procedió a fiscalizar trabajos forestales de desmonte y que: a) los trabajos no fueron finalizados, b) que se pretenden desmontar 600 has. en sectores con pendiente de 2%, y que existe en el sector Santa Fe colinas y ondulaciones con pendientes del 9% aproximadamente y sectores de bañados que no figuran en el plazo del E.I.A., c) que es un monte o bosque poco alterado con diversas especies que individualiza, d) que la cortina forestal que se pretende dejar en las márgenes del arroyo Santa Fe presenta un impedimento en su anchura de 100m por la construcción de un camino vecinal, e) que se han realizado extracciones forestales y no se descarta que pudieren haberse realizado otras por el difícil acceso, y d) que como conclusión se deberá replantear el plano de ubicación, dimensión de los lotes, cortinas y zonas de reservas, para sugerir que no se desmonte el sector de la orilla opuesta al camino vecinal del arroyo Santa Fe, y para una mejor inspección que se realicen picadas que delimiten los lotes, cortinas y áreas de reserva; 10. Que a fojas 167 obra informe por ejecución de inspección de lo que surge como relevante que: a) la existencia de dos sectores colinados de pendiente de 9% que no figuran en los planos con curva de nivel, b) que tampoco figura en los planos de curva de nivel, ni en la ubicación de los lotes, un bañado de anchura importante; c) que paralelo al arroyo Santa Fe corre un camino vecinal dando un ancho de cortina forestal de 20m., la que se va ensanchando a lo largo del camino y que incumple lo establecido para el ancho de cortinas mencionado en el E.I.A., d) se sugiere realización de picadas con el objeto de dimensionar los lotes, las cortinas forestales y las áreas de reserva, para agregarse fotos y en especial plano de pendientes (fojas 172/173); 11. Que a fojas 176 sin perjuicio de los informes relacionados precedentemente (que establecían diversas deficiencias a las que hago remisión –apartados 7., 9., y 10., precedentes-) se eleva informe de evaluación de estudio de impacto ambiental por el que se sugiere aprobar la factibilidad de un desmonte de 380 has. en la finca La Gran Largada, propiedad de la Empresa CRAM S.A. (20/09/07); 12. Que a fojas 177 obra acta de inspección de trabajos forestales de desarrollo forestal del 22/11/07 de la que surge en lo relevante que: a) la inspección se realizó a pedido de la ahora actora con motivo del pedido de autorización para desmonte de 280 has.; b) que se dio comienzo a los trabajos aproximadamente en 40 has.; c) que predominan especies arbóreas tales como quebracho colorado, quebracho blanco, algarrobo, mistol, guayacán, etc.; y d) que los trabajos se realizan con topadora, etc.; 13. Que a fojas 179 obra elevación del Jefe de Contralor Forestal (el 08/11/07) a la Jefe del Área de Recursos Humanos y pase dispuesto por esta última a Dirección para el dictado de la Resolución pertinente (08/11/11), aclaro cuando los trabajos ya habían tenido principio de ejecución; 14. Que finalmente a fojas 180 obra Resolución Nº 271-DPPAyRN/2007 por la que el Director Provincial de Políticas Ambientales y Recursos Naturales dispuso el 14/11/2007 –entre otras-, autorizar el desmonte de 280 has. a realizarse por la actora durante los años 2007-2008 en el predio referido (artículo 1º), aprobar la solicitud de factibilidad ambiental estableciendo el monitoreo periódico de las actividades cuando las mismas den comienzo (artículo 4º) y que la resolución caduca el 31/12/08 (artículo 5º). Que como fundamento de ello (considerandos) expresó que se había dado cumplimiento a la normativa vigente (párrafos primero y segundo) y que la empresa dio cumplimiento con la presentación del Estudio de Impacto Ambiental (párrafo cuarto), existiendo dictamen favorable a ese E.I.A. por el Área de Recursos Naturales (párrafo quinto). Que amén de lo expuesto y lo referenciado líneas arriba en el apartado 11, no se advierte que lo expuesto en tal resolución respecto de la emisión de dictamen sea cierto, puesto que en todo caso existe una opinión favorable para el otorgamiento de factibilidad ambiental sin perjuicio de las medidas de mitigación, necesidad de la especificación de medidas y lotes, de prohibición de desmonte en ciertas áreas (pendientes mayores al 2%, y las que bordean al arroyo Santa Fe, y áreas de reservas); 15. Que a fojas 182 obra acta de fiscalización de extracción (control forestal) de la que surge que se desmontaron hasta el 17/05/08 aproximadamente 185 has., restando el desmonte de 195 has. y que se verifica que se desmontó en varios sectores donde la pendiente supera el 3% y que conforme ello deberá proponerse medidas de mitigación al respecto, para sugerirse por último que se delimite los nuevos lotes y se determine la pendiente por medio de instrumentos de precisión (no de GPS); 16. Que notificado de la totalidad de tales actas el apoderado de la empresa –Gómez Salmoral- sin dar cumplimiento con lo allí expuesto, a fojas 184 presenta nuevo pedido de autorización para desmonte de 400 has., sin fecha de presentación, para a fojas 186 presentarse nota del 02/09/2008 por el apoderado solicitando además autorización para proceder a la limpieza de 200 has. en la Finca aclarando que la fracción sobre la que se solicita la limpieza posee un monte degradado ubicado en el sector denominado Santa Fe y que esta nueva solicitud en nada afecta el pedido del 20/05/2008; 17. Que a fojas 188 se resolvió intimar al peticionante –Gómez Salmoral- a acreditar la representación que invoca, cuya notificación obra a fojas 190; 18. Que sin perjuicio de ello y amén del incumplimiento de tal intimación, a fojas 191 obra acta de inspección de trabajos forestales para realizar trabajos de limpieza de un sector degradado, que si bien los trabajos no dieron inicio, se constata (punto 6º) que las especies predominantes son tusca, tala, duraznillo, mistol, etc., y que se constata arranque de quebrachos blanco y colorado, guayacanes, algarrobos, etc.; y que el desmonte no será superior a 100 has.; 19. Que finalmente a fojas 196, el 30/08/08 obra dictamen de la Jefa del Área de Recursos Naturales por el que se deja expuesto que: a) El E.I.A. aprobado corresponde a una superficie de desmonte de 1.200 has. que por razones operativas se limitó a 380 has. y que luego de realizadas las inspecciones se dictó la Resolución Nº 271-DPPAyRN/2007 autorizando el desmonte de las mismas, b) que luego de la inspección del 17/05/08 se verificó la ejecución de los trabajos a esa fecha desmontadas 185 has., c) que a fojas 34 obra solicitud de desmonte de 400 has. y a fojas 36 de limpieza de 200 has. independiente de la anterior, d) que tal limpieza se haría en dos sectores: 1) en el primer sector en un área totalmente degradada y 2) el segundo sector inspeccionado el 24/09/2008 que se trata de la continuidad del desmonte de 320 has. ya mencionado, y que fue evaluada en el E.I.A. por 1.200 has., que ya fue inspeccionada y cuyas características boscosas se corresponden con la descripción de fojas 29, y 3) que concluye que la segunda fracción de 100 has. (de las 200 has. solicitadas) no se puede encuadrar como limpieza; lo que se corrobora con el acta de inspección de fojas 199 de la que surge por otro lado que: 1) los trabajos de limpieza de 100 has. se encuentran en una zona donde la masa arbórea es mixta (sana – enferma pto. 9), 2) que existe peligro de erosión si no se respetan las cortinas de los cursos de agua, como el arroyo Santa Fe (ptos. 11 y 12), 3) que la zona corresponde a la solicitada por E.I.A.; 20. Que a fojas 202 (06/04/09) obra nota del Presidente de la Empresa en la que solicita autorización definitiva para desmontar, arguyendo la aprobación del P.O.T. de áreas boscosas, autorización pendiente del desmonte de 820 has., estudio de impacto ambiental aprobado el 05/06/2007 en el Expediente 0646-C-166 y que la zona se encuentra en categoría III (zona verde); 21. Que luego de diversos pases y presentaciones (fojas 203, 204/214, 215/217, 219/235, 236/237), a fojas 238 obra informe de asesoría del Área de Recursos Naturales por el que se deja expuesto respecto de la solicitud de desmonte de 1.200 has. solicitada por CRAM S.A., que evaluado el E.I.A. y realizada inspección no surge impedimento técnico para autorizar lo solicitado; 22. Que a fojas 241/242 obra Resolución Nº 194/2009-DPPAyRN -cuyo encabezado refiere al Expte. Nº 646-091-2009 pero que fuere rectificado luego por Resolución Nº 17-D.P.P.A.yR.N.-2010 obrante a fojas 258 del 20/01/10- para aclarar que corresponde a estas actuaciones, (del 15/07/2009) por el que se dispuso: a) la inclusión del pedido de autorización para trabajos de desmonte de 1.090 has. (artículo 1º) y previo a la emisión de factibilidad ambiental la publicación en el B.O. de la Provincia conforme ley 25.675 y 5.063 (artículo 2º), haciendo saber a los interesados que podrían formular observaciones por escrito en el plazo de 10 días hábiles respecto del proyecto sometido a E.I.A. los que serán considerados previo a la emisión del dictamen de factibilidad ambiental (artículo 3º). Que de los considerandos de tal resolución puede extraerse como fundamentos de la misma que: a) la Resolución refiere al Expediente administrativo Nº 646-091-2009, luego rectificado conforme lo expuesto precedentemente (Resolución Nº 17-DPPAyRN), b) la empresa presentó en cumplimiento de la normativa vigente solicitud de factibilidad ambiental y estudio de impacto ambiental, c) que a fojas 28 obraría dictamen técnico expedido por el Área de Recursos Naturales favorable al E.I.A. –lo que no surge de las constancias de esa foja en estas actuaciones administrativas-; y c) que a fojas 85/86 obra informe técnico – Análisis de Información Geográfica detallado con información cartográfica –lo que tampoco es cierto en tanto ello no surge de las constancias referidas en estos autos-; 23. Que notificada esa Resolución -fojas 243- y realizadas las publicaciones –fojas 244/246- a fojas 247/249 (sin fecha) se dictó la Resolución Nº 239/2009-DPPAyRN por la que por iguales fundamentos, además de entender vencido el plazo para formular observaciones, se dispuso autorizar el pedido de desmonte de 1.090 has. (artículo 1º), extender certificado de aptitud ambiental (artículo 2º), la publicación de la misma (artículo 3º) como culminación del trámite administrativo, que tal Resolución caduca en el plazo de dos años contados a partir de su formal notificación –que fue realizada conforme constancias de fojas 250 el 13/08/09- (artículo 4º), entre otras; 24. Que luego de las publicaciones en el B.O. –fojas 251/252, a fojas 253/255 obra presentación de la Dra. Castillo del 11/01/10 por la que solicitara informes y copia de los mismos indicando si se encuentran aprobados los informes de impacto ambiental por la Dirección de Políticas Ambientales y Recursos Naturales, por las razones que indica; 25. Que luego del dictamen de fojas 256/257 obra notificación al Lic. René Augusto Macedo por la que se le hace saber de aquella presentación y que deberá manifestar por escrito y en el término de tres días si parte de la información contenida en los Estudios de Impacto Ambiental presentados oportunamente ante esa Dirección se encuentran alcanzados o no por las excepciones contenidas en la ley nacional Nº 25.381; 26. Que luego de diversas comunicaciones, a fojas 262 se notificó a la Dra. Castillo el 25/01/10 que los expedientes administrativos se encuentran a su disposición, para presentarse la misma a fojas 263 el 26/01/10 solicitando vista de tales actuaciones, y sin que exista resolución al respecto a fojas 266 obra presentación del Dr. Eladio Guesalaga apoderado de CRAM S.A. solicitando participación el 04/03/2010, para luego de la agregación de antecedentes (fojas 271/281) presentarse la CTA (05/05/10) en foja sin folio entre la 282 y la 283 por la que solicita el fotocopiado de diversos expedientes, entre ellos este objeto de análisis; 27. Que a fojas 283 obra notificación al Dr. Guesalaga por el que se le hace saber que ingresó nota de ATE y CTA por la que solicitan revisar y fotocopiar el expediente y se le solicita se expida si los estudios presentados por la firma se encuentran alcanzados por el artículo 7º de la ley 25.381 previo a otorgar participación, para a fojas sin foliar entre la 283 y la 284 manifestar que ha cesado en el mandato; 28. Que a fojas 284 obra nota del Coordinador de Asuntos Judiciales de Fiscalía de Estado –Dr. Ontiveros- por la que devuelve el expediente al Director de la DPPAyRN el 02/06/10; 29. Que a fojas 286 obra acta por fiscalización de extracción (contralor forestal) del 15/06/10 por la que se constata el desmonte de aproximadamente 750 has. cultivadas con poroto, y que los trabajos se encuentran paralizados; 30. Que a fojas 288 obra nota de la empresa por la que informa que se procederá a quemar (03/08/10) cordones de desmonte, para a fojas 298/299 la Dra. Castillo (31/08/10) denunciar incendios forestales en la finca, luego constatados a fojas 300 por acta de constatación del Juez de Paz, para a fojas 307 agregarse informe de la Jefe del Área Recursos Naturales por el que da cuenta que el incendio denunciado responde a la nota presentada el 05/08/10 por el apoderado de la Empresa por la que comunica que se procedería a la quema de los cordones de desmontes existentes en el sector Lote Santa Fe de 164 has. y el lote que colinda en el extremo norte con la Finca la Jujeña de 24 has., verificándose ello conforme inspección en la zona. Que además tales tareas son parte integrante del proceso de desmonte constituyendo la última etapa del mismo, aclarando que dejar los cordones puede traer consecuencias fitosanitarias y riesgos de incendios posteriores, y luego a fojas 311/321 informe que da cuenta de la constatación de limpieza en la finca de corrales, ensanche de una picada y que no se observan trabajos de desmonte; 31. Que finalmente conforme fojas 308 vta., el 29/09/10 se dejó constancia que la Dra. Castillo tomó vista del expediente y a fojas 323 se le notificó el 21/03/2011 de los informes respecto de los supuestos incendios denunciados en la zona. 

Que a su vez de las actuaciones administrativas Nº 0666-344-2010, caratuladas: “Actuaciones Preparatorias P/ Anteproyecto de Ley de Bosques Nativos de Jujuy” agregadas por cuerda en copia certificada, surge que: 1. Por Resolución Nº 027/2010-SGA (fojas 1/3) el Secretario de Gestión Ambiental resolvió disponer la implementación de una instancia participativa con los sectores de la producción forestal, organizaciones ambientalistas y otras entidades (artículo 1º); que se conformó un equipo técnico (artículo 2º), se invitó a diversas instituciones (artículo 3º). 2. Que a fojas 4 obra nota a la Directora del B.O. a los fines de su publicación, lo que fue realizado conforme constancias de fojas 5/10. 3. Que a fojas 11, 12 y 13 obran notas de similar factura dirigidas al Ministro de Gobierno, Secretario de Cultura y Turismo y Director Provincial de Recursos Hídricos, y a fojas 14/37 invitación a realizar aportes técnicos y legales a Bosques Modelos, Fundación CEBIO, Unión Industrial de Jujuy, Secretaría de Derechos Humanos, Universidad de Ciencias Agrarias, Grupo Yavi, Administración del Parque Nacional Calilegua, Director de Desarrollo Agrícola Forestal, Presidenta de la Fundación Aves, Secretaría de Planificación, Consejo Profesional de Agrimensores, Geólogos e Ingenieros Agrónomos, Colegio de Ingenieros, Gerente de AFIJUY, Fundación Fundades, la Huella Gaucha, Instituto de Colonización, Ministro de Producción, Proyungas, UCSE, UCASAL, Intendente de la ciudad, ATE, COAJ. 4. A fojas 89 obra copia de Resolución Nº 059/2010-SGA-10 por la que se autorizó la prórroga para la presentación de aportes y/u observaciones técnicas al actual P.O.T. hasta el 20/08/10, y a fojas 187/533 comunicación a los Intendentes de las Municipalidades de Calilegua, San Pedro, Libertador General San Martín, Caimancito, Rodeíto, El Fuerte y Palma Sola. 5. Por último a fojas –entre las mencionadas en el apartado anterior- 202, 203, 204, 205 y 221 obran notas de invitación a reunión prevista para el 16/09/10 al Director de Recursos Hídricos, Unidad de Gestión Integrada de Cuencas Hidrográficas, Presidente de CEBIO, Asociación Foresto Industrial y Grupo CREA Santa Bárbara. 

Que a su vez de las actuaciones administrativas N° 0666-NN-158/07, caratuladas: “Aprobación del Plan de Ordenamiento Territorial Para Masas Boscosas de la Provincia de Jujuy”, agregado por cuerda, también en copia certificada, en lo que interesa surge que: 1. A fojas 1/3 el Colegio de Ingenieros de Jujuy conjuntamente con la Fundación Pro Yungas remiten nota al Ministro de Producción y Medio Ambiente por la que se informa respecto de la presentación realizada el 31/10/2006, para manifestar en lo que interesa que los participantes encuentran en el orden técnico la necesidad de incluir el catastro provincial para determinar la distribución de las propiedades en las áreas críticas, la importancia de incluir conceptos de cuencas en la definición de áreas prioritarias, incorporar información generada por otros proyectos, incluir en la estrategia de selección de áreas relevantes de la Provincia y la necesidad de avanzar en la definición de conceptos de servicios ambientales como mecanismo de aporte financiero a esas iniciativas a largo plazo. Asimismo y como relevante, la conveniencia de avanzar en un proceso participativo, pluralista y democrático de análisis y realización de un P.O.T. en los sectores de expansión agropecuaria en los que se tengan en consideración los intereses y puntos de vista de los actores intervinientes y que los mismos sean respetados y debidamente considerados. 2. Que luego de fojas 4 a 16 obran invitaciones a participar del lanzamiento del P.O.T. de Masas Boscosas de la Provincia de Jujuy con fecha de realización el 04/06/07, y a participar del Día Mundial del Medio Ambiente el 05/06/2007. 3. A fojas 17/20 obra acta de reunión de presentación del P.O.T. 4. A fojas 21/23 Resolución Nº 82-P.M.A.-07 por la que el Ministro de Producción y Medio Ambiente resolviera: a) aprobar la propuesta de O.T. adaptativo para las Áreas Boscosas de la Provincia de Jujuy que como Anexo I forma parte de la misma (artículo 1º); b) establecer que todas las Evaluaciones de Impacto Ambiental que acompañen las solicitudes de habilitación de tierras para agricultura y otros usos en la Provincia sean efectuados teniendo en consideración esa propuesta de O.T. (artículo 2º), para finalmente desde fojas 24 a 48 agregarse el Anexo mencionado. 5. Que a fojas 49/50 obra nota de Greenpeace dirigida al Gobernador de la Provincia (05/06/2007) y a fojas 51/52 copia de la misma recibida en igual fecha, por la que se expresan diversas opiniones respecto a la Propuesta de Ordenamiento Territorial para dejar expuesto que “Uno de los principales riesgos que vemos en esta iniciativa es la casi nula participación en el proceso de confección de esta propuesta final de Ordenamiento Territorial. Sin prejuzgar sobre la calidad del trabajo, entendemos que el mismo debería ser el primer paso para dar inicio a un proceso de participación en el que los diferentes sectores interesados y afectados por los resultados del Ordenamiento Territorial puedan participar bajo condiciones de transparencia y a través de mecanismos claros”, para aclarar que desde el momento en que se decidió la realización de un O.T. existió una única reunión informativa convocada por el Gobierno anunciando que la iniciativa se realizaría el 31/07/07 y que pudieron conocer en mayo el resultado del trabajo que se realizó y que la Provincia dio por finalizado con el dictado de la Resolución Nº 82-P.M.A.-07 el 04/06/07, para hacer hincapié con cita de especialistas, en la importancia de la efectivización de un proceso participativo a tales efectos, para luego concluir con diversas críticas técnicas a las que remito en razón de brevedad, y solicitar audiencia. 6. Que a fojas 53 y 55, obran notas reiterando pedido de audiencia del 13/06/07. 7. A fojas 56/57, 58/59, 60/61, 63/64, 66, obran notas similares respecto a la participación necesaria al efecto, remitidas el 02/07/07, 02/07/07 y 26/06/07, 11/07/07, 11/07/07, por FARN y Vida Silvestre. 7. A fojas 69/73 obra “Observaciones y Sugerencias” a la propuesta de O.T. de la Provincia de Jujuy, presentado por Greenpeace, en la que en síntesis se solicita ampliar la participación y el consenso (Capítulo 1), sugerencias respecto a las categorías de zonificación (Capítulo 2), a las áreas sujetas la transformación de Yungas y Chaco (Capítulo 3), la inclusión de Zausalito en zona roja (Capítulo 4), la caracterización en detalle de las Zonas que se encuentren en pendientes superiores al 5% (capítulo 5) y guías de prácticas sustentables (Capítulo 6). 8. Que a fojas 74 obra invitación al Presidente del Directorio de la Administración de Parques Nacionales a una nueva reunión del Consejo Provincial de Medio Ambiente para el 04/09/07. 9. A fojas 76 nota de la Fundación Vida Silvestre por la que agrega sugerencias respecto del proceso de O.T. (23/08/07) y que obran a fojas 77/78. 10. A fojas 79 nota del 10/09/07 por la que Parques Nacionales agrega análisis y postura referida a la temática (fojas 80/86), para a fojas 87/88 agregarse contestación a tales sugerencias por el Secretario de Medio Ambiente (17/09/07) por el que se le hace saber que el P.O.T. de Jujuy ya fue aprobado por Resolución Nº 82-2007 y que lo que se estaba realizando en ese momento era una etapa de consulta de sectores que no habían participado, para resaltar que llama la atención el comentario de que la propuesta no constituye un proceso iniciado de O.T. y además que el trabajo tenga un carácter antiguo, en razón de que el mismo se realizó usando imágenes satelitales del año 2005 para su elaboración, para afirmar también que el P.O.T. Jujuy no es un ejercicio incompleto. 11. Que luego de una serie de invitaciones a fojas 99/100 obra acta de reunión del Consejo Provincial de Medio Ambiente por el que los participantes, luego de diversos cambios de opiniones, dieron dictamen favorable al P.O.T. y que se agregara a fojas 101/102, y finalmente a fojas 103/143 el P.O.T. al que hago remisión, para luego de diversos pases agregarse nuevamente a fojas 155/179. 12. Que a fojas 180/181 obra Decreto Nº 2.187-PMA-08 del 26/11/08 por el que el Gobernador de la Provincia aprobara el P.O.T. y su anexo que se agrega a fojas 182/220, su protocolización (fojas 222/246) y su publicación (aclaro sin el anexo) conforme constancias de fojas 248/249, y por último diversas comunicaciones oficiales para disponer su archivo (fojas 255/256) el 08/05/09. 

Que expuesto lo anterior, respecto de ambos expedientes referenciados precedentemente y en último término, amén de las cuestiones estrictamente técnicas, puede concluirse que ante las peticiones de diversas entidades respecto a la participación necesaria a los fines del proceso de realización del O.T., las mismas no tuvieron favorable acogida. 

Que de las constancias obrantes a fojas 16/33, “Documento base para la defensa del medio ambiente en todo el distrito de la ciudad de Palma Sola” –agregadas en copia certificada lo que motivara la denegación de su desconocimiento- surge en lo que interesa que diversas asociaciones y entes públicos de la mas diversa índole, y personas físicas de la localidad de Palma Sola: a) aprueban y respaldan el documento que afirman servirá de guía para que las actuales y futuras autoridades defiendan estrictamente el medio ambiente en todo el distrito y sus alrededores, no como un acto de buena voluntad sino como un deber impuesto por la Constitución Nacional y la Ley General del Medio Ambiente; b) “exigir a las autoridades municipales, provinciales y nacionales: 01.- Cese inmediato de los desmontes en todo el distrito, especialmente en las zonas vulnerables de nuestro pedemonte. 02.- Ampliación de la reserva provincial Las Lancitas hacia las cumbres del Santa Bárbara: a) Proteger la alta cuenca del río Santa Rita que genera agua en estación seca; b) Regular los caudales hídricos durante el verano; c) Tener una representación completa de las comunidades vegetales de la región (monte chaqueño, zona de transición, selva y bosque montano y pastizales de altura, ricos en aromáticas y medicinales); d) Conservar especies animales amenazadas y endémicas; e) Mantener procesos ecológicos claves; f) Establecer un corredor biológico entre el Parque Nacional Calilegua, La Reserva y el Parque Nacional El Rey, Salta; g) Conservar recursos energéticos forestales (cedro, nogal por ejemplo); h) Promover ecoturismo; i) Desarrollar actividades económicas alternativas. 03.- Zonificar las actividades agro ganaderas. 04.- Que de una vez por todas la Provincia emprenda o termine los estudios de factibilidad y encare proyectos en el Río Santa Rita para garantizar el agua necesaria a fin de duplicar o triplicar la producción frutihortícola de todo el valle en forma sustentable. 05.- Que se trabaje seriamente sobre el tema de tenencia de las tierras, su pasado, su presente y su futuro”; c) Por último a modo de conclusión se oponen al monocultivo y su paquete tecnológico y tipos de uso de suelo, a la depredación de medianos y pequeños productores, arrendatarios, medieros que construyeron y siguen construyendo Palma Sola, y apoyan la continuidad de las unidades productivas futuro de sus hijos y que evitaran el desarraigo, a una justa distribución de la riqueza y a la vida. 

Que a fojas 151/165 obra en copia certificada documental con supuestas firmas de vecinos de Palma Sola, por la que declararían que ante el avance de los desmontes y la implementación del monocultivo de soja transgénica y poroto a gran escala produce la pérdida del monte nativo, la pulverización de agro-tóxicos, el aumento de los riesgos de aluvión como en el 2001, la posibilidad del desalojo de familias, el daño irreversible a la naturaleza y a la salud, la imposibilidad de producir alimento sano, la pérdida de fuentes laborales y el desplazamiento de las familias a ciudades, exigen que se detengan los desmontes, se otorguen títulos de tierra a poseedores ancestrales y se prohíba la utilización de agro-tóxicos que ponen en riesgo el medio ambiente y la salud. 

Que del informe “Evaluación de la información científica vinculada al Glifosato en su Incidencia de la salud humana y el ambiente” emitido por el Consejo Científico Interdisciplinario creado en el ámbito del CONICET (Decreto 21/2009) agregado por cuerda a estos autos, en lo que resulta de relevancia surge que: a) el glifosato es una sustancia de baja persistencia y limitada potencialidad de bioacumulación y toxicidad sobre organismos no blandos, sin perjuicio de que su uso masivo y extendido amerita una evaluación constante de corto, mediano y largo plazo; b) que la posibilidad de aplicarlo sin producir daños a los cultivos genéticamente modificados en forma post emergente en el marco de estrategias de labranza cero, ha significado mayor productividad pero también cantidades crecientes del uso del producto, por lo que deberían profundizarse estudios sobre el efecto de los herbicidas a largo plazo, específicamente en relación con el aumento de la tolerancia y la aparición de resistencia a los herbicidas en la maleza; c) que con relación a los efectos sobre aguas subterráneas resulta poco probable, salvo en el caso de un derrame apreciable o de otra liberación accidental o descontrolada, y con referencia a aguas superficiales puede encontrarse cuando se aplica cerca de cuerpos de agua por efecto de la deriva o través de la escorrentía. Que estudios en otros países indican que la persistencia en el suelo podría alcanzar 6 meses si bien debe considerarse que el clima templado, como el de algunas regiones de la Argentina donde se lo utiliza, aumentaría la velocidad de la degradación del producto y su metabolito; d) con relación a mamíferos no humanos demuestran efectos tóxicos a dosis relativamente altas y por consiguiente difícilmente alcanzables en ambientes rurales en los que se aplica el producto en forma apropiada y por ello se afirma que bajo condiciones controladas y aplicación responsable basada en buenas prácticas, el glifosato y sus formulados comerciales son sustancias de bajo riesgo; e) respecto de sus efectos en organismos acuáticos, ha mostrado muy baja toxicidad aguda, con leves efectos adversos sobre organismos no blandos de diferente nivel de organización y escala trófica; f) que sobre organismos terrestres en general la toxicidad es leve o moderada y se manifiesta mayormente como efecto subletal; g) sobre la salud humana que: 1. los estudios epidemiológicos revisados no demuestran correlación entre exposición al herbicida e incidencia en cáncer, efectos adversos sobre la gestación o déficit de atención o hiperactividad en niños, y tampoco que favorezca o provoque Parkinson; 2. que si bien se ha señalado aumento en la incidencia de aparición de defectos de nacimiento en hijos de aplicadores del producto, es difícil establecer una relación causa-efecto, debido a interacciones con agentes ambientales (mezclas de sustancias) y factores genéticos; 3. que los trabajadores expuestos al producto muestran efectos irritativos de piel y mucosas; 4. que los resultados de estudios realizados en Argentina sobre residuos de glifosato en granos de soja almacenados en silos, permiten concluir que su consumo implicaría muy bajo riesgo para la salud; y 5. que se han relevado casos de intoxicación aguda seguida de muerte con fines suicidas o accidentales en caso de ingestas por dosis altas; h) para exponer como conclusión que “En base a la información relevada a la fecha del presente estudio, cabe concluir que bajo condiciones de uso responsable (entendiendo por ello la aplicación de dosis recomendadas y de acuerdo a buenas prácticas agrícolas) el glifosato y sus formulados implicarían un bajo riesgo para la salud humana o el ambiente. Ello sin perjuicio de la necesaria ejecución sostenida en el tiempo de controles sistemáticos sobre los niveles residuales del herbicida y los compuestos de degradación en alimentos, en la biota, en el ambiente y en la población expuesta, así como de estudios exhaustivos de laboratorio y de campo, que involucren a los formulados conteniendo glifosato y también sus interacciones con otros agroquímicos, bajo las condiciones actuales de uso en Argentina”. 

Que con relación a las constancias de fojas 486, Mapa de “Uso del glifosato en Argentina” surge que en la Provincia de Jujuy no se ha revelado su utilización o por lo menos en los valores allí estimados. 

Con relación a la copia de “Guía de Productos Fitosanitarios 2009”, Tomo II, Cámara Argentina de Sanidad Agropecuaria y de Fertilizantes (página 1.399 y pág. 126 del Tomo I) obrantes a fojas 515/516, surge en lo que interesa: 

Que a fojas 517/528 obra copia simple no desconocida de ejemplar de una edición especial de la “Revista Gerencia Ambiental”, de fecha Diciembre de 2009, de la que surgen conclusiones similares a la del informe “Evaluación de la información científica vinculada al Glifosato en su Incidencia de la salud humana y el ambiente” emitido por el Consejo Científico Interdisciplinario creado en el ámbito del CONICET (Decreto 21/2009), agregado por cuerda a estos autos y ya referenciado precedentemente, a lo que hago remisión en razón de brevedad. 

Que a su vez del “Informe Monsanto” acerca de su aplicación y efectos (obrante a fojas 529/530), surge que el glifosato se encuentra entre los herbicidas más seguros con relación a los efectos sobre la salud y el medio ambiente. Que pruebas en ratas han demostrado toxicidad ligera, algo menos tóxico que la sal de mesa y mucho menos que la aspirina; que conforme a la Resolución Nº 350/99 del SENASA en su uso normal está dentro del grupo de activos de improbable riesgo agudo, clasificado en la categoría de menor riesgo toxicológico (Clase IV), o sea que no ofrecen peligro según criterio adoptado por la OMS y la FAO, para luego remitir al informe emitido por el Consejo Científico Interdisciplinario creado en el ámbito del CONICET (Decreto 21/2009, agregado por cuerda ya referenciado y al que hago remisión en razón de brevedad). 

Que con relación al Expediente judicial Nº B-245.255/10 caratulado: “Amparo Ambiental: Rodríguez Carlos Alberto y otros c/ Estado Provincial”, que tramita en la Sala I, Vocalía Nº 1 de este Tribunal, ofrecido por el Estado Provincial a fojas 699, Capítulo IV.3.1 último párrafo, y por la Dra. Castillo al ofrecer contraprueba a fojas 730 (punto 2), conforme fuere convenido por ambas partes en la audiencia cuya constancia obra a fojas 731/733 (ver fojas 733, punto 4), el Estado Provincial presentó y obra agregado en autos (fojas 749/804 la documental que ofreciera y que consiste en escrito presentado en esa causa (fojas 749/761) y copia de Decreto Nº 2187-PMA-2008 y Anexos (fojas 762/803). 

Que de la copia del escrito obrante a fojas 749/761 y que fuere presentado en el Expediente judicial ya referenciado y que tramita por ante la Sala I de este Tribunal, surge que por su conducto se contestó el traslado de la medida cautelar propuesta por los actores. Que en primer término se opuso excepción de incompetencia con fundamento en: a) el artículo 4º inciso a) de la ley provincial Nº 4.442/89 en tanto dispone la competencia del Superior Tribunal de Justicia cuando el hecho, acción u omisión emanaren directamente a los titulares de los Poderes Legislativo o Ejecutivo; b) en el artículo 1º de la ley provincial Nº 4.346 que regula la acción de inconstitucionalidad en la Provincia; y c) finalmente en el artículo 3º inciso a) de la ley provincial Nº 4.399 de protección e intereses difusos que también establece la competencia del Superior Tribunal de Justicia cuando el acto, omisión o amenaza denunciados como lesivos emanen del Poder Ejecutivo o de la Administración Pública centralizada del Estado Provincial, cuestiones que adelanto serán tratadas expresamente “ut infra”. Que luego el escrito refiere exclusivamente a la medida cautelar cuya vista se contestara y que claramente no tiene mayor relevancia en estos autos, en tanto el objeto de aquella causa difiere sustancialmente de ésta por la que se solicita la declaración de nulidad de dos actos administrativos, y no de la inconstitucionalidad de normas generales como en aquélla (en especial medida del Decreto Nº 2187-PMA-2008 en su totalidad). 

Que con relación al Decreto agregado 2187-PMA-2008 y sus anexos (fojas 762/803), el mismo será analizado oportunamente en cuanto fuere materia de impugnación en la presente causa. 

Que por su parte la actora agregó a fojas 805/860 la documental presentada en aquel juicio y que considera relevante para la resolución de esta causa. 

Que a fojas 805 obra nota remitida por el Presidente de la Fundación CEBio el 03/06/10 al Secretario de Gestión Ambiental de la Provincia por el que eleva opinión y aportes técnicos sobre el P.O.T. adaptativo para masas boscosas de Jujuy conforme a lo informado por nota del 21/04/10 de que se había dispuesto la generación de mecanismos institucionales que permitan cumplimentar con instancias participativas. Que a su vez a fojas 806 obra nota de similar tenor solicitando prórroga para realizar aportes, y finalmente a fojas 807/814 las observaciones que tal Fundación presentara. Que de ese documento surge que una consecuencia directa del Decreto 2.187/08 “es la total eliminación de los bosques chaqueños de llanura de la Provincia de Jujuy ya que como queda evidenciado en el mapa del Anexo del mencionado decreto, existe una perfecta congruencia y superposición de todos los sectores verdes con las áreas chaqueñas de llanura. De esta forma la Provincia de Jujuy perdería para siempre una ecoregión que actualmente se encuentra representada dentro de sus límites jurisdiccionales”, para luego referir a los porcentajes que debían asegurarse sin desmonte para que ello no ocurra, que la desaparición del chaco de llanura conduce a otro gran problema como es la pérdida de la conectividad entre ecoregiones, siendo la última conectividad remanente a escala regional entre el Chaco y las Yungas concluyendo en la necesidad de demarcar e implementar un corredor ecológico que abarque tales sectores y que tengan conexión con los sectores chaqueños de la Provincia de Salta; que en el Decreto se incluyen sectores susceptibles de ser transformados por debajo del 5% de pendiente con especial atención en tanto su ubicación dentro del río Santa Rita deben ser analizados prestando especial atención a la estabilidad a lo largo de la cuenca y del cauce del río, para aconsejar que los informes de impacto ambiental sobre tales sectores se realicen conforme a las pautas técnicas allí enunciadas; que deben demarcarse áreas de amortiguamiento (categoría rojo o amarillo) que bordeen las Áreas Protegidas Provinciales y Nacionales, ya que permiten una transición menos abrupta entre ambientes naturales y artificiales ampliando la efectividad del área protegida por la reducción del efecto de borde, el aislamiento y la fragmentación de hábitat, debiendo al menos contar con 2 kms de ancho. Además se referencia que el Decreto provincial permite la transformación total de las áreas verdes cuando la ley nacional contempla la posibilidad además de la transformación parcial siendo más acorde esta última posibilidad con la conservación del paisaje y predial y con la legislación vigente, y que por ello debería mantenerse por lo menos un 30% de tales sectores con bosque nativo ya que es la única manera de mitigar el impacto negativo para la biodiversidad que implica la desaparición completa y absoluta del bosque. Que además el Decreto provincial es incongruente en lo que a categorías de zonificación respecta, puesto que la ley nacional Nº 26.331 establece que la categoría amarilla no admite transformación del bosque nativo a otros usos pero en el P.O.T. de Jujuy sí se admite incluso hasta en un 25% que pueden ser desmontados, violentando con ello la ley nacional de presupuestos mínimos. Que los humedales conforme legislación provincial pueden ser transformados siendo áreas susceptibles a la salinización o degradación, para realizar otras consideraciones a las que remito en razón de brevedad. 

Que luego a fojas 815/823 obra informe técnico y observaciones y aportes técnicos al P.O.T. elevado por el Intendente del Parque Nacional Calilegua al Presidente de la Fundación Cebio, para concluir (fojas 823) en la necesidad de participación y discusión con diversos sectores que podrían verse afectados por el mismo y por técnicos especialistas en el tema. 

Que a fojas 824/827 obra nota remitida por el Asistente Contable del Parque Nacional Calilegua al Secretario de Medio Ambiente y Recursos Naturales en el año 2007, por el que como consideraciones generales se apuntan diversas, entre ellas y en lo que interesa, la necesidad de consultas y participación, tanto técnica como social para su real validación. 

Que a su vez a fojas 830/832 hay copia de la Resolución Nº 027/2010–SGA, por el que el Secretario de Gestión Ambiental el 15/04/2010 resolvió la implementación de una instancia participativa para realizar aportes respecto del P.O.T. aprobado por Decreto 2.187-PMA-08, conformar un equipo técnico y cursar las invitaciones respectivas (artículos 1º, 2º y 3º). 

Que por último a fojas 833/859 obra escrito inicial presentado en el expediente ya referenciado por el que se solicita la nulidad de las autorizaciones de desmonte otorgadas en la totalidad del Depto. Santa Bárbara durante el período comprendido desde la entrada en vigencia de la ley 26.331 (diciembre de 2007) y hasta la presentación, con fundamento en la nulidad e inconstitucionalidad del Decreto Nº 2.187-PMA-08 por vulnerar la consulta previa a comunidades originarias conforme legislación supralegal allí indicada, la falta de convocotaria a audiencia pública y la falta de acceso a la información de las mismas. 

Que a fojas 868 obra original de recorte periodístico del diario “El Pregón” del 01/02/10, que da cuenta bajo el título “Plan de Ordenamiento Territorial de Bosques – Secretaría de Medio Ambiente analiza la modificación del P.O.T.” de una nota del Secretario de Medio Ambiente por el que anuncia líneas de gestión que se llevarían adelante y por las que se analizaría modificar el P.O.T. ante las últimas inclemencias climáticas registradas en Jujuy, con especial referencia al episodio ocurrido en Termas de Reyes, cambio climático, la eventual modificación del Decreto de O.T. remarcando que a esa fecha el mismo no era ley, para luego referir al tratamiento de residuos sólidos y la producción minera, cuestiones ajenas a este juicio. 

Que a fojas 892/937 obra Resolución Nº 350/99, por la que el Secretario de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentación de la Nación dispuso sustituir el texto de la Resolución Nº 440 del 22/07/1998 del Registro de la Secretaría en lo referente al Anexo “Manual de Procedimientos, Criterios y Alcances para el Registro de Productos Fitosanitarios en la República Argentina” (artículo 1º), aprobar su nuevo texto (artículo 2º), entre otras cuestiones. 

Que a fojas 973 obra nota –agregada por la actora- por la que el delegado de la Subsecretaría de Agricultura Familiar –Carlos Luque- acompaña (fojas 974, 975/978) nota a las familias del Paraje Santa Fe (23/02/2010) e informe adjunto individualizado como “Informe Técnico: Desmontes y Pulverizaciones, perjuicios sobre la población de Palma Sola”, del que surge en lo que interesa para resolver este conflicto que: 1. la producción de monocultivo de poroto y soja se realiza a gran escala –cientos a miles de hectáreas-, con agricultura de tipo industrial y gran concentración de la tierra. 2. que ese ciclo que aparentemente funciona bien produce avance de la frontera agrícola con el reemplazo de actividades productivas en los sistemas, ganadería, maíz, hortalizas, y frutales; la pérdida de suelos por su agotamiento con la baja en los contenidos de materia orgánica; la deforestación de montes nativos con consiguiente pérdida de biodiversidad biológica animal y vegetal, alteraciones en los ciclos del agua primero con sequías y luego vía torrenciales de alto milimitraje, donde el suelo es saturado y pierde su capacidad de absorción del agua la que escurre erosionando el suelo y hasta pudiendo causar desastres en la población y temperaturas muy elevadas por fuera de datos climáticos históricos, vientos en altas velocidades que dañan cultivos y viviendas más la erosión eólica de los suelos; contaminación del aire, agua, suelo y por lo tanto de la población principalmente por pulverizaciones de agro-tóxicos con máquinas autopropulsadas mosquitos y aviones; desplazamiento de la población rural empobrecida por falta de trabajo y por que su salud se ve afectada a centros urbanos como pueblos y ciudades donde tampoco hay muchas expectativas de una vivienda digna. 3. que lo expuesto está muy presente en Palma Sola en especial para la población del Barrio Nueva Esperanza y familiares que viven en el Paraje Santa Fe, aclarando que el barrio es producto de la relocalización de la gente luego del conocido aluvión ocurrido el 04/04/2001 en el que no existe una distancia mínima entre las viviendas y los campos que produce molestias y daños a la salud tales como olores fuertes parecidos a osamentas, malestar respiratorio, irritación de la garganta, gusto amargo, irritación ocular, aparición de ampollas que revientan y generan picazón y su reiteración ante nuevas pulverizaciones. 4. que con relación a los pobladores del Paraje Santa Fe ello les perjudica en: la accesibilidad para el ganado disminuyendo la oferta para forraje, disminución de otros servicios del monte como miel, plantas medicinales, leña, frutos, carne y pérdida de los cercos para la siembra. 5. que luego describe el topamiento para el desmonte y el cadeneo a lo que hago remisión en razón de brevedad y sus consecuencias (muerte de animales, abortos en vacas, ovejas y cabras y nacimientos de animales débiles y posterior muerte). 

Que a fojas 979/980 obra nota por la que el 12/02/10 Gloria Isabel Mamaní se dirige al Secretario de Derechos Humanos de la Provincia para poner en su conocimiento diversas situaciones que dice, padece con su familia y junto con otras familias que habitan la localidad de Palma Sola, producidas por CRAM S.A. En tal sentido afirma que la empresa ha desmontado y sembrado soja transgénica en la finca denominada La Gran Largada y cuyas tierras son habitadas ancestralmente por familias ganaderas en violación a las leyes nacionales N° 25.675 y 26.331 en tanto contemplan el derecho a un medio ambiente sano y protegen el bosque del accionar depredador de los hombres. Que hace años padecen situaciones de violencia por parte de los empleados de la empresa que los amenazan, matan y enferman sus animales, cortan caminos vecinales y envenenan las aguas. Que el 30/12/09 empleados de la empresa ingresaron violentamente al campo de sus abuelos mediante el uso de armas de fuego y palos con la intención de extraer la madera del monte ubicado en el territorio perteneciente a su familia. Que ante la defensa de posesión de sus tierras los empleados de CRAM S.A. golpearon y arrastraron por el piso a Gloria Mamani –su abuela- de 80 años de edad, y ante la situación de violencia su hijo procedió a realizar un disparo al aire con el fin de persuadir a los usurpadores para que se retiren de su propiedad. Que como resultado del violento accionar de la empresa, la Policía en vez de defender sus legítimos derechos de poseedores se ha puesto al servicio de los intereses económicos vinculados al poder político, deteniendo injustificadamente a los ancianos y a Juan Mamaní, acusándolos de amenazas con armas de fuego y tenencia de armas de fuego, criminalizando de tal manera a quienes defienden las tierras y el bosque nativo y avalando el accionar violento de la empresa. Que las familias más directamente afectadas se encuentran ubicadas a 5 kms antes de llegar al centro de Palma Sola, sobre la ruta provincial Nº 6 y se dedican a la producción ganadera y agrícola, que son familias campesinas que viven y cuidan el monte y que se sienten parte de la tierra y que ésta es parte de ellos. Que denuncian además daño al ambiente, a la salud por el uso de agroquímicos, para por último solicitar su intervención para la defensa de sus derechos y que se detenga el accionar violento que saquea y destruye el bosque. 

Que a su vez a fojas 981/982 obra nota suscripta por Carlos Rueda y Gloria Isabel Mamaní (13/11/09) dirigida al Director de Políticas Ambientales y Recursos Naturales de la Provincia, por la que solicitan su intervención en razón de –junto a otros- encontrarse avasallados y atropellados en sus derechos, por los dueños de La Gran Largada y sus responsables ejecutores. Que todas las familias tienen papeles que avalan su posesión y que actualmente están presentando numerosas denuncias y en particular medida al organismo a fin del contralor de los desmontes. Que las 150 has. desmontadas serán por cientos de años irrecuperables, para solicitar se paren inmediatamente los desmontes, se retiren los usurpadores y se efectivice el reconocimiento del derecho que tienen sobre sus tierras, obrando a fojas 982 nota de idéntico tenor dirigida al Defensor del Pueblo de Jujuy el 13/11/09. 

Que a fojas 985/986 obra informe producido por el Director del IPAF NOA del INTA, por el que agregara CD con imágenes satelitales georeferenciadas Landsat correspondientes al paisaje del Paraje Sante Fe, Depto. Santa Bárbara, Provincia de Jujuy, en original formato IMG y JPG lo que permite su visualización en cualquier visor de imágenes. Asimismo respecto de la autenticidad de dichas imágenes informa que el trabajo llevado a cabo por personal del organismo a pedido de los interesados consistió en una asistencia técnica consistente en la interpretación preliminar de imágenes satelitales georeferenciadas Landsat en las fechas que indica, y que sobre las mismas –sobre observación directa- se delimitaron y digitalizaron polígonos correspondientes a los cambios del uso del suelo, definiendo zonas correspondientes a cobertura total de la superficie del suelo y zonas con disturbios concordantes con desmontes a tala rasa para uso agropecuario y su estimación con las fechas allí indicadas. Por último se afirma que el trabajo no corresponde a un análisis cartográfico exhaustivo con correspondencia geodésica y que tampoco la información generada a partir del análisis fue corroborado con constancias in situ a los fines de validar el trabajo generado, para concluir que en términos de autenticidad se pueden calificar de relativa, debido a que no ha sido elaborado mediante una metodología completa que permita generar resultados confiables, absolutos e incontrastables, pero que constituyen un indicio prima facie de lo que puede observarse en el terreno. Por último aclara que el material no ha sido elaborado con la finalidad de ser presentado en forma oficial como un producto de investigación del organismo y debe interpretarse como un trabajo de asistencia técnica y que tampoco ha sido elaborado a los fines de ser valorado como prueba judicial, para solicitar al Tribunal que no se considere al material como aportado o validado por el INTA, ni ninguna de sus unidades o personal dependiente del mismo, por lo que su aporte carece de relevancia en este juicio. 

Que a fojas 988 obra presentación de la Presidenta de la Fundación CEBio por la que da cuenta que los informes técnicos “Lineamientos P.O.T.”, y “Argumentos de Conservación de los Bosques Pedemontanos y Chaqueños del Este de la Provincia de Jujuy” han sido elaborados por el capítulo Regional Noroeste Argentino de la Sociedad de la Biología de la Conservación y son difundidos y avalados por esa institución. 

Que a fojas 993 obra contestación del Sr. Presidente de la Legislatura de la Provincia por la que se informa a este Tribunal que la presentación que agrega a fojas 990 del 02/02/09 ya relatada precedentemente y referida a hechos de violencia supuestamente perpetrados por dependientes de la codemandada CRAM S.A. y a la que hago remisión, fue remitida al Ministerio de Gobierno y Justicia de la Provincia y a la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales conforme copias de libro de recepción obrantes a fojas 991/992. 

Que a fojas 998/1.000 se agregan en contestación al requerimiento imágenes Landsat 230-77 de fechas 10/02/10 y del 30/02/10 ambas en el área de interés debatido en autos (INTA). 

Que a fojas 1.009/1.014 se agrega la documental requerida al Diario Clarín por la que se da cuenta de las noticias publicadas por el mismo en el que se afirma que los desmontes ocurridos en diversas Provincias en cuatro años creció un 42% y que en su mayoría se destinaron, o destinarían, al cultivo de soja, a lo que hago remisión en razón de brevedad. 

Que a fojas 1.024/1.052 obra agregada contestación del Coordinador de Gestión Técnica, Jurídica y Administrativa del SENASA al pedido de informes oportunamente requerido en autos, haciendo saber que la Dirección Nacional de Agroquímicos, Productos Veterinarios y Alimentos ha proporcionado el informe que adjunta. Que luego de adjuntarse copia de la Resolución Nº 350/99 de la SAGPyA -por la que se aprueba el nuevo texto del "Manual de Procedimientos, Criterios y Alcances para el Registro de Productos Fitosanitarios en la República Argentina"-, (ver fojas 1.027 segundo párrafo), la que se agrega a fojas 1.028/1.050, se informa que “Los productos inscriptos en el Registro Nacional de Terapéutica Vegetal en los términos de la norma citada, poseen un certificado de uso y comercialización, y pueden ser usados y comercializados en todo el Territorio Nacional, para los cultivos y plagas para los que se encuentran inscriptos, tomando las medidas precautorias y con las recomendaciones de uso que figuran en el marbete, siempre con el asesoramiento de un ingeniero agrónomo”, para aclarar acto seguido que “El Principio Activo Glifosato y sus productos formulados se encuentra inscripto en el citado Registro. Es un herbicida para el control de malezas que tiene usos autorizados en cultivos de Algodón, Almendra, Batata, Caña de Azúcar, Cereza, Ciruela, Damasco, Durazno, Frutos Cítricos en General, Forrajes, Girasol, Guinda, Maíz, Maní, Manzana, Membrillo, Papa, Pasturas, Pera, Soja, Sorgo, Te, Trigo, Uva, Yerba Mate, Alambrados y Áreas no cultivadas, y Vías Férreas alejadas de centros poblacionales”. Por último allí se aclara textualmente que “El Glifosato no se encuentra autorizado para el control de malezas en cultivo de poroto”. 

Que a fojas 1.058/1.059 se agrega copia certificada del parte de prensa “Plan de Ordenamiento Territorial” y copia de las fotografías respectivas por parte del Director de Prensa y Difusión de la Legislatura de Jujuy, a lo que hago remisión en razón de brevedad. 

Que a fojas 1.077 el Estado Provincial contesta la vista conferida mediante proveído de fojas 1010/1014, solicitando no se tenga en consideración al momento de resolver las publicaciones periodísticas agregadas a la causa, en razón de las circunstancias a las que alude y a las que remito, y que en definitiva hacen a la falta de concurrencia de su parte, la imposibilidad de corroborar los datos allí consignados, falta de precisión, y especialmente no refieren específicamente al caso debatido en autos.

Que a fojas 1.080 se presenta el Dr. Ontiveros en representación de la codemandada Estado Provincial, agregando copia de la Resolución Nº 08-SGA-/2012 (fojas 1.079) por la que ante el extravío del Expediente administrativo Nº 666-53/2007, ordena su reconstrucción, para solicitar en definitiva se tenga presente tal circunstancia. Que a fojas 1.084 se dispuso por Presidencia de Trámite, hacer saber que la presentación de tales actuaciones contenían el apercibimiento dispuesto por el artículo 29 del C.C.A. por entenderlo de aplicación supletoria por analogía al trámite de esta causa, y teniendo en especial consideración que tal medio probatorio ha sido ofrecido como prueba por el propio Estado Provincial, y que el mismo se encuentra o debiera encontrarse en su poder. 

Que a fojas 1.098 obra contestación de informes requeridos a la Fundación ProYungas, por la que se responde que la misma ha participado técnicamente en la elaboración de una propuesta de plan de ordenamiento territorial adaptativo para las áreas boscosas de la Provincia de Jujuy, a solicitud de la autoridad ambiental de la Provincia, y que la versión final de dicho plan es responsabilidad de la autoridad ambiental provincial, a quien debe consultarse respecto del contenido de la versión aprobada. 

Que a fojas 1.100/1.119 se agrega contestación de informe requerido a la Dirección Nacional de Parques Nacionales, Delegación Regional NOA al que remito en razón de brevedad. Que sin perjuicio de ello, del informe Nº 810 (fojas 1.103/1.105) surge en lo que interesa para la resolución de la causa, que: a) La Administración de Parques Nacionales participó de varias reuniones que autoridades de la Provincia convocaron respecto del ordenamiento de los bosques nativos de la Provincia, pero que sin embargo tales reuniones tuvieron carácter informativo, sólo pudiéndose hacer observaciones y aportes sobre un proceso desarrollado en forma unilateral por una consultora privada, sin incluso una integración completa con información de los estamentos provinciales. Que efectuaron observaciones referidas tanto al proceso como de interpretación de unidades ambientales en condiciones básicas de conservación, y que dado el producto final presentado por la Provincia concluyen que tales aportes no fueron incorporados. Que la A.P.N. no participó en ningún proceso de validación del O.T. final, ni prestó conformidad sobre el proceso y producto, situación que es manifestada públicamente al igual que su interés de participar, aportar y colaborar con la Provincia en la planificación del uso y conservación de bosques nativos y otros que allí detalla; b) que la notable biodiversidad del NOA y en particular la de Jujuy, no es patrimonio aisladamente de cada una de sus ecoregiones, sino de la estrecha y dinámica complementación entre ellas (chaco, puna, yungas y alto andino), siendo espacios esenciales para posibilitar la viabilidad y funcionamiento de cada unidad y del conjunto conforme allí se detalla, en especial lo referido al desequilibrio ambiental y acumulación de pasivos, a lo que hago remisión en razón de brevedad, sin dejar de poner de manifiesto que allí se informa que la conexión yungas chaco se encuentra en una situación de notable fragilidad en el NOA, fragmentada desde hace tiempo. Que asimismo la categorización en verde (susceptible de transformación – desmonte) de toda el área plana entre El Ramal y la serranía de Santa Bárbara implican no sólo el sacrificio del chaco jujeño, sino también de las condiciones de transición y conectividad del prácticamente único espacio de conectividad yungas–chaco, todavía funcional de Argentina, en tanto Jujuy estaría perdiendo uno de sus tres biomas emblemáticos, el chaco; y que hasta el momento no han sido declaradas áreas protegidas provinciales y que hoy tal ambiente es atributo casi exclusivo del Depto. Palma Sola. Destaca también que en el proyecto de O.T. original el área pedemontana y chaqueña de Santa Bárbara era categorizada de amarillo, es decir el área de uso sustentable del bosque, y que la actual categorización, evidentemente surgida de la interacción de intereses varios, sorprendió a la A.P.N. por los severos riesgos que implica la sustentabilidad del sistema regional, y por responder en apariencia a la profundización del modelo de desarrollo global; y c) que el área de Palma Sola, sector pedemontano norte de las sierras de Santa Bárbara, es zona nodal de corredores, destacando que en diversas oportunidades que individualiza se trató el tema referido a su reglamentación por parte de la Provincia en base a estudios científicos que detalla y a los que remito, y sin dejar de destacar que represente el último espacio en condiciones seminaturales de las zonas bajas del Río Grande – San Francisco, del Ramal jujeño, y que no fue representada bajo ninguna figura de área protegida, siendo parte componente de la cuenca del Alto Bermejo e integra el sector de mayor biodiversidad del norte Argentino. 

Que a su vez del informe técnico Nº 6/2010 (fojas 1.106/1.118) agregado en la contestación de la A.P.N. surge en lo que interesa para la resolución de la causa, que se registran evidencias de degradación de suelos con incremento de procesos erosivos en zonas recientemente desmontadas para su incorporación a mono cultivos extensivos en sectores considerados dentro del proyecto de corredor ecológico sierras pedemontanas – chaco, y severos daños a la infraestructura existente con elevados costos económicos, que son externalizados a toda la sociedad. Que además tales impactos no son considerados en los estudios de impacto ambiental que se realizan en los procesos de evaluación del cambio de uso de suelo, ni en los O.T. de bosques nativos que se encuentran en diferentes etapas de desarrollo e implementación en las Provincias de Salta y Jujuy, destacando procesos de remoción en masa y erosión hídrica manifiesta en la región, por lo que se debería actuar con precaución en la red de drenajes, manejo de ecosistemas agropecuarios y naturales incorporando su análisis y consideración en la planificación territorial, para luego realizar un extenso y detallado análisis de la problemática del área boscosa, recursos hídricos, en especial su degradación en tanto imposibilidad de drenaje, para luego analizar también en forma detallada cada una de las regiones, a lo que hago remisión en razón de brevedad. 

Que a fojas 1.131 se presenta la Sra. Marcela de Paul en contestación al oficio remitido a la UNJU, Facultad de Ciencias Agrarias, agregando original de la obra “La Problemática de los Agroquímicos…”. 

Que a fojas 1.132 el perito técnico designado en autos, Ing. Nicanor Benicio, solicita por una parte se aclare si los trabajos periciales a realizar consisten únicamente en los ofrecidos a fojas 704, pto. 8, y por otra requiriendo la dotación de recursos humanos, materiales y financieros para la realización de la pericia ordenada en autos. 

Que a fojas 1.133 dispuse conferir vista de tales requerimientos, para a fojas 1.143 presentarse el Estado Provincial manifestando que no corresponde a su parte soportar la carga de los gastos de la pericia en razón de que tal prueba no fue ofrecida por su parte, y luego de las alternativas procesales de las que dan cuenta las constancias de fojas 1.144/1.148, a fojas 1.151 se presentó el Dr. Fiad en representación de la codemandada CRAM S.A. dando cuenta del depósito de la suma de $ 8.460,00 requeridos por el perito designado en autos (fojas 1.149/1.150), manifestando que los demás recursos humanos y materiales solicitados estarán a disposición del mismo el día de la pericia y en el lugar donde se realizará. 

Que a fojas 1.154 se contestó el oficio remitido a la Fiscalía Correccional Nº 7 de la Provincia de Salta, para agregarse copias certificadas de Acta Única Nº 156/10 procedente de la U.O.P. Nº 3 en 28 fojas útiles. 

Que en lo que resulta relevante, de tales actuaciones surge que René Augusto Macedo denunció amenazas ocurridas el 07/02/10, y que la causa se caratuló contra personas a establecer (fojas 1.156/1.157). Que luego obra escrito formulando denuncia (fojas 1.160/1.162) por el que se da cuenta que el 09/02/10 al retornar a su domicilio encontró las casas vecinas con carteles con leyendas amenazantes y agraviantes, cuyo contenido exacto se encuentra reproducido en el acta notarial que acompaña con el claro propósito de alarmarlo o amedrentarlo para obtener compulsivamente la satisfacción de intereses, y poniendo en riesgo su seguridad y la de su familia; para requerir al Fiscal, intervenga a los fines de investigar el hecho y garantizar su indemnidad y la de su familia. 

Que luego de la agregación de la instrumental a la que hago remisión, para a fojas 1.184 la Sra. Fiscal Correccional actuante (Nº 7) disponer el archivo de las actuaciones por las razones que indica (30/03/2010) por no existir mérito para requerir juicio y a fin de que las actuaciones sean reservadas hasta tanto la autoridad policial concrete alguna averiguación adicional que permita su continuidad. Que notificada esa resolución (el 07/05/10) al denunciante (fojas 1.185) se le comunicó además que si no estaba conforme con lo resuelto podría pedir su revisión conforme lo allí establecido, para concluir tales actuaciones. 

Que a fojas 1.228/1.231 el perito contador Ingeniero Nicanor Benicio presentó conclusiones respecto de la tarea encomendada. 

En lo que resulta relevante, dejó expuesto que de la investigación desarrollada (punto 8 – A) respecto de las gestiones y trámites realizados por la demandada, en abril de 2007, la Empresa presentó ante la Dirección de Políticas Ambientales y Recursos Naturales el Estudio del Impacto Ambiental, elaborado por el Ingeniero Agrónomo Pablo M. Eliano, destinado a la realización de los desmontes para uso agrícola a secano sobre 1.200 has. en la finca denominada "La Gran Largada", ubicada en la localidad de Palma Sola, Dpto. Santa Bárbara. 

Que luego presentó solicitud de autorización de desmonte y el 14/11/07 por Resolución Nº 271-DPPAyRN/2007 se autorizó la realización del desmonte de 380 has., a efectivizarse entre diciembre de 2007 y diciembre de 2008. 

Que luego en sucesivas presentaciones la empresa solicitó nuevas autorizaciones y ampliaciones de las superficies a desmontar, las que mediante Resolución Nº 194-DPPAyRN/2009 del 15/0709 se aprobaron incluyendo 1.090 has. a desmontar, ordenándose la publicación en el Boletín Oficial de la Provincia. Que ello abre la posibilidad de que los interesados formulen observaciones al Dictamen de Factibilidad Ambiental, y que finalmente el 10/08/09 por Resolución Nº 239-DPPAyRN/2009, se autorizó el desmonte de 1.090 has., con dictamen de Factibilidad Ambiental, dando por concluido el Procedimiento de Estudio de Impacto Ambiental. 

Que la normativa legal vigente exige que previo a la ejecución de este tipo de trabajos, se realice la correspondiente presentación del Estudio del Impacto Ambiental, el que constituye una herramienta de extremo valor, tanto legal como técnico, por cuanto en el mismo se describen detalladamente los objetivos concretos de los trabajos a realizar, dato geográficos de la ubicación, características topográficas de la finca, información detallada del clima, flora y fauna, descripción de tareas, formas de retiro y volteo de especies arbóreas y monte en general, acordonado, extracción de madera, emparejado y limpieza, presentación de planos, documentación gráfica con imágenes satelitales, ubicación georeferenciada, coordenadas y planos de trabajo propuesto, y Análisis del Impacto Ambiental en el aire, suelos, agua, flora, fauna, paisaje y en los seres humanos, y las medidas de mitigación mediante un plan de monitoreo y contingencia. 

Que luego de esa introducción informó que a los efectos de realizar el análisis de la situación tal como lo requiere el pedido de la pericial, es imprescindible establecer una línea de referencia respecto del estado de los campos que fueron afectados por los desmontes, siendo la forma más adecuada la utilización de sistemas de captación de información geográfica mediante satélites (imágenes satelitales), para lo cual es necesario recurrir a empresas especializadas en la obtención de imágenes actualizadas, y que se obtuvo la Imagen satelital de la región actualizada al mes de marzo de 2012 (plano Nº 1). 

Que del análisis de esa imagen, digitalizada y georeferenciada, se puede identificar con precisión a la fecha las áreas desmontadas dentro de la finca y que conforme esa información se procedió a inspeccionar la totalidad de los predios desmontados, empleando como referencia la denominación utilizada por la demandada respecto de la ubicación y número de lotes, siendo en total quince (15) lotes en actividad agrícola, cuyas superficies se indican detalladamente en el Punto 8-C. 

Que en general se puede observar que las operaciones técnicas de desmonte se realizaron dentro de la normativa vigente, teniendo en cuenta en particular los resultados a la vista, campos en plena producción, sin erosiones importantes, con cortinas de monte natural entre lote y lote, entre lote y arroyos, se respetaron los accidentes naturales, como elevaciones, arroyos y valles. 

Que con relación a las pendientes, salvo en lo que respecta a algunos espacios que indica en el Plano Nº 5 que superan el 5% que indica como excedente la norma vigente, las áreas en producción cuentan con caminos de circulación interna en buenas condiciones, la mayoría de los lotes están cercados con tranqueras en los respectivos ingresos y es de particular importancia la realización de terrazas en todos los lotes. 

Que en síntesis, considera que las tareas de desmonte fueron autorizadas en legal forma y los trabajos propiamente dichos se realizaron en el marco del E.I.A. y autorizaciones solicitadas, con las correspondientes aprobaciones. 

Agrega sin embargo que es conveniente destacar algunas observaciones que no son de consecuencias graves, sin embargo sería recomendable su pronta corrección, a saber: 1) En algunos bordes de lotes se encuentran importantes restos de ramas y troncos, desplazados al momento del desmonte, que aún no fueron retirados (imagen 3 y 5). 2) Algunas cunetas, cruces de canales y colectoras están erosionados los que requieren pronta reparación y mantenimiento (imagen 5). 3) Dos sectores con pendientes excedidas que se pueden vizualizar en el plano Nº 5 del Capitulo segundo. 

Que en el punto B, informa que de la inspección realizada pudo observar que en general los lotes desmontados, todos en plena producción agrícola, responden a una sistematización ordenada destinada a evitar la erosión hídrica, con la construcción de terrazas intermedias que son sobre elevaciones de tierra compactada destinadas a interrumpir el libre desplazamiento hídrico siguiendo la pendiente natural del terreno, y responden a pautas normativas que tienen en cuenta la separación en función de las diferencias de cota. 

Que el tipo de terrazas construido es conocido como "Terrazas de base media", cuyas pendientes no superan el uno por ciento (1%) y que en algunos sectores del campo, fundamentalmente en las partes altas, se construyeron "Terrazas de absorción" con pendientes nulas adecuadas para no generar excedentes hídricos. 

Que teniendo en cuenta que se trata de producciones con aplicación de siembra directa en las que se disminuyen las labores de movimiento de suelos se pudo observar una muy buena práctica de siembra siguiendo las curvas de nivel naturales en los terrenos. 

Que realizado el relevamiento total de las terrazas en todos los lotes se volcó la información en el plano Nº 3 del Capítulo Segundo, donde se puede ver con claridad la cantidad de terrazas construidas, asimismo se procedió a medir las longitudes arribando a los siguientes resultados: 

LOTE LONGITUD DE 

TERRAZAS(m) 

1 3621,00 

2 5230,00 

3 2190,00 

4 3656,00 

5 1561,00 

6 1760,00 

7 1133,00 

8 415,00 

9 607,00 

10 425,00 

13 1676,00 

14 5294,00 

15 1456,00 

TOTAL 29.024,00 

Que en el punto C, informó que mediante imágenes satelitales –ya referenciadas- actualizadas, se puede observar con claridad los espacios que fueron modificados en su aspecto superficial por la diferencia de colores con el monte inalterado, y que con ello se procedió a definir una identificación y denominación específica a cada uno de los lotes siendo un total de quince, espacios estos que en principio responden al esquema propuesto en el E.I.A. y seguramente durante la operación de desmonte se precisó en el mismo campo cuando las pendientes o accidentes topográficos superaban la normativa vigente, y realizadas tales operaciones mediante los métodos que indica se procedió al calculo de las superficies de cada uno de los lotes conforme al cuadro que presenta totalizando 703,84. 

Que en el Capítulo Segundo presenta cinco planos y dieciséis imágenes, documentación gráfica que permite una mejor interpretación de lo expresado en el Capítulo Primero, y que consisten en: a) Plano Nº 1: IMAGEN SATELITAL FINCA LA GRAN LARGADA; b) Plano Nº 2: IMAGEN SATELITAL SECTOR IDENTIFICADO CON DESMONTE; c) Plano N° 3: SUPERFICIES DESMONTADAS; d) Plano Nº 4: TERRAZAS DENTRO DE SUPERFICIES DESMONTADAS; e) Plano Nº 5: DETALLES DENTRO DE ZONAS DESMONTADAS ; f) 16 IMAGENES FOTOGRAFICAS EN 8 PAGINAS. 

Que puesta a conocimiento de partes esas conclusiones, a fojas 1.243 la codemandada CRAM S.A. se presenta realizando aclaraciones respecto de la pericia presentada a las que remito en razón a la brevedad. 

Que a fojas 1.249/1250 la Dra. Castillo en representación de los actores se presenta manifestando que la pericia carece de elementos de convicción suficientes para tener por ciertas sus conclusiones en mérito a que no fueron puestos en consideración los elementos de prueba agregados al expediente, los que no pueden soslayarse. 

Agrega que en el punto 8.A. el dictamen no especifica cuáles serían las normas técnicas y legales, ni las que corresponden en especial al marco de la autorización de desmontes realizadas por la codemandada, para afirmar simplemente que los trabajos de desmonte se ajustarían a dicho marco normativo, para concluir que precisamente su parte al demandar describió la omisión del cumplimiento de normas procedimentales y sustanciales en la que se incurrió al otorgar autorización de desmonte, aspectos que son ignorados por el perito, omitiendo expedirse respecto a la documental presentada por su parte que desvirtúan la calidad técnica y científica del E.I.A. 

Que luego afirma que el dictamen realiza afirmaciones genéricas, tomando en consideración sólo la presentación del E.I.A. y las solicitudes de autorización de la empresa y nada dice de las inspecciones que debían realizarse y se omitieron, ni de los pasos previos seguidos por los demandados antes de autorizarse los desmontes, aspectos que afirma analizó en detalle su parte a lo que remito en razón de brevedad. 

Que tampoco se establecen los períodos en que se realizaron los sucesivos desmontes, aspecto que permitiría controlar su adecuación al marco normativo aplicable, volviendo abstracta la afirmación contenida en el dictamen sobre la adecuación de los desmontes a la normativa vigente, para argumentar respecto de otras apreciaciones ya contenidas en el escrito de demanda, a las que también remito en razón de brevedad. 

Que por último a fojas 1.253 se tuvo por agregada copia certificada del Expediente judicial Nº A-06.012/99, caratulado: “Ordinario por Prescripción Adquisitiva de Dominio: Gloria Coulthard de Mamaní y otros c/ La Gran Largada”, remitida por la Sala IV de la Cámara Civil y Comercial con asiento en San Pedro de Jujuy. 

Que de esos autos surge que se presentan Gloria Coulthard de Mamaní, Eduardo Pío Mamaní, Agapito Normando Mamaní, Nolberto Mamaní, Juan Antonio Mamaní y Javier Eduardo Mamaní, interponiendo demanda ordinaria por prescripción adquisitiva de dominio (prescripción veinteañal) en contra de la Gran Largada S.A. con domicilio desconocido (fojas 30/32) y ampliación de fojas 86/91. 

Que luego de los trámites de rigor –previa admisión de tercero deducida por CRAM S.A. a fojas 204- y producida la prueba a lo que hago remisión, se dictó sentencia a fojas 376/379 para desestimar la demanda de prescripción adquisitiva de dominio promovida por los actores por los fundamentos expuestos y a los que hago remisión en razón de brevedad. 

Que analizada la prueba, sin que lo que se expondrá pueda interpretarse en forma genérica, y con la prevención de que todo principio en derecho no es apodíctico y admite gradaciones, matices y que en definitiva está sujeto casuísticamente a la labor de interpretación ponderada y razonable del juzgador, y sobre todo, fundada en los hechos y en la teleología del caso, la cuestión será analizada conforme a lo expresamente alegado y probado por las partes en esta causa, conforme a los principios de congruencia y a los constitucionales de debido proceso legal y defensa en juicio, sin soslayar la naturaleza de los derechos en conflicto. 

Que entiendo oportuno dejar aclarado en primer término, que al resolver los jueces no nos encontramos obligados a tratar todas las defensas opuestas por las partes –estén las mismas contenidas en la acción o como excepciones-, cuando expidiéndonos respecto de una o algunas, la cuestión se resuelve, puesto que la solución que se adoptare torna innecesaria entrar a considerar las restantes (cfr.: Superior Tribunal de Justicia en sentencia registrada al L.A. Nº 40 Fº 620/624 Nº 220 y sus citas). 

Que las posiciones de las partes pueden resumirse como sigue. 

La actora pretende concretamente se declare la nulidad absoluta e insanable de las Resoluciones Nº 271/2007 y Nº 239/2009 de la D.P.P.A. y R.N. por las que se autoriza el desmonte de un total de 1.470 has. en la Finca La Gran Largada en la localidad de Palma Sola, Depto. Santa Bárbara, argumentando que las mismas violan los procedimientos de evaluación de impacto ambiental establecidos en las leyes nacionales Nº 25.675 y 26.331 y en la provincial Nº 5.063 y su Decreto reglamentario Nº 5.980/2006, puesto que por una parte resultan inmotivadas y por otra, en tanto la legislación impone como requisito previo a la autorización de actividades que pudieran generar daños al ambiente la realización de audiencias públicas. 

Asimismo solicitan como consecuencia de ello, se ordene a las demandadas a abstenerse en adelante de realizar toda actividad derivada de dichas autorizaciones: desmonte, tala de bosque, siembra y cosecha, y demás actividades afines: extracción de madera y pulverizaciones que se incluyen en el informe de impacto ambiental aprobado en violación a las normas de presupuestos mínimos ambientales. 

Por su parte ambas codemandadas se oponen a tales pretensiones afirmando que se ha dado la debida publicidad y que no se acredita en autos que las actividades autorizadas pudieren generar daño al ambiente en sí mismo, ni a la salud de los pobladores de la zona. 

Que expuesto lo anterior y en cuanto a las defensas, corresponde analizar en primer término siguiendo un orden lógico, y previamente al examen del fondo de la cuestión en litis, las opuestas por el Estado Provincial y la razón social CRAM S.A. codemandas en autos, como dilatorias. 

Aclaro que, aún, cuando en la economía del esquema propuesto por la ley provincial Nº 4.442/89 (reglamentaria del amparo en la Provincia) no resulta posible el tratamiento de excepciones con carácter previo (artículo 10º), ello no resulta óbice para su tratamiento al momento de dictarse sentencia sobre el fondo de la cuestión sometida a decisión, pues las así opuestas no dejan de ser defensas formalmente introducidas por una de las partes al debate. 

Que bajo tal orden de ideas, siguiendo un orden lógico, corresponde analizar las excepciones de incompetencia y luego la de falta de legitimación sustancial activa opuestas por las codemandadas en autos. 

Con relación a la de incompetencia opuesta por el Estado Provincial fundada en que el artículo 3º inciso a) de la ley provincial Nº 4.399/88 (de protección de intereses difusos y entre los que se cuenta la cuestión ambiental), en tanto establece la competencia del Superior Tribunal de Justicia cuando el acto, omisión o amenaza denunciados como lesivos emanen del Poder Ejecutivo o de la Administración Pública Centralizada del Estado Provincial, entiendo que la misma debe ser rechazada, por improcedente. 

En primer término cabe dejar expuesto que conforme a lo expresamente peticionado por los promotores de autos –lo que no ha sido controvertido por los demandados-, el conflicto traído a resolución fue interpuesto y tramitó conforme a la ley provincial Nº 4.442/89, por lo que no resulta de aplicación la ley provincial Nº 4.399/88, lo que exime de mayor análisis debiendo rechazarse la defensa así opuesta. 

Que sin perjuicio de lo expuesto, no resulta sobreabundante reconocer que la ley provincial Nº 4.399/88 reglamenta un proceso especial para la defensa de intereses difusos –como sería el caso de autos-, sin perjuicio de lo cual, el amparo establecido tanto en el artículo 43 de la Constitución Nacional, como el 41 de la Provincial, no pueden verse fulminados por reglamentaciones que hagan letra muerta de lo allí dispuesto –aún cuando exista en el ordenamiento procesal vigente un proceso especial para el debate y discusión de temas como el propuesto-, y no cabe duda como se verá, que esta acción –y su ley reglamentaria Nº 4.442/89-, se ha utilizado para contener reclamos como el aquí traído a resolución, y que no existe norma que indique la falta de idoneidad de la vía del amparo para la protección de tales derechos. 

Que claramente bajo tales parámetros es que la ley provincial Nº 5.063/98 (General del Medio Ambiente) en su artículo 27 claramente dispone que: 

“… En los casos en los que por acción u omisión se pudiera causar o se estuviera causando un daño al ambiente protegido por esta Ley, podrán ejercerse las acciones previstas en la Ley N° 4.399 "Régimen Procesal para la Tutela de los Intereses Difusos o Derechos Colectivos" o la que la modifique o sustituya en el futuro…”, o en palabras más sencillas, establece en forma facultativa y no imperativa la remisión a tal normativa, es decir, la ley establece que podrá ejercerse la acción allí prevista, pero no la determina inexorablemente como única vía para la protección de los derechos conculcados. 

Que amén de lo expuesto, entiendo que el denominado “proceso de amparo colectivo” es una categoría nueva de proceso que dista mucho de poder asimilarse al proceso individual de amparo reconocido jurisprudencialmente a partir de los precedentes Siri y Kot, sin perjuicio de lo que las pretensiones de autos –con la flexibilidad propia de su naturaleza-, entiendo resultan posibles de ser tramitadas por el proceso establecido en la ley provincial Nº 4.442/89. 

Que además, no resulta posible dejar de considerar que la acción fue propuesta bajo el amparo de la ley provincial Nº 4.442/89, el decreto por el que se estableció el trámite de amparo conforme a la ley provincial Nº 4.442/89 fue notificado a su parte, el 18/10/11 (fojas 678) y la presentación cuestionando el trámite y con ello la competencia del Tribunal, fue introducida recién el 03/11/11 al momento de contestar demanda, esto es cuando ya se encontraba ampliamente vencido el plazo para su observación. 

Sin perjuicio de lo expuesto hasta aquí, corresponde también dejar sentado que similar norma contiene el artículo 4to. inc. a) de la ley provincial Nº 4.442/89 –trámite otorgado a la presente causa- en tanto establece que: 

“Será competente para conocer y resolver en el amparo: a) El Superior Tribunal de Justicia cuando el hecho, acción u omisión emanen o se imputen directamente a los titulares de los Poderes Legislativo o Ejecutivos”. 

Que sin embargo, el Superior Tribunal de Justicia declaró la inconstitucionalidad de ese dispositivo, en los siguientes términos: –de aplicación mutatis mutandi tanto a la previsión de la ley provincial Nº 4.399/88 que reclama como de aplicación la codemandada Estado Provincial, como a la ley provincial Nº 4.442/89 trámite otorgado a esta causa-: (cfr.: Libro de Acuerdos Nº 44 Fº 475/476 Nº 187): 

“… Que la competencia originaria de este Tribunal se encuentra taxativamente señalada en el art. 164 de la Constitución de la Provincia, no siendo posible, entonces, que la ley incluya otros supuestos, como ocurre cuando de su competencia recursiva se trata según lo dispuesto en el ap. 4 de su art. 165. Que, esto así, como lo propicia el señor Fiscal General en su dictamen de fs. 12/13, cuyos términos se comparten y se dan por reproducidos, corresponde declarar la inconstitucionalidad del art. 4º inc. a) de la ley 4.442, reglamentaria de la acción de amparo que le asigna a este Tribunal competencia originaria para entender en esas acciones cuando se encuentren involucrados los titulares de los otros dos poderes del Estado Provincial, como lo autoriza el art. 148 de la misma Constitución. Por otra parte, esta es la doctrina de la Corte Suprema de Justicia, que señaló que la competencia que emana de la Constitución, no es susceptible de su modificación por vía legal (CSJN, Fallos, 278:103). En este sentido, y comentando esta doctrina, Néstor Pedro Sagüés opina que si está en juego la competencia de la Corte, la propia Corte, aún de oficio puede evaluar la constitucionalidad de la norma respectiva. (“Derecho Público Constitucional, Recurso Extraordinario”, t. 1 pág. 138, edic. 1992).” (cfr.: en idéntico sentido Sentencias registradas al L.A. 54 N° 67; L.A. 41 Nº 20; L.A. 44 Nº 132; L.A. 54 Nº 60, entre otras). 

Que expuesto lo anterior corresponde rechazar la excepción de incompetencia opuesta por el Estado Provincial. 

Que con relación a la falta de legitimación sustancial activa opuestas por las codemandas -en términos de CRAM S.A. falta de acción-, en primer término corresponde dejar sentado desde ahora que las codemandadas no han desconocido ni en su contenido, ni en su autenticidad, ni en su virtualidad probatoria, las constancias de fojas 2 y 3, -copias certificadas no desconocidas por las codemandadas- de autos, de las que surge que los actores resultan residentes, habitantes, vecinos, etc., de la zona, cuyo desmonte se pretende, y atento a ello claramente se puede concluir que se afectarían sus intereses directos. 

Que amén de lo expuesto, la crítica de la codemandada CRAM S.A. respecto a que los actores constituyen ocupantes ilegítimos de los predios en los que habitan, por la “generosa” decisión de su mandante que no ha instado su desocupación, sólo viene a confirmar el reconocimiento de que los mismos habitan efectivamente la zona donde se cuestionan las actividades objeto de litis, o que lo eran al momento de la interposición de esta acción, amén de su derecho de propiedad sobre tales predios, lo que aclaro se encuentra resuelto conforme constancias del Expediente judicial Nº A-06.012/99, caratulado: “Ordinario por Prescripción Adquisitiva de Dominio: Gloria Coulthard de Mamaní y otros c/ La Gran Largada”, que tramitara por ante la Sala IV de la Cámara Civil y Comercial con asiento en San Pedro de Jujuy. 

Que de esos autos surge que se presentaron como actores en el trámite Gloria Coulthard de Mamaní, Eduardo Pío Mamaní, Agapito Normando Mamaní, Nolberto Mamaní, Juan Antonio Mamaní y Javier Eduardo Mamaní, interponiendo demanda ordinaria por prescripción adquisitiva de dominio (prescripción veinteañal) en contra de la Gran Largada S.A. (fojas 30/32) y ampliación de fojas 86/91, y que conforme lo expuesto líneas arriba –luego del trámite de rigor- el Tribunal desestimara la demanda de prescripción adquisitiva de dominio promovida por los mismos. 

Que, sin perjuicio de lo cual, de lo allí expuesto y decidido no se puede entender resuelto el derecho de los mismos a mantenerse en la ocupación o en la tenencia –en razón de haberse resuelto únicamente en relación al derecho de posesión y propiedad de los mismos-, cuestión que aclaro no será tratada por este Tribunal por carecer de competencia para ello y ya haber merecido resolución por otro Tribunal de la Provincia. 

Que además debe tenerse en consideración que los actores de aquel juicio no resultan idénticos a los de éste, en tanto en el presente han accionado además de los nombrados –perdidosos en esa acción- los Sres. Armando Ortega, Gloria Isabel Mamaní, Santiago Felipe Palma y Silvia Cecilia Cavezas. 

Que siendo así, los mismos claramente no se encuentran alcanzados por la sentencia dictada en los autos referenciados en los párrafos precedentes, no alcanzándoles en el peor de los casos, los efectos de la cosa juzgada y habiéndose acreditado que los mismos residen en el lugar, sin haberse ni explicitado (actores), ni controvertido (demandada) el título por el cual mantienen esa ocupación, por lo que tampoco resulta posible en la instancia establecer tales cuestiones que no han sido introducidas al debate. 

Que siendo así, tampoco tiene andamiaje la defensa de falta de legitimación sustancial activa opuesta por el Estado Provincial en mérito a la Sentencia recaída en la causa Nº 5.461/07, caratulada: “Recurso de Inconstitucionalidad interpuesto en el Expte. Nº B–166.221/06 (Tribunal Contencioso Administrativo) Amparo: Asociación de Consumidores del Mercado Común del Sur (PROCONSUMER); Ceballos, Ramón Roberto; Luna, Ramón Héctor c/ Dirección Provincial del Medio Ambiente y Recursos Naturales” y registrada al L.A. Nº 51 Fº 1.587/1.594 Nº 569. 

Que ello en tanto en la misma el Máximo Tribunal en el Orden Provincial ha dejado expuesto que los actores individuales de ese juicio -Ceballos, Ramón Roberto; Luna, Ramón Héctor, etc.- carecían de legitimación en razón de no haber acreditado ser vecinos de la zona, y que el Tribunal a quo no podía inferir dicha circunstancia cuando previamente había resuelto librar oficios –Policía de la Provincia y Secretaría Electoral del Juzgado Federal- requiriendo sus domicilios a los fines de establecer tal circunstancia, cuestión absolutamente superada en este trámite en mérito al reconocimiento de ambas codemandas respecto del lugar de residencia, habitación, etc., efectiva de los ahora actores (cfr.: constancias no desconocidas de fojas 2 y 3). 

Que amén de lo indicado, debe tenerse presente que: "en el tratamiento de este punto nos parece asimismo importante formular algunas consideraciones en torno a la llamada legitimación individual o particular y a la legitimación pública. Nuevamente acudimos a Cafferata. En el mencionado trabajo nos recuerda así que tradicionalmente la legitimación activa frente a los tribunales se ha resuelto fácilmente: podrá reclamar un daño aquél que lo ha sufrido. Es decir, el damnificado directo, concreto, personal, inmediato, individual, la víctima del daño diferenciado, aquél que resulta atacado, menoscabado en su patrimonio material o moral, en síntesis según el criterio ortodoxo o clásico el titular de un derecho subjetivo lesionado es quien reviste la titularidad de la acción reparatoria. Pero aclara con razón que en la actualidad las agresiones ambientales afectan directamente a categorías enteras de individuos y no a individuos en particular: el interés colectivo que subyace detrás del daño de la misma naturaleza no puede ser atendido mediante los principios de corte individualista centrados en el interés legítimo del particular afectado" (cfr.: Revista de Jurisprudencia Argentina de fecha 7 de marzo de 2001, N° 6.236). 

Que además allí se dejó expuesto que 

"En este orden de ideas se ha sostenido con razón que la legitimación procesal para presentar demandas sobre asuntos ambientales permite hacerlo por daño ambiental a cualquier clase de bienes sean éstos de propiedad de los particulares o cuando pertenecen al dominio público del Estado. En consecuencia no se hace distinción entre bienes de propiedad privada o del dominio del Estado al tratar de las acciones judiciales ejercidas para sancionar daños al medio ambiente y los recursos naturales”. (cfr.: Pérez Efraín `Derecho Ambiental´, 2000, Editora Lily Solano Arébalo, Bogotá, pág. 111). 

Que asimismo y siguiendo en el análisis lo expuesto en la Revista de doctrina ya referenciada, se transcribe, y adelanto constituye conclusión al rechazo de esta queja, que: 

"Ahora bien, volviendo al análisis del referido artículo 43 de la Constitución Nacional, se tiene que dicho precepto otorga en primer lugar legitimación activa para demandar por daño ambiental al `afectado´, y que dicha expresión (cfr.: “La responsabilidad por daño al medio ambiente”, J.A. 1996-IV-878) ha dado origen a diversas interpretaciones. Así, para una primera corriente que podríamos denominar `amplia´, una interpretación conjunta de los términos `afectados´ y `derechos de incidencia colectiva en general´, permite suponer una consagración de la legitimación para actuar a cualquier afectado en el reclamo de derechos colectivos”. 

Que participa de esta tesis, entre otros, J. R. Walsh, “El medio ambiente en la nueva Constitución Argentina”, conforme a la cual la palabra afectados está equiparada a la de vecinos para quienes es menester acreditar un mínimo interés razonable y suficiente, para constituirse defensor de derechos de incidencia colectiva o supraindividuales, (cfr.: LL., Suplemento de Derecho Ambiental Año 1, N° 1 (6-12-1994; Bidart Campos, Germán J., "Tratado elemental del Derecho Constitucional Argentino" , Tomo VI, entre otros). 

Que por lo expuesto para esta corriente amplia -de la que participo-, con la palabra “afectados” se contiene la legitimación para amparar intereses difusos (de incidencia colectiva general). 

Es indudable que conforme a la tesis expuesta, la que -como he anticipado, comparto-, resulta necesario acreditar un mínimo de interés razonable y suficiente para poder constituirse en defensor de derechos de incidencia general o supraindividuales, interés que han acreditado los presentantes, conforme lo expuesto precedentemente. 

Que, aún resultando sobreabundante y so pena de pecar de reiterativo pero teniendo en especial consideración la garantía del debido proceso legal, el derecho de defensa y el acceso a Justicia, corresponde dejar establecido también que, conforme se entablara la acción invocándose el artículo 43 de la Constitución Nacional, “… Un buen número de estos derechos de la tercera generación no encuentra fácil correspondencia en las figuras tradicionales de los derechos públicos subjetivos o de los intereses legítimos, ni a veces, siquiera encajan en la de los derechos colectivos, esto es, aquellos que siendo transindividuales e indivisibles tienen como titular un determinado grupo social o clase de personas vinculadas entre sí por una vinculación jurídica... se trata de necesidades comunes a conjuntos indeterminados de individuos que sólo pueden ser satisfechas desde una óptica comunitaria...” y seguidamente, adhiriendo a Bobbio (cfr.: “Presente y Porvenir de los D. H.”, Anuarios de D.H., 1981, cít. por Rogel Vide, “Bienes de la Personalidad... Bolonia”, 1985, p. 161), concluye que al expedirse respecto de los derechos humanos (entre los que indudablemente se cuenta el derecho al ambiente) “el problema grave de nuestro tiempo respecto de los derechos humanos no es el de fundamentarlos, sino el de protegerlos. El problema que se nos presenta, en efecto, no es filosófico sino jurídico y, en sentido más amplio, político. No se trata tanto de saber cuáles y cuántos son éstos derechos, cuál es su naturaleza y fundamento, si son derechos naturales o históricos, absolutos o relativos, sino cuál es el modo más seguro para garantizarlos, para impedir que, a pesar de las declaraciones solemnes, sean continuamente violados.” (confr. J. Mosset Iturraspe, T. Hutchinson, Edgardo A. Donna “Daño Ambiental”, R. Culzoni, t. II p. 223 y sts.). 

Que siguiendo tales líneas conceptuales, a fin de desentrañar la legitimación para accionar en esta clase de procesos, por tratarse los invocados de derechos de tercera generación, entendemos que resultan comprendidos en nuestra legislación local. 

Es así que, cuando en el artículo 3º de la ley 5.063 se establece que: 

“Todos los habitantes de la provincia tienen derecho a obtener de las autoridades administrativas y jueces competentes una efectiva protección del ambiente, sea ésta preventiva o correctiva, frente a hechos o acciones producidos o previsibles que lo deterioren, en conformidad con lo dispuesto en los Artículos 27 y concordantes de la presente Ley”, reconoce amplia legitimación para procurar su protección a cualquier habitante de la Provincia. 

Que así también lo ha entendido el Superior Tribunal de Justicia en la sentencia registrada al L.A. 53 Nº 94, oportunidad que, entre otros conceptos ha sostenido: 

“En el moderno constitucionalismo y, entre nosotros, a partir de la reforma constitucional de 1994, se ha receptado la posibilidad referida a los llamados derechos humanos de tercera generación, lo cual ha tenido acogida expresa en el artículo 43, primer párrafo, que alude a "toda persona", aunque resulte evidente que no se refiere a aquellos que pretendan ejercer acciones que no les sean propias. Pero esa interpretación lógica y literal, no excluye la tutela de los derechos humanos de tercera generación. El mismo Gozaíni postula que, "en suma, la legitimación referida exclusivamente al titular agraviado está en crisis; se abre la urgente necesidad de responder con soluciones de presente a una situación que estrecha el marco de justicia igualitaria"… Esta tercera generación de derechos del constitucionalismo moderno -que no es otra cosa que el derecho de todos, y no una prerrogativa exclusivamente individual- puede y debe ser ejercida para lograr una mayor y eficaz participación popular en el control de la cosa pública, a fin de evitar su degradación por orfandad representativa y el descreimiento del ciudadano en las instituciones de la república y sus operadores. Porque el verdadero ciudadano en una democracia no es un mero guarismo en las encuestas, ni un convidado de piedra, sino que, aunque eventualmente, es, junto a todos, el guardián de sus derechos. Ese es, por lo demás, el criterio seguido por este Superior Tribunal de Justicia en los pronunciamientos registrados en L.A. 36 Fº 209/216 Nº 89; L.A. 36 Fº 222/228 Nº 93 y más recientemente en L.A. 37 Fº 1099/1105 Nº 501, en el que se dijo que “uno de los vértices capitales para darle protección jurídica a estos nuevos derechos sociales, está en reconocer sin mezquindades interpretativas una amplia legitimación activa en quienes se valen de estas vías… permitiendo que el ciudadano común, el hombre en tanto ser humano, como sujeto individual, tenga acceso a la justicia y, al menos, pueda ser oído. Al respecto Bidart Campos dijo `negar la legitimación para tutelarlos so pretexto de que por pertenecer a muchos o a todos, no singularizan en cada uno un interés personal que sea diferente al común interés de los demás, es padecer de una fuerte miopía procesal” (Rev. ED del 16 de noviembre de 1991 Nº 8.372). (cfr.: L.A. Nº 49, Fº 229/232, Nº 91, in re Nº 207/2000, caratulado: “Acción de inconstitucionalidad – medida innovativa: Baigorria, Jesús Armando c/ Estado Provincial (Ley 4.807 e incorporado como art. 60 ter del título IV bis del C.P.P.,)… El reconocimiento en cualquier persona de la titularidad o participación de cualquiera de tales derechos, lleva ínsita la admisión de su acceso a la jurisdicción para su protección, merced al ejercicio de la pertinente acción, sea esta individual o de clase. Con la reforma de la Constitución Nacional ha quedado incorporado a nuestro ordenamiento positivo el derecho de “toda persona” (artículo 43) de solicitar jurisdiccional amparo, no sólo cuando se menoscaben sus derechos individuales, sino cuando, de algún modo, se afecten sus intereses de incidencia colectiva. Sin embargo, aún desde antes de tal reforma, el criterio de admisión de este Superior Tribunal de Justicia para el acceso a la jurisdicción ha sido amplio, reconociendo legitimación para el ejercicio de acciones de inconstitucionalidad y de amparo a quienes acreditaran la titularidad de un derecho individual, tanto como a los que participaban, respecto a determinada situación jurídica, de un interés colectivo o de incidencia colectiva (cfr. “Ceballos c/ Legislatura de la Provincia: L.A. 36, Fº 209/216, Nº 89; L.A. 36, Fº 222/228, Nº 93; “Iumatto c/ I.M.P.S.A. y otros”; L.A. Nº 37, Fº 1.099/1.105, Nº 501; “Baigorria c/ Estado Provincial”; L.A. 49, Fº 229/232, Nº 91, entre otros).” 

Que por lo expuesto entonces, los ahora actores se encuentran legitimados –ver en especial las constancias de fojas 2 y 3 de estos autos obrantes en copias certificadas y que no fueron desconocidas por las codemandadas-, puesto que con el criterio de interpretación ya expuesto, queda evidenciado el interés legítimo que les anima, infiriéndose de las mismas su calidad de habitantes, vecinos, residentes de la zona y que los habilita formalmente para ejercer los derechos que, como integrantes próximos de la comunidad, les confiere la normativa constitucional y reglamentaria ya citadas, además de ser habitantes de la Provincia y haber impetrado acción en tal carácter y en especial resultando su vecindad próxima a la zona. 

Que con relación a las defensas opuestas por las codemandadas respecto a la inadmisibilidad de la vía tentada, cabe referir en cuanto a la tempestividad de la pretensión, que no encuentro plausible objeción alguna en esta litis. 

Ello en tanto el amparo es admisible, toda vez –como se verá mas adelante- que por una parte, de las actuaciones administrativas surge que la actora tuvo conocimiento acabado de las actuaciones (ver fojas 308 vta., el 29/09/10) con posterioridad a la interposición de esta acción (que data del 04/03/10), por lo que es fuerza concluir que no ha mediado plazo que pueda entenderse irrazonable, y por la otra que no pueden entenderse consentidos los actos administrativos atacados en autos –conforme se verá ut infra-, y en especial medida encontrándose las actividades autorizadas por las Resoluciones puestas en crisis suspendidas por resolución judicial, pero latentes eventualmente de ejecución. 

En lo que a la aptitud de la vía escogida respecta y que las codemandas también discuten, cabe recordar que la garantía del amparo debe admitirse cuando otros procedimientos administrativos o judiciales no se muestren idóneos para dar satisfacción jurídica adecuada a los derechos o intereses invocados (cfr.: doctrina que alrededor de los artículos 43 y 75 inc. 22, de la Constitución Nacional y 41 de la Provincial, se ha conformado). 

Que expuesto lo anterior las codemandas, por lo menos autocontradictoriamente plantean por una parte el consentimiento por parte de los actores de las Resoluciones y el procedimiento seguido para su dictado, para luego plantear la inadmisibilidad de esta vía por existencia de otras –entre ellas la procedimental-, lo que resulta a todas luces absurdo. 

Es decir que por una parte, se afirma que los actores han consentido las resoluciones y el procedimiento para su dictado afirmando que no pueden ahora pretender su invalidez en sede judicial, y por la otra que todavía existen procedimientos administrativos o procesos judiciales, aptos o idóneos para su conocimiento. 

Es cierto por otra parte, que la amplitud y las nuevas posibilidades de tutela que ofrece el actual proceso administrativo, en función de la evolución jurisprudencial que sufriera este concepto, en especial cuando de daño al ambiente se trata, determinan que este remedio deba emplearse en situaciones en que, de ocurrir a tal proceso ordinario represente una alternativa gravosa y menos idónea para el interesado, pero ello no obsta la procedibilidad del amparo deducido en el presente caso. 

Ello en tanto en la demanda se alega el cercenamiento de derechos de incidencia colectiva y el quebrantamiento de la legalidad en la actividad de desmonte de bosques nativos, y a la vez zona de transición entre las yungas y el chaco salteño, como la posibilidad de la afectación de la biodiversidad existente, como la violación de leyes nacionales y provinciales sobre presupuestos mínimos ambientales, rubros que exigen una actuación jurisdiccional consistente y expeditiva, dentro del marco y la forma en que se ha presentado la controversia. 

Que a la vez, la cuestión a dirimir no requiere de una mayor investigación de hecho y prueba, -amén de la admisión de la totalidad de los medios probatorios ofrecidos por las partes a fin de garantizar el debido proceso y el adecuado ejercicio del derecho de defensa-, puesto que lo esencial gira en torno a la aplicabilidad, y en su caso el cumplimiento, de un trámite esencial, cual es la evaluación de impacto ambiental y su eventual publicidad, como trámite procedimental previo al dictado de las resoluciones puestas en crisis en el sublite. 

Ambos factores, sumados a la necesidad de no dilatar la respuesta jurisdiccional -que entiendo presente en esta litis- me convencen de la propiedad del carril del amparo para la tutela peticionada por los reclamantes (arg. artículo 43, segundo párrafo, de la Constitución Nacional y 41 de la Provincial). 

Que además, si bien en principio el proceso de amparo debe desenvolverse en plazos sumarísimos con miras a la urgencia que determina su presentación, y que además resulta de conocimiento restringido, no es menos cierto que en esta causa a los fines de garantizar el adecuado ejercicio del derecho de defensa no sólo se ha dispuesto conferir traslado desde el inicio de la acción (previo a resolver la medida cautelar), sino además que las codemandadas contaron con un plazo más que extenso para contestar los traslados conferidos, en mérito a que desde que tomaron conocimiento de la demanda y hasta que ello ocurriera, ha transcurrido un plazo más que generoso (más de un año) en mérito a la interposición del recurso contra la resolución de la medida cautelar dispuesta en autos, y que finalmente confirmara el Superior Tribunal de Justicia, a lo que hago remisión en razón de brevedad. 

Que además, no puede dejar de considerarse que por otra parte, todas las partes han podido producir la totalidad de la prueba que ofrecieron, que incluye además de voluminosa documental e instrumental, pericial técnica, testimonial e informativa, con lo que la supuesta violación al derecho de defensa no resulta tal. 

Es que, en general se exige que para que se pueda entender afectado de alguna manera ese derecho, que los plazos sean tan exiguos y el trámite tan limitado que los mismos generen “una perplejidad que impida ejercer el derecho de defensa”, lo que reitero en este trámite no se verifica y entonces esas defensas resultan inadmisibles. 

Por último no puedo dejar de reiterar –conforme lo expuesto al tratar la excepción de incompetencia planteada por el Estado Provincial a lo que hago remisión-, que con relación a la aplicación de la ley provincial Nº 4.399/88 “Régimen Procesal para la Tutela de los Intereses Difusos o Derechos Colectivos”, opuesta por el Estado Provincial, tal cuestión debe ser desestimada primero por cuanto el trámite del amparo establecido por la ley provincial Nº 4.442/89 elegido por la actora, no resulta violatorio del derecho de la demandada y tampoco ésta se opuso en tiempo y forma al mismo, dejando firme la providencia que así lo establecía para luego de un año –al contestar demanda- pretender cuestionarlo. 

Por último comparto que al decidir cuestiones referidas a daños ambientales nunca será posible aferrarse a moldes, estereotipos o cartabones procesales que coarten el derecho de las partes, resultando útil resaltar que los nuevos daños requieren nuevas respuestas legales y de esa forma brindar una adecuada respuesta desde la perspectiva jurídica (cfr.: cit. por A. R. Sobrino en nota Lexis Nexis J.A.- Julio 2002). 

Tampoco se me escapa que respecto de los daños causados al medio ambiente, resulta deber de todos coincidir en que esos daños se prevengan, ya que una vez producidos, resultan en la práctica de una casi imposible reparación (cfr.: J.A. 11-1971-472), lo que en modo alguno releva al amparista de la acreditación de tales extremos. 

También tengo claro que resulta indiscutible que el rol actual del Juez no es el mismo que el que pudo tener décadas atrás, y que ni el proceso ni los procedimientos son los mismos porque la alta complejidad de la técnica nos ha sobrepasado y la Justicia y el Juez tercian de modo distinto en el seno de la sociedad. 

Asimismo comparto que el concepto de responsabilidad y culpa en la generación de estos especialísimos daños -que de ocurrir no sólo comprometen a la generación actual sino y especialmente a las generaciones futuras-, y respecto de su acreditación han ocurrido grandes cambios, empezando a dejarse de lado los conceptos tradicionales, en el sentido de que únicamente debía probar la parte actora, y que incluso una parte de la doctrina desarrolló la teoría de la “presunción de culpa” y la “teoría de las cargas probatorias dinámicas”, lo que aclaro no exime al peticionante de ofrecer las pruebas que se encuentren a su alcance, y ello se verifica en el sublite. 

Entiendo también que cambios similares vienen dándose en el concepto de la relación de causalidad, por ejemplo, en cuanto a daños ambientales no se exige tanta certeza, sino se apunta a la probabilidad, es decir que ante la dificultad de poder aportar la certeza absoluta se está aceptando que -por lo menos- se establezcan probabilidades (cfr.: Vázquez Moreno, Lucía: “Responsabilidad Civil por daño ambiental”; Goldemberg, Isidoro y Cafferata Nores, Néstor: “Daño Ambiental, Problemática de su determinación causal”, cit O. Sobrino, op. cit.). 

Tampoco se me escapa que la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha tenido oportunidad de resolver que: 

“La tutela del ambiente importa el cumplimiento de los deberes que cada uno de los ciudadanos tienen respecto del cuidado de los ríos, de la diversidad de la flora y la fauna, de los suelos colindantes, de la atmósfera. Estos deberes son el correlato que esos mismos ciudadanos tienen a disfrutar de un ambiente sano, para sí y para las generaciones futuras, porque el daño que un individuo causa al bien colectivo se lo está causando a sí mismo. La mejora o degradación del ambiente beneficia o perjudica a toda la población, porque es un bien que pertenece a la esfera social y transindividual, y de allí deriva la particular energía con que los jueces deben actuar para hacer efectivos estos mandatos constitucionales”. (cfr.: “Mendoza Beatriz S. y otro c/ Estado Nacional y otro” del 20 de junio de 2006 - Cons. 20, Cons. 18). 

Que entonces, en particular, el bien jurídico a proteger está por encima de normas adjetivas determinadas y la finalidad de la justicia no puede verse mediatizada, sino atender a la más amplia protección de los derechos cobijados por la Constitución de la Nación y de la Provincia. 

Que resuelto lo anterior, corresponde entonces avocarse al análisis de la cuestión de fondo planteada en autos. 

Bajo tales lineamientos, en primer término resulta oportuno adentrarse en el análisis y estudio de las Resoluciones administrativas impugnadas en autos y del iter procedimental recorrido para su dictado, a fin de constatar, si -como lo expresa la actora- los actos administrativos puestos en crisis en estos autos, evidencian vicios en sus elementos o en el procedimiento seguido hasta su emisión, que permitan declarar su nulidad. 

Que el examen de validez del acto administrativo supone siempre un juicio lógico jurídico de comparación entre el acto, sus elementos y las normas aplicables, y que implica confrontar las exigencias impuestas por el ordenamiento y los elementos del acto, con la realidad del acto emitido (cfr.: Julio Rodolfo Comadira, “El Acto Administrativo”, Editorial La Ley, Año 2004, Capítulo 6, pág. 89 y ss.). 

En tal sentido, adelanto que de las actuaciones administrativas ya analizadas, surgen diversas irregularidades que avalan el pedido de nulidad de las autorizaciones, por constituir vicios de tales actos administrativos que los invalidan por encontrarse en sus elementos sustanciales. 

Que conforme lo expuesto y teniendo a la vista las actuaciones administrativas N° 0646-166-/2007 caratuladas: “CRAM S.A. S/ autorización para realizar trabajos de desmonte de (280) Has. que realizará durante el año 2007 y 2008 en la finca de su propiedad denominada “La Gran Largada” ubicada en Palma Sola, Depto. Santa Bárbara con fines de agricultura Secano”, surgen como adelantara, vicios sustanciales en la causa de las Resoluciones puestas en crisis, por su absoluta desconexión con la realidad y las constancias administrativas, careciendo las mismas de motivación suficiente, lo que reitero afecta su causa como elemento esencial del acto administrativo. 

Es que de tales actuaciones surge en lo relevante que: a) A fojas 54 obra nota del 10/07/07 por la que la empresa ahora codemandada, luego de la presentación del E.I.A., informa al Director de Recursos Naturales su decisión de reducir la solicitud de desmonte a la superficie de 380 has., aclarando que si bien el E.I.A. contemplaba la habilitación de 1.200 has., razones operativas obligan a limitar el pedido a la superficie apuntada (Santa Fe) ya inspeccionada; b) Que asimismo allí aclara, que de esa manera si el proyecto avanza, consensuarán o cumplirán con la documentación requerida por la Provincia para cada pedido individual y donde el documento (E.I.A.) sólo será la referencia general de sus intenciones de desarrollo en La Gran Largada; c) Que a fojas 166 obra acta por fiscalización de extracciones de contralor forestal del 24/05/07 en el Sector Santa Fe, de donde surge que se procedió a fiscalizar trabajos forestales de desmonte –hasta ese momento no autorizados- de donde surge que: 1. los trabajos no fueron finalizados; 2. que se pretende desmontar 600 has. en sectores con pendiente de 2%, pero que existe en el sector denominado como Santa Fe, por una parte colinas y ondulaciones con pendientes superiores al 9% aproximadamente, y por otra sectores de bañados que no figuran en el plano presentado con el E.I.A.; 3. que es un monte o bosque poco alterado con diversas especies que individualiza; 4. Que la cortina forestal que se pretende dejar en las márgenes del arroyo Santa Fe presenta un impedimento en su anchura de 100 m por la construcción de un camino vecinal; 5. que se han realizado extracciones forestales y no se descarta que se hubieren realizado otras por la dificultad en el acceso a diversos sectores de la finca, y 6. que se expresa como conclusión que se deberá replantear el plano de ubicación, dimensión de los lotes, cortinas y especificar las zonas de reservas, para sugerir que no se desmonte el sector de la orilla opuesta al camino vecinal del arroyo Santa Fe, y para una mejor inspección que se realicen picadas que delimiten los lotes, cortinas y áreas de reserva; d) Que a su vez a fojas 167 obra informe por ejecución de inspección de lo que surge como relevante que: 1. existen dos sectores colinados de pendientes superiores al 2% y que aproximadamente ascienden al 9% que no figuran en los planos con curva de nivel presentados por la empresa como anexos del E.I.A.; 2. que tampoco figura en los planos de curva de nivel, ni en la ubicación de los lotes, un bañado de anchura importante; 3. que paralelo al arroyo Santa Fe corre un camino vecinal dando un ancho de cortina forestal de 20 m., la que se va ensanchando a lo largo del camino y que ello incumple lo establecido para el ancho de cortinas mencionado en el E.I.A. presentado por la solicitante, y 4. que se sugiere la realización de picadas con el objeto de dimensionar los lotes, las cortinas forestales y las áreas de reserva, para agregarse fotos y en especial plano de pendientes (fojas 172/173); e) Que a fojas 176 sin perjuicio de los informes relacionados precedentemente que establecían diversas deficiencias respecto del E.I.A. y la realidad de la zona -a las que hago remisión-, se eleva informe de evaluación de estudio de impacto ambiental, como si tales deficiencias no existieren o hubieren desaparecido, y por el que se sugiere aprobar la factibilidad de un desmonte de 380 has. en la finca La Gran Largada, propiedad de la Empresa CRAM S.A. (20/09/07); f) Que a fojas 177 obra acta de inspección de trabajos forestales de desarrollo forestal del 22/11/07 de la que surge en lo relevante que: 1. la inspección se realizó a pedido de la ahora actora con motivo del pedido de autorización para desmonte de 380 has.; 2. que se dio comienzo a los trabajos aproximadamente en 40 has. –aclaro antes de su autorización por la autoridad competente-; 3. que predominan especies arbóreas nativas tales como quebracho colorado, quebracho blanco, algarrobo, mistol, guayacán, etc., y 4. que los trabajos se realizan con topadora, etc.; g) que a fojas 179 obra elevación del Jefe de Contralor Forestal (el 08/11/07) a la Jefa del Área de Recursos Humanos, y luego pase dispuesto por esta última a la Dirección para el dictado de la Resolución pertinente (08/11/11), aclaro cuando los trabajos ya habían tenido principio de ejecución; g) que finalmente a fojas 180 obra Resolución Nº 271-DPPAyRN/2007 por la que el Director Provincial de Políticas Ambientales y Recursos Naturales dispuso el 14/11/2007 –entre otras cuestiones-, autorizar el desmonte de 280 has. a realizarse por la actora durante los años 2007-2008 en el predio referido (artículo 1º), aprobar la solicitud de factibilidad ambiental estableciendo el monitoreo periódico de las actividades cuando las mismas den comienzo (artículo 4º) y que la resolución caduca el 31/12/08 (artículo 5º). Que como fundamento de ello (considerandos) expresó que se había dado cumplimiento a la normativa vigente (párrafos primero y segundo) y que la empresa dio cumplimiento con la presentación del Estudio de Impacto Ambiental (párrafo cuarto), existiendo dictamen favorable por el Área de Recursos Naturales (párrafo quinto). Que amén de lo expuesto y lo referenciado líneas arriba en el apartado 11, no se advierte que lo expuesto en tal Resolución respecto de la emisión de dictamen sea cierto, puesto que en todo caso existe una opinión favorable para el otorgamiento de factibilidad ambiental, pero sin perjuicio de las medidas de mitigación allí expresadas, la previa especificación de medidas y lotes, la opinión respecto a ordenar la prohibición de desmonte en ciertas áreas (pendientes mayores al 2%, y que conforme a lo expuesto en algunas de las zonas que se pretendían desmontar eran superiores al 9%, y las que bordean al arroyo Santa Fe, y áreas de reservas); h) Que a su vez a fojas 182 obra acta de fiscalización de extracción (control forestal) de la que surge que se desmontaron hasta el 17/05/08, esto es con anterioridad a la ya irregular autorización de desmonte aproximadamente 185 has., restando el desmonte de 195 has., pero además se verificó que se practicó la actividad de desmonte en varios sectores donde la pendiente supera el 3%, y que conforme ello deberá proponerse medidas de mitigación al respecto –cuestión que había sido puesta como óbice con anterioridad conforme a lo ya expuesto y a lo que hago remisión en razón de brevedad-, para sugerirse por último nuevamente que se delimiten los nuevos lotes y se determine la pendiente por medio de instrumentos de precisión (no de GPS); i) Que notificado de la totalidad de tales observaciones existentes en las actas ya referenciadas, el apoderado de la empresa –Gómez Salmoral- sin dar cumplimiento con lo allí expuesto, a fojas 184 presentó nuevo pedido de autorización para desmonte de 400 has. -sin fecha de presentación-, para a fojas 186 presentarse nota del 02/09/2008 por el apoderado solicitando además autorización para proceder a la limpieza de 200 has. en la Finca aclarando que la fracción sobre la que se solicita la limpieza posee un monte degradado ubicado en el sector denominado Santa Fe y que esta nueva solicitud en nada afecta el pedido del 20/05/2008; j) que a fojas 188 se resolvió intimar al peticionante –Gómez Salmoral- a acreditar la representación que invoca, cuya notificación obra a fojas 190, y sin perjuicio de ello y amén del incumplimiento de tal intimación, a fojas 191 obra acta de inspección de trabajos forestales para realizar trabajos de limpieza de un sector supuestamente degradado, que si bien los trabajos no dieron inicio, se constata (punto 6º) que las especies predominantes son tusca, tala, duraznillo, mistol, etc., y que se constata arranque de quebrachos blanco y colorado, guayacanes, algarrobos, etc.; y que el desmonte no será superior a 100 has.; k) que finalmente a fojas 196, el 30/08/08, obra dictamen de la Jefa del Área de Recursos Naturales por el que se deja expuesto que: 1. El E.I.A. corresponde a una superficie de desmonte de 1.200 has., que por razones operativas se limitó a 380 has. y que luego de realizadas las inspecciones se dictó la Resolución Nº 271-DPPAyRN/2007 autorizando el desmonte de las mismas; 2. que luego de la inspección del 17/05/08 se verificó la ejecución de los trabajos a esa fecha desmontadas 185 has.; 3. que a fojas 34 obra solicitud de desmonte de 400 has. y a fojas 36 de limpieza de 200 has. independiente de la anterior; 4. que tal limpieza se haría en dos sectores: 1) en el primer sector en un área totalmente degradada y 2) el segundo sector inspeccionado el 24/09/2008 que se trata de la continuidad del desmonte de 320 has. ya mencionado, y que fue evaluado en el E.I.A. por 1.200 has., ya inspeccionada y cuyas características boscosas se corresponden con la descripción de fojas 29, y 3) que concluye que la segunda fracción de 100 has. (de las 200 has. solicitadas) no se puede encuadrar como limpieza; l) que tales circunstancias se corroboran con el acta de inspección de fojas 199 de la que surge por otro lado que: 1. los trabajos de limpieza de 100 has. se encuentra en una zona donde la masa arbórea es mixta (sana – enferma pto. 9), 2. que existe peligro de erosión si no se respetan las cortinas de los cursos de agua, como el arroyo Santa Fe (ptos. 7., 11., y 12. precedentes, ya relacionados al analizar las actuaciones administrativas, y a lo que hago remisión); 3. que la zona corresponde a la solicitada por E.I.A.; ll) que a fojas 202 (06/04/09) obra nota del Presidente de la Empresa en la que solicita autorización definitiva para desmontar, arguyendo la aprobación del P.O.T. de áreas boscosas, autorización pendiente del desmonte de 820 has., estudio de impacto ambiental aprobado el 05/06/2007 en el Expediente 0646-C-166, y que la zona se encuentra en categoría III (zona verde); m) que luego de diversos pases administrativos y presentaciones (fojas 203, 204/214, 215/217, 219/235, 236/237), a fojas 238 obra informe de asesoría del Área de Recursos Naturales por el que se deja expuesto respecto de la solicitud de desmonte de 1.200 has. solicitada por CRAM S.A., que evaluado el E.I.A. y realizada inspección no surge impedimento técnico para autorizar lo solicitado, omitiendo la totalidad de las opiniones y sugerencias respecto de la proposición de medidas de mitigación, delimitación de áreas y lotes, realización de picadas a los fines de lograr una adecuada inspección, prohibición de desmontar zonas con declive superior al 2% y que en el estudio existen zonas superiores al 9%, prohibición de desmonte en zonas de reserva e incumplimiento de la presentación de planos con curvas de declive realizadas con instrumentos de precisión (no G.P.S.) ya relacionadas y como si tales observaciones no hubieren existido; n) que a fojas 241/242 obra Resolución Nº 194/2009-DPPAyRN -cuyo encabezado refiere al Expte. Nº 646-091-2009 (del 15/07/2009) -(pero que fuere rectificado luego por Resolución Nº 17-DPPAyRN-2010 obrante a fojas 258 del 20/01/10)-, por el que se dispuso: 1. la inclusión del pedido de autorización para trabajos de desmonte de 1.090 has. (artículo 1º); 2. previo a la emisión de factibilidad ambiental la publicación en el B.O. de la Provincia conforme ley nacional Nº 25.675 y provincial Nº 5.063 (artículo 2º), haciendo saber a los interesados que podrían formular observaciones por escrito en el plazo de 10 días hábiles respecto del proyecto sometido a E.I.A., los que serán considerados previo a la emisión del dictamen de factibilidad ambiental (artículo 3º); 3. que de los considerandos de ese acto administrativo –Resolución Nº 194-/2009 DPPAyRN-, puede extraerse como fundamentos que: 1) la Resolución refiere al Expediente administrativo Nº 646-091-2009 luego rectificado conforme lo ya analizado; 2. que la empresa presentó en cumplimiento de la normativa vigente solicitud de factibilidad ambiental y estudio de impacto ambiental, olvidando que luego de la presentación del mismo y de las inspecciones ya realizadas, surgen diversas observaciones que luego no fueron reflejadas, como si no existiesen; 3. que a fojas 28 obraría dictamen técnico expedido por el Área de Recursos Naturales favorable al E.I.A., lo que no se compadece con las actuaciones administrativas puesto que a esa foja no existe dictamen alguno, y 4. que a fojas 85/86 obraría informe técnico – Análisis de Información Geográfica detallado con información cartográfica, lo que tampoco es cierto puesto que esas fojas se corresponde con el E.I.A. presentado por la empresa, conforme a las constancias de estos autos; ñ) que notificada esa Resolución -fojas 243- y realizadas las publicaciones –fojas 244/246- a fojas 247/249 (sin fecha) se dictó la Resolución Nº 239/2009-DPPAyRN por la que por idénticos fundamentos, además de entender vencido el plazo para formular observaciones-, se dispuso autorizar el pedido de desmonte de 1.090 has. (artículo 1º), extender certificado de aptitud ambiental (artículo 2º), la publicación de la misma (artículo 3º) como culminación del trámite administrativo, que tal resolución caduca en el plazo de dos años contados a partir de su formal notificación –que fue realizada conforme constancias de fojas 250 el 13/08/09- (artículo 4º), entre otras, advirtiendo que ese acto al igual que su antecedente, merece idénticos reparos. 

Que en tales condiciones y amén del informe emitido por la Jefa del Área de Recursos Naturales, en el que considera que puede hacerse lugar a lo solicitado en mérito a la presentación del E.I.A., ese informe surge por lo menos contradictorio con sus propias observaciones anteriores y con las que se desprenden de las actas de inspección y fiscalización posteriores –ya referenciadas líneas arriba-, puesto que no surge de las actuaciones que ni la autoridad administrativa requirió, ni la empresa presentó, entre la formulación de esas diversas observaciones y la obtención de la factibilidad ambiental, análisis, estudios, planos, etc., para revertir tan graves irregularidades y omisiones. 

Que además ello se corrobora con las conclusiones del perito ingeniero designado en autos (fojas 1.228/1.231) ya relacionadas, de las que surge que a la fecha y ya luego de más de cinco años de emitidas esas autorizaciones, todavía existen pendientes superiores al 5%, aún cuando se hubiere minimizado su efecto, y sin perjuicio de indicar que las mismas deben corregirse. 

Que expuesto lo anterior, claramente los actos administrativos atacados en autos Resoluciones N° 271/2007 y Nº 239/2009 de la D.P.P.A. y R.N. por las que se autoriza el desmonte en la Finca La Gran Largada en la localidad de Palma Sola, Depto. Santa Bárbara, resultan nulas puesto que las mismas violan flagrantemente el procedimiento de evaluación del estudio de impacto ambiental establecido en la ley nacional Nº 25.675 -y aún en la Nº 26.331 dictada con posterioridad-, y en la provincial Nº 5.063 y sus normas reglamentarias. 

No puede entenderse de otra forma puesto que, claramente, al haber existido serias observaciones que luego en el devenir del trámite administrativo hasta el dictado de tales resoluciones no fueron corregidas, haciéndose caso omiso de las mismas como si éstas no existieran, determina su nulidad por ilegitimidad, en tanto no sólo se encuentra viciado el procedimiento, sino también el fundamento mismo tenido en consideración para su dictado, lo que vicia la causa de las resoluciones atacadas, siendo los fundamentos expuestos sólo aparentes y desconectados no sólo de la realidad, sino además de las propias observaciones realizadas por la autoridad de aplicación, y que luego ni siquiera fueren mencionadas al dictar los actos puestos en crisis y ahora analizados, máxime cuando a la fecha algunas de tales observaciones –luego casi de cinco años- siguen sin corregirse, ni se han adoptado medidas de mitigación del eventual daño que pudieren generar (cfr.: Conclusiones periciales ya analizadas precedentemente). 

Es así que, entendida la “causa” del acto administrativo como las circunstancias y antecedentes de hecho y de derecho –motivación- que justifican su dictado, la Corte Suprema de Justicia de la Nación sentó el criterio de considerarlo como elemento insoslayable para su validez (cfr.: Fallos: 277:205, 307:1911, entre muchísimos otros). 

Que a su vez la significación jurídica de los antecedentes fácticos y normativos que constituyen la causa del acto, en cuanto elemento condicionante para su validez fue también reiteradamente señalada por diversos tribunales respecto del accionar de la Administración, y aún en fueros distintos (cfr.: J.A. 1980-I-585; J.A. 1982-I-356; J.A. 1984-III-596; J.A. 1985-I-349). 

Es así que corresponde anular el acto administrativo, si del examen de las actuaciones administrativas se desprende que el mismo fue dictado en consideración a hechos falsos o no probados, o cuando los hechos invocados como antecedentes que justificarían su emisión fuesen falsos o cuando el derecho invocado para ello tampoco existiera (cfr.: CNCAF., Sala II, 14/11/91 in re “Argencom SRL y Cambio Ortega SRL”, y 14/09/93 in re “Miguel”). 

Que a su vez la Procuración del Tesoro de la Nación tuvo oportunidad de sostener que no correspondía considerar como vicio de error las hipótesis en que la Administración aprecia erróneamente los hechos o el derecho y en base a los mismos dicta una decisión que tiene total y certera voluntad de dictar (cfr.: Dictámenes 107:217; 113:120; 159:284; 215:189; 22:53; 235:412), para con absoluta claridad dejar expuesto que: 

“… es nulo el acto administrativo que desconoce arbitriamente la situación de hecho existente o que pretende fundarse en circunstancias de hecho que no han tenido lugar.” (cfr.: Dictámenes 179:95 y 198:115 entre muchos otros). 

Expuesto lo anterior, claramente el análisis del E.I.A. donde la funcionaria actuante revela que no existe óbice para su aprobación, cuando con anterioridad ha dejado expuestas serias falencias luego no superadas durante la tramitación de los pedidos de autorización de desmonte para su conformidad, y que además surgen de las inspecciones realizadas in situ, no puede ser tenido en consideración para el dictado del acto, puesto que existe allí un claro apartamiento no sólo de opiniones anteriores, sino de constancias administrativas posteriores que lo invalidan como acto válido, y con ello por supuesto se constituye la existencia de vicio en la causa del dictado del acto posterior (Resoluciones Nº 271/2007 y Nº 239/2009 de la D.P.P.A. y R.N.), en tanto se apoyan, fundamentan y motivan en tales antecedentes. 

Que analizados tales elementos de hecho y no resultando posible sino reparar que las Resoluciones impugnadas omiten invocar fundamento alguno que, además, torne razonable la autorización efectuada, el acto atacado carece del requisito esencial para su validez, de motivación suficiente. 

En efecto, si se toma en consideración que las normas citadas, como se dijo, supeditan la autorización a normas superiores, ello constituye un aspecto que limita la decisión discrecional de la Administración, y desde tal perspectiva resulta ilegítimo autorizar la actividad de desmonte referenciada sin expresar las razones que lo justifican, y mucho menos dejar de lado los importantes cuestionamientos ya puestos de manifiesto líneas arriba, sin siquiera esbozar fundamento alguno para ello. 

Es más, resultan tan desconectadas de la realidad y de las constancias administrativas las resoluciones impugnadas, que por Resolución Nº 271/2007 se autorizó el desmonte de 380 has. y luego por medio de la Nº 239/2009 –ambas de la D.P.P.A. y R.N.-, el desmonte de 1.090 has., y curiosamente el E.I.A. presentado por la empresa consta del análisis para el desmonte –con las deficiencias ya apuntadas- de 1.200 ha., y sin embargo la autoridad de aplicación ha autorizado mediante ambas resoluciones, en total el desmonte de 1.470 has. 

Que a tales conclusiones debe agregarse que, con el objeto de fiscalizar los datos proporcionados en el E.I.A. por la empresa, el 24/04/07 se realiza inspección sólo de una superficie de 600 has. ubicadas en la zona del Arroyo Santa Fe (fojas 167), y que la misma se realizó sólo en la zona donde habría de realizarse el desmonte de 380 has., es decir que sin contar con planos, subdivisiones, medidas exactas, ni determinación real de las pendientes superiores al 2%, ni siquiera se inspeccionó el 50% del área originalmente solicitada para desmonte, vicios de procedimiento que se reflejan en el dictado del acto y lo invalidan y que aún a la fecha –conforme pericia ya referenciada- todavía no han sido corregidas en tanto existen -aunque sea como lo explicita el Ingeniero Benicio- mínimas pendientes que superan el 5%. 

En mi criterio, las omisiones referidas tornan ilegítimos los actos cuestionados, sin que quepa dispensar dicha ausencia ni aún para el caso de considerarse ejercidas potestades discrecionales, las que -por el contrario- imponen una observancia más estricta de la debida motivación (cfr.: CSJN., doctrina de Fallos: 324:1860), y por lo expuesto hasta aquí, los vicios apuntados constituyen causa de nulidad de los emitidos con tales defectos (cfr.: CSJN., Fallos: 306:1138), pues las Resoluciones por las que se pretende autorizar las actividades de desmonte no pueden quedar exentas de cumplir con los recaudos de legitimidad que, como se ha expresado, han sido vulneradas gravemente. 

En síntesis, aún ante la circunstancia de considerarse que el Director Provincial de Políticas Ambientales y Recursos Naturales de la Provincia de Jujuy hubiere obrado en el ejercicio de facultades discrecionales, en manera alguna puede constituir un justificativo de arbitrariedad, como tampoco de la omisión de los recaudos exigidos para la validez de todo acto administrativo. 

Para terminar, y conforme lo invariablemente sostenido por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, es precisamente la legitimidad -constituida por la legalidad y la razonabilidad- con que se ejercen tales facultades, el principio que otorga validez a los actos de los órganos del Estado y que permite a los jueces, ante planteos concretos de parte interesada, verificar el cumplimiento de dichas exigencias (cfr.: doctrina de Fallos: 307:639 y 320:2509). 

Que expuesto lo anterior, entiendo que el análisis de los demás argumentos traídos por las partes resulta innecesario, para hacerse lugar a las pretensiones esgrimidas y revocar las resoluciones atacadas. 

Que por último en línea con lo expuesto, resulta oportuno dejar sentado que la nulidad que se propugna, lo es sin que implique expedirse respecto de la acreditación exhaustiva de daño y del impacto que la actividad negativa pudiere tener en la zona, sino sólo con relación a la posibilidad de su existencia y en particular en atención a las falencias ya relacionadas. 

Que además debe agregarse que relacionado con la falta de causa de los actos cuya nulidad se propone, el análisis de estudio de impacto ambiental efectuado por la Administración, previo a otorgar factibilidad, consiste amén de las graves contradicciones ya relacionadas, en una carilla y sobre un estudio presentado por la peticionante que cuenta con más de 200 fojas. 

Que además existiendo Decreto por el que se aprobara el P.O.T., ante la inexistencia de ley al momento del dictado de los actos atacados en autos, el informe del estudio de impacto ambiental ni siquiera menciona los corredores por los que se garantizaría prudencialmente la preservación de la biodiversidad en la zona, ni los proyectos globales existentes, ni la cantidad de hectáreas totales en que se solicitó desmonte y fue aprobado, y en las que eventualmente se otorgó hasta esa fecha, lo que no permite siquiera un adecuado análisis general y macro de la situación existente en la Provincia. 

Que ello claramente demuestra la inexistencia de planificación alguna respecto de la totalidad de la zona en cuestión, cuando la misma -como fue reconocido por todas las partes en conflicto- constituye un nexo entre las yungas y el chaco salteño, no pudiendo analizarse –como se anticipara- la existencia en su diagramación de corredores ecológicos que permitan mediante su circulación, preservar la biodiversidad existente, por lo menos y en lo que a este juicio refiere respecto de las autorizaciones de desmonte cuya nulidad propugno en autos. 

Que bajo tal orden de ideas, también resulta oportuno dejar establecido que la ley de bosques sancionada con posterioridad, no permite pasar de niveles (rojo, amarillo y verde) en escala descendente, pero siempre permite solicitar se acreciente el control y las limitaciones pasando a niveles mayores de restricción (de verde a amarillo y de amarillo a rojo), siendo de aplicación en la especie como óbice para ello, el principio de progresividad establecido en el artículo 2º del PISDEC y que constituye en ese sentido una salvaguarda para los Estados cuando no pueden cumplir inmediatamente los deberes asumidos. 

Que sin perjuicio de lo expuesto y amén de pecar de sobreabundante, si bien entiendo que ni la normativa nacional ni la provincial exigen la realización previa de audiencia pública como requisito esencial de validez para la autorización de la actividad que pretende desarrollar la razón social codemandada, el procedimiento seguido a los fines del dictado de los actos administrativos no cumple con la normativa establecida por los artículos 16 a 21 de la ley nacional Nº 25.675, como presupuestos mínimos de cumplimiento efectivo en todas las jurisdicciones. 

Es así que, en especial medida, el artículo 16 establece que se “… deberá proporcionar la información que esté relacionada con la calidad ambiental y referida a las actividades que desarrollan”… “y que todo habitante podrá obtener de las autoridades la información ambiental que administren y que no se encuentre contemplada legalmente como reservada”. 

Que por su parte el artículo 19 dispone que “Toda persona tiene derecho a ser consultada y a opinar en procedimientos administrativos que se relacionen con la preservación y protección del ambiente, que sean de incidencia general o particular, y de alcance general”. 

Que a su vez el artículo 29 establece, que “Las autoridades deberán institucionalizar procedimientos de consultas o audiencias públicas como instancias obligatorias para la autorización de aquellas actividades que puedan generar efectos negativos y significativos sobre el ambiente”, y aunque luego refiera a que “La opinión u objeción de los participantes no será vinculante para las autoridades convocantes”, también establece en su parte final que “… en caso de que éstas presenten opinión contraria a los resultados alcanzados en la audiencia o consulta pública deberán fundamentarla y hacerla pública”. 

Que por último el artículo 21 estatuye clara y categóricamente que “La participación ciudadana deberá asegurarse, principalmente, en los procedimientos de evaluación de impacto ambiental y en los planes y programas de ordenamiento ambiental del territorio, en particular, en las etapas de planificación y evaluación de resultados”. 

Que a su vez, la ley provincial Nº 5.063/98 en su artículo 45 establece claramente que: 

“La reglamentación preverá los mecanismos que aseguren la debida difusión de los estudios de impacto ambiental de los proyectos sometidos a evaluación, a fin de que los mismos puedan ser consultados por los interesados que quieran formularle observaciones. Asimismo, preverá también la celebración de audiencias públicas con el objeto de someter el proyecto a consulta de la comunidad involucrada”. 

Que expuesto lo anterior, no cabe duda que la ratio legis de tales disposiciones se enmarcan en el principio de participación ciudadana y exigen claramente la publicidad, amplia difusión, consulta, recepción de opiniones –que aunque no vinculantes exigen para su desestimación su fundamentación-, actividades concretas y específicas, que –adelanto- no pueden entenderse cumplidas con la publicación por tres veces en cinco días en el Boletín Oficial de la Provincia. 

Que bajo tal marco normativo, el procedimiento de impacto ambiental establecido por la ley provincial fue reglamentado en el año 2006 por el Decreto Nº 5.980/2006 y luego por el Nº 9.667/2007, para modificar el régimen legal, estableciendo que la audiencia pública sólo será obligatoria cuando el proyecto o actividad pueda generar efectos negativos y significativos para el entorno, poniendo en manos de la autoridad de aplicación –pareciere con exclusividad en su órbita de decisión- la convocatoria y según determinadas pautas (artículo 22). 

Que además esa disposición establece (artículo 22) que “los municipios o comisiones municipales que se encuentren directamente involucrados en el proyecto sometido a evaluación, serán especialmente notificados por la autoridad de aplicación”, no surgiendo de las actuaciones administrativas analizadas notificación alguna en tal sentido. 

Expuesto lo anterior, si bien es cierto que la audiencia pública no es el único medio establecido por la ley para realizar consultas a la ciudadanía, no resulta posible considerar que la difusión, amplia publicidad, efectiva participación y notificación pertinente se hubieren cumplido en las actuaciones administrativas, cuando de las mismas surge además con absoluta claridad que la actividad para la que se solicitara autorización resulta pasible de generar daños al ambiente -por eso el requisito de presentación del E.I.A.-, con lo que no es posible sino concluir que tales normas resultaron incumplidas. 

Agrego en tal sentido que la publicación en el Boletín Oficial de la Provincia, establecida en la reglamentación de la ley provincial –ya referenciada- no puede entenderse como la herramienta adecuada establecida ni por la ley nacional, ni por la provincial para garantizar la consulta, amplia difusión y participación allí dispuestas, y en mayor medida que un decreto reglamentario no puede desnaturalizar la ley, ni su espíritu, y mucho menos garantías constitucionales tales como las contenidas en el artículo 43 de la Constitución Nacional, puesto que se consagraría excepción legal por vía reglamentaria. 

Que si bien es cierto que las codemandadas han opuesto como óbice, la circunstancia que la actora no ha solicitado la inconstitucionalidad de ese Reglamento, entiendo que tal cuestión ya se encuentra resuelta por el Máximo Tribunal Provincial conforme sentencia registrada al L.A. Nº 55 Fº 174/176 Nº 60, -amén de la opinión personal del suscripto y las salvedades oportunamente expuestas al emitir voto en la sentencia recaída en autos Nº B-267.912/12, caratulado: “Contencioso Administrativo: Ficoseco, Silvia Beatriz c/ Ministerio de Hacienda de la Provincia de Jujuy – Dirección Provincial de Rentas – Estado Provincial”-, donde se expuso que es función (deber) de los jueces declarar la inconstitucionalidad o en su caso aplicar directamente la norma supralegal, aún sin petición de parte. 

Que en el precedente citado el Superior Tribunal de Justicia -al declarar la inconstitucionalidad de diversas normas sin petición de parte-, aplicable mutatis mutandi en la especie, dejó aclarado que “... en torno a las consideraciones de la sentencia recurrida respecto a la falta de oportuna tacha de inconstitucionalidad… que a los jueces nos cabe el deber-potestad de declarar de oficio la inconstitucionalidad de una norma aún sin pedido de parte o cuando la tacha hubiera sido introducida por la parte interesada, extemporáneamente. Tuve ya ocasión de expedirme en ese sentido en L.A. Nº 50 Fº 2459/2464 Nº 823. Sostuve entonces y reitero ahora que pueden los jueces “omitir la aplicación de un precepto si lo encuentra en pugna con normas superiores, aún cuando no medie petición expresa del interesado, lo que deriva del principio iura novit curia por el cual si bien el juez no puede prescindir de los hechos denunciados por las partes, es soberano en la aplicación del derecho, en cuyo cometido suple el que las partes no invocan o invocan mal. Es esa “la posición superadora de los vallados que, sin razón, impedirían cumplir nuestro cometido de velar por el orden jurídico haciendo prevalecer, ante todo, la norma fundamental. Al Poder Judicial le ha sido dada la delicada función de garantizar que las normas jurídicas de inferior jerarquía guarden debida subordinación a las de la Ley Suprema y mal podría satisfacerse ese ministerio si se lo entiende supeditado al pedido de parte” (de mi voto en el fallo citado). Ese es el actual criterio de la C.S.J.N. (Fallos 306:303)”. 

Que tampoco resulta posible establecer a priori, si el procedimiento de audiencia pública es el adecuado para la totalidad de las actividades regidas por la normativa, sin perjuicio de que claramente, tampoco la consulta, participación y amplia difusión pueden ser suplidas por una publicación de tirada restringida en la Provincia y que claramente no garantiza que los ciudadanos siquiera se anoticien de las actividades que se pretenden desarrollar. 

Que en tal sentido no me cabe duda que constituye una facultad discrecional de la Administración decidir realizar audiencia pública o no, conforme a las pautas establecidas en el artículo 22 del Decreto Nº 5.980-PMA-07, pero claramente -como mínimo- no puede obviarse la consulta ciudadana que, conforme a lo expuesto precedentemente no puede entenderse cumplida con la sola publicación en el Boletín Oficial de la Provincia. 

Que ello es así, aún cuando la actora no hubiere en este proceso manifestado claramente en qué consistiría su oposición, y en qué hubiere variado su participación, en razón que tales cuestiones resultan ajenas al trámite, y precisamente el procedimiento establecido en la ley nacional y en la provincial, no puede entenderse cumplido y mucho menos convalidado por tal ausencia, en atención a las graves deficiencias apuntadas (cfr.: CSJN., recaída in re “Peña de Tuero Magdalena c/ Ministerio de Educación de la Nación” Sentencia del 03/03/1983; y Linares Juan Francisco, “La garantía de defensa ante la Administración” publicado en J.A.-1989-I-398, entre muchos otros). 

Que en definitiva como lo tiene resuelto el Superior Tribunal de Justicia (cfr.: L.A. 51 Nº 569), “La disposición nacional transcrita es clara y sólo exige para que el derecho a la información sea efectivo, la difusión temprana de los proyectos que puedan generar efectos negativos y significativos…. Luego, la consulta pública según la Ley Nacional, podrá instrumentarse bajo la modalidad de audiencias públicas o bien, cualquier otro mecanismo que garantice el principio de oír a los sectores interesados, mediante adecuada publicidad de los proyectos de gran compromiso para el medio ambiente y cuyos resultados, dicho sea de paso, no son vinculantes respecto de la decisión que finalmente se adopte”. 

Que a su vez recientemente la Cámara Civil de la Provincia de Jujuy, en sentencia del 19 de agosto de 2011, in re N° B-257.317/11, caratulado: "AMPARO: GERÓNIMO SEVERINO - COMUNIDAD ABORIGEN PIEDRA NEGRA C/ EJESA”, aplicable mutatis mutandi al sublite, aún con las diferencias fácticas y jurídicas que surgen del caso y que en concreto resultan de la diferencia respecto de la diferente calidad de actores (ciudadanos – comunidades originarias), en lo que interesa dejó expuesto que: 

“A su vez la Ley Nacional Nº 25.675 de política ambiental nacional, que se aplica en todo el territorio nacional, siendo sus disposiciones de orden público y operativas (art. 3º), establece la participación ciudadana, disponiendo que toda persona tiene derecho a ser consultada y a opinar en procedimientos administrativos que se relacionen con la preservación y protección del ambiente, que sean de incidencia general o particular, y de alcance general (art. 19º). A su vez el art. 20º de la citada norma dispone que las autoridades deberán institucionalizar procedimientos de consultas o audiencias públicas como instancias obligatorias para la autorización de aquellas actividades que puedan generar efectos negativos y significativos sobre el ambiente, aunque su opinión u objeción, no será vinculante. Consecuentemente, le asiste a la Comunidad actora el derecho a exigir ese derecho de participación que le garantizan tanto los tratados internacionales como la legislación nacional de fondo, a ser consultados y a opinar, con lo cual esta medida de amparo es procedente, como un modo de tutelar judicialmente sus derechos, supliendo la omisión administrativa incurrida en el caso de autos”. 

Que debe tenerse presente que la publicidad de los actos de gobierno constituye uno de los principios rectores del sistema republicano de gobierno adoptado en nuestra Constitución Nacional (cfr.: LL 1995-A-26 y la doctrina emanada de la Sentencia del Superior Tribunal de Justicia de la Provincia registrada al L.A. 53 Nº 94). 

Que a su vez, a nivel jurisprudencial se ha sostenido que: 

"… nuestra Ley Fundamental asigna al derecho a dar y recibir información una especial relevancia que se hace más evidente para con la difusión de los asuntos atinentes a la cosa pública o que tengan trascendencia para el interés general. Tal cuestión ha adquirido mayor relevancia a partir de la reforma introducida en el año 1994... En la actualidad, en consecuencia, es posible afirmar que, por principio, asiste a todos los ciudadanos sin distinción el acceso a la libre información de las cuestiones vinculadas con el manejo de la cosa pública" (cfr.: Juzg. Nac. Cont. Adm. Fed., n. 1, "Fundación Poder Ciudadano v. Estado Nacional - Pres. Hon. Senado s/ amparo", causa 187342/2002). 

Podría afirmarse entonces “que el acceso a la información ambiental consiste en el derecho que tiene todo ciudadano de poder tomar conocimiento en cualquier momento y estado de los trámites, expedientes, proyectos de leyes, decretos, reglamentos, ordenanzas, resoluciones y demás hechos y actos administrativos en materia ambiental, que tramitan bajo la órbita del Estado Nacional, provincial y municipal, siendo la libertad de acceso la regla y el secreto o confidencialidad la excepción… Este derecho permite el conocimiento y control de la gestión pública, además de coadyuvar a la formación de la opinión, posibilitar la participación ciudadana en asuntos públicos y fomentar la transparencia en la gestión del Estado”. (cfr.: “El acceso a la información pública ambiental” Terzi, Silvana - Iribarren, Federico J., publicado en JA 2007-IV-1245 - SJA 10/10/2007). 

Que también resulta oportuno dejar expuesto que esta cuestión –incluida la de otorgar debida y efectiva participación en proyectos como el cuestionado en autos- fue abordada en el Principio 10º de la Declaración de Río de Janeiro sobre Medio Ambiente y Desarrollo, adoptado en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo en el año 1992, para establecer, en su parte pertinente, que: 

"En el plano nacional, toda persona deberá tener acceso adecuado a la información sobre el medio ambiente de que dispongan las autoridades públicas, incluida la información sobre los materiales y las actividades que encierran peligro en sus comunidades, así como la oportunidad de participar en los procesos de adopción de decisiones. Los Estados deberán facilitar y fomentar la sensibilización y la participación de la población poniendo la información a disposición de todos. Deberá proporcionarse acceso efectivo a los procedimientos judiciales y administrativos, entre éstos el resarcimiento de daños y los recursos pertinentes". 

Que además resulta menester hacer referencia al Convenio de Aarhus, firmado por la Comunidad Europea y sus Estados miembros en 1998, el cual ha entrado en vigencia en 2001, y que parte de la base de que una mayor injerencia y sensibilización de los ciudadanos con relación a los problemas medioambientales conduce a una mejor protección del medio ambiente, y que tiene como objeto contribuir a proteger el derecho de cada persona, de las generaciones presentes y futuras, a vivir en un medio ambiente adecuado para su salud y su bienestar. Para ello propone intervenir en tres ámbitos: a) Garantizar el acceso del público a las informaciones sobre medio ambiente de que disponen las autoridades públicas; b) Favorecer la participación del público en la toma de decisiones que repercutan sobre el medio ambiente, y c)- Ampliar las condiciones de acceso a la justicia en la materia. 

Que además para su efectiva implementación las partes del Convenio asumieron el compromiso de adoptar las medidas reglamentarias necesarias, para lo cual las autoridades públicas procurarán ayudar y aconsejar a los ciudadanos para acceder a la información, participar en los procesos de toma de decisiones y recurrir a la justicia. Asimismo, promover y favorecer la educación ambiental y la concientización de los ciudadanos respecto de los problemas ambientales. Para lograr ello deberán reconocer y apoyar a las instituciones, asociaciones, organizaciones o grupos que tengan por objeto la protección ambiental. 

Que por su parte a nivel local, la Constitución Nacional en la reforma de 1994 hace referencia a este derecho en el art. 41, al consagrar que: 

"Todos los habitantes gozan del derecho a un ambiente sano, equilibrado, apto para el desarrollo humano y para que las actividades productivas satisfagan las necesidades presentes sin comprometer las de las generaciones futuras; y tienen el deber de preservarlo", y que su párrafo 2º establece que "Las autoridades proveerán a la protección de este derecho, a la utilización racional de los recursos naturales, a la preservación del patrimonio natural y cultural y de la diversidad biológica, y a la información y educación ambientales". 

Expuesto ello, resulta de relevancia dejar expuesto que en primer término hace referencia a los deberes del Estado y luego al tema que nos ocupa, que es la información ambiental que deben proveer las autoridades. 

Este derecho se encuentra contemplado en la ley nacional Nº 25.831 (cfr.: LA 2004-A-32), no obstante lo cual también ha sido receptado en otras leyes nacionales y provinciales, principalmente en la Ley General del Ambiente 25.675, la cual provee el andamiaje institucional básico sobre el cual deben sancionarse e interpretarse las leyes sectoriales de presupuestos mínimos al plantear los objetivos, principios e instrumentos de la política ambiental nacional, que se constituyen como criterios y herramientas fundamentales para que las autoridades de los diversos niveles de gobierno lleven a cabo el ejercicio del poder de policía ambiental, y para que la sociedad civil participe en los procesos de toma de decisiones (cfr.: Sabsay, Daniel A. y Di Paola, María E., "Acceso a la información y participación pública en materia ambiental", 2006, Fundación Ambiente y Recursos Naturales, ps. 34/35). 

Asimismo, esta última en su artículo 2 inc. i), establece como uno de los objetivos de la política ambiental el organizar e integrar la información ambiental y asegurar el libre acceso de la población a la misma. 

Que en el artículo 16, bajo el título "Información ambiental", prescribe que las personas físicas y jurídicas, públicas o privadas, deberán proporcionar la información que esté relacionada con la calidad ambiental y referida a las actividades que desarrollan, y que todo habitante podrá obtener de las autoridades la información ambiental que administren y que no se encuentre contemplada legalmente como reservada. 

Es así que el artículo 18 prevé una obligación genérica de las autoridades de informar sobre el estado del ambiente y los posibles efectos que sobre él puedan provocar las actividades antrópicas actuales y proyectadas, en tanto impone al Poder Ejecutivo, a través de los organismos competentes, elaborar un informe anual sobre la situación ambiental del país que presentará al Congreso de la Nación. 

Por último cabe poner de resalto que la jurisprudencia de otras jurisdicciones ya se ha expedido al respecto, en igual sentido. 

Que así la Suprema Corte de Justicia de Buenos Aires in re “RODONI, J.P. Y OTROS c/ MUNIC. DE BAHÍA BLANCA”, del 03/03/2010 al revocar la sentencia de la instancia anterior lo hizo con fundamento en que: a) las normas provinciales –de similar contenido a las existentes en la Provincia- y las nacionales garantizan el derecho a participar en procedimientos que afecten al ambiente y que ello obliga incluso –como no podía ser de otra forma- también al Estado –en el caso el municipal-; b) que el dilatado trámite de las actuaciones no satisface el derecho a participar del que gozan los particulares, máxime si dicha participación no ha reconocido una dirección uniforme ni obedeció a una convocatoria amplia articulada por la Administración, sino a la presentación espontánea de los particulares en las actuaciones –lo que claramente se verifica en la especie-; c) que resulta absurdo tener por garantizada la participación ciudadana en el procedimiento, sobre la base de una supuesta abundancia de propuestas y formulaciones en el expediente…, ya que la misma debe darse con posterioridad a la definición del proyecto; d) que el procedimiento de E.I.A. supone una instancia informativa o participativa acorde con la índole de la iniciativa en cuestión. Ello no puede ser suplido por cualquier actuación material del Estado. 

Que en ese pronunciamiento se concluye que las deficiencias en la E.I.A. vinculadas a la convocatoria que el Estado debe instrumentar imperativamente vician el procedimiento, y que tales recaudos constituyen el resguardo de un bien jurídico distinto al medio ambiente y su inobservancia se proyecta como una lesión al "derecho a participar", que subyace en el artículo 41 de la Ley Fundamental, como que la ilegitimidad del obrar estatal se ha configurado al no haber implementado la Administración el procedimiento de E.I.A. en lo que hace a la exigencia de la previa participación ciudadana, y la consecuente emisión de la Declaración de Impacto Ambiental. 

Que a su vez la Corte Suprema de la Provincia de Salta in re “Comunidad Eben Ezer c/ Everest S.A.; SMA de Salta s/ amparo…” en junio de 2007, -amén de las diferencias sustanciales respecto a la cuestión del idioma con la presente causa- dejó sentado que aunque aún no se ha dictado el acto administrativo definitivo, los actos preparatorios para tomar la decisión (E.I.A. y audiencia pública) exhiben vicios, ya que la participación efectiva de los interesados a través de los procedimientos públicos colectivos, constituye un recaudo esencial para el debido procedimiento previo a la emisión del acto administrativo. 

Que por último, aún cuando la cuestión ya se encuentra resuelta, no puedo dejar de mencionar –obiter dictum- aún cuando la cuestión no será analizada con la profundidad necesaria para resolver la cuestión en mérito a que en la actualidad se ha sancionado la ley provincial Nº 5.676/11, el yerro de la afirmación propuesta por el Estado Provincial al contestar demanda y por la que dejara expuesto que, ni expresa ni tácitamente, la ley nacional Nº 26.331 exige para su validez que las jurisdicciones locales deben elaborar el Ordenamiento Territorial mediante ley, aclaro cuando la ley provincial citada todavía no había sido sancionada y que los desmontes puestos en crisis en estos autos no fueron autorizados bajo la vigencia de esa ley. 

Es que, en atención a las claras disposiciones contenidas en el artículo 123 de la Constitución de la Provincia que en su inciso 25) en concordancia con lo dispuesto por el artículo 76 apartado 2º claramente establece como facultad exclusiva y excluyente de la Legislatura de la Provincia la de “… Dictar leyes de preservación de los recursos naturales y del medio ambiente, de protección de especies animales y vegetales útiles o autóctonas; de forestación y reforestación”, por lo que es fuerza concluir que conforme a la economía constitucional diseñada en la Provincia tales cuestiones deben ser reguladas por ley, lo que aclaro ello no importa que en todas las jurisdicciones locales ocurra lo mismo debiendo estarse al sistema legal imperante. 

Que así también, con relación a la afirmación del Estado Provincial respecto a que este Tribunal carece de facultades (Capítulo III.- Apartado 10, y conforme al artículo 3º de la ley provincial Nº 4.442/89), -en tanto se pretende conforme al escrito inicial, no sólo la nulidad de actos administrativos sino el ejercicio de funciones administrativas en sí mismas- para determinar cuáles serán los medios de participación ciudadana a desarrollar en cada caso de solicitud de desmontes o de actividades vinculadas con el ambiente, claro está que no se indica, ni podría indicar este Tribunal cuál es el procedimiento a los fines de garantizar el cumplimiento de la normativa vigente (leyes nacionales Nº 25.675 –en especial artículos 16 a 21-, y 26.331, y provincial Nº 5.063), conforme lo expuesto líneas arriba, sin perjuicio de la facultad de declarar la nulidad de los actos dictados en contravención a la misma, por la clara deficiencia apuntada. 

Que en definitiva, las normas vigentes en nuestro derecho positivo y por las se protege la propiedad privada, nunca pueden entenderse como un bill de indemnidad para el ejercicio desmedido, abusivo, etc., de los derechos individuales, cuando con su ejercicio pueda resultar afectado severamente el medio ambiente, la biodiversidad y los derechos de las demás personas. 

Que por último, con relación a la pretensión introducida por la actora respecto a la prohibición de la utilización de plaguicidas, herbicidas, sustancias químicas, etc., esto es conforme a la pretensión de la actora de que se ordene el cese inmediato de pulverizaciones con sustancias químicas o biológicas de uso agropecuario realizadas por la Empresa CRAM S.A. en la finca referida, por generar un peligro e inminente daño al ambiente y a la salud humana y por contravenir las leyes de presupuestos mínimos ambientales Nº 25.675 y 26.331 y la normativa internacional, nacional y provincial en materia de derechos humanos -amén de lo que se referirá ut infra- el pronunciamiento sobre el punto resultaría abstracto en esta causa, puesto que nulificadas las resoluciones que autorizaran el desmonte y siendo que esta cuestión se encuentra emparentada en forma indisoluble a la primera, no corresponde expedirse al respecto, debiendo la accionada en todo caso –bajo el estricto control y supervisión correspondiente de la autoridad de aplicación- observar en su utilización las normas reglamentarias existentes tanto a nivel nacional como provincial. 

Que sin perjuicio de lo expuesto, corresponde sin embargo dejar apuntado que del análisis del Estudio de Impacto Ambiental obrante en autos y ya referenciado en forma detallada, no surge análisis alguno respecto del uso de glifosato y de ninguna otra sustancia química para la aprobación de los pedidos de desmonte. 

Que en tal hipótesis resultan por lo menos curiosas las posturas asumidas por las codemandadas. 

Que bajo tal orden de ideas, el Estado Provincial negó la utilización de tales sustancias por parte de la razón social “CRAM S.A.” en tanto ese extremo no resultaba probado por la actora, ni le constaba a su parte, para afirmar que en la hipótesis que ello fuere cierto, los mismos implican un muy bajo riesgo para la salud humana y el ambiente siempre que se utilicen bajo condiciones de uso responsable, conforme informe de Evaluación de la información científica sobre uso de glifosato en su incidencia sobre la salud humana y el ambiente, emitido por el Consejo Interdisciplinario creado en el ámbito del CONICET y dispuesto por Decreto Nº 21/2009 acompañadas al momento de contestar el traslado de la cautelar. 

Que tal negación resulta por lo menos un desatino, cuando no el desconocimiento mínimo de las actuaciones administrativas, puesto que de los informes de la D.P.P.A. y R.N. agregadas en autos, -con motivo de la resolución de la medida cautelar-, surge el uso de ambos agroquímicos, para referir al mismo en forma minuciosa, a lo que hago remisión en razón de brevedad (ver fojas 693 vta. in fine y ss.). 

Que con relación a la razón social CRAM S.A., al contestar demanda afirmó que no se realizan plantaciones de soja en la Finca La Gran Largada, sino sólo de poroto y que de los agroquímicos mencionados en la demanda sólo se utiliza glifosato el que no entraña ningún peligro para la población como surge de la documentación que adjunta y de la prueba que producirá en autos. 

Que a mayor abundamiento, afirma que según Resolución Nº 350/99 de SENASA “el glifosato está dentro del grupo de activos de improbable riesgo agudo, clasificado en la categoría de menor riesgo toxicológico (Clase IV)…” o sea productos que no ofrecen peligros según el criterio adoptado por la Organización Mundial de la Salud (OMS) y la FAO (Naciones Unidas), en tanto para tales técnicos se encuadra en tal normativa y fue autorizado en 1977 y revalidado en 1999. 

Que tal herbicida está inscripto en el Registro de Productos Fitosanitarios en la República Argentina que se aprobó por Resolución de la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentos (Sagpya) 350/99 y que la clasificación toxicológica que consta en la etiqueta del producto responde al resultado de la evaluación de los ensayos efectuados en la Dirección de Laboratorio y Control Técnico del SENASA. 

Que sin perjuicio de lo expuesto, del informe “Evaluación de la información científica vinculada al Glifosato en su Incidencia de la salud humana y el ambiente” emitido por el Consejo Científico Interdisciplinario creado en el ámbito del CONICET (Decreto 21/2009), agregado por cuerda a estos autos, en lo que resulta de relevancia surge que: a) el glifosato es una sustancia de baja persistencia y limitada potencialidad de bioacumulación y toxicidad sobre organismos no blandos, sin perjuicio de que su uso masivo y extendido amerita una evaluación constante de corto, mediano y largo plazo; b) que la posibilidad de aplicarlo sin producir daños a los cultivos genéticamente modificados en forma post emergente en el marco de estrategias de labranza cero, ha significado mayor productividad pero también cantidades crecientes del uso del producto, por lo que deberían profundizarse estudios sobre el efecto de los herbicidas a largo plazo, específicamente en relación con el aumento de la tolerancia y la aparición de resistencia a los herbicidas en la maleza; c) que con relación a los efectos sobre aguas subterráneas resulta poco probable, salvo en el caso de un derrame apreciable o de otra liberación accidental o descontrolada, y con referencia a aguas superficiales puede encontrarse cuando se aplica cerca de cuerpos de agua por efecto de la deriva o través de la escorrentía. Que estudios en otros países indican que la persistencia en el suelo podría alcanzar 6 meses si bien debe considerarse que el clima templado, como el de algunas regiones de la Argentina donde se lo utiliza, aumentaría la velocidad de la degradación del producto y su metabolito; d) Con relación a mamíferos no humanos demuestran efectos tóxicos a dosis relativamente altas y por consiguiente difícilmente alcanzables en ambientes rurales en los que se aplica el producto en forma apropiada y por ello se afirma que bajo condiciones controladas y aplicación responsable basada en buenas prácticas, el glifosato y sus formulados comerciales son sustancias de bajo riesgo; e) respecto de sus efectos en organismos acuáticos, ha mostrado muy baja toxicidad aguda, con leves efectos adversos sobre organismos no blandos de diferente nivel de organización y escala trófica; f) que sobre organismos terrestres en general la toxicidad es leve o moderada y se manifiesta mayormente como efecto subletal; g) sobre la salud humana que: 1. los estudios epidemiológicos revisados no demuestran correlación entre exposición al herbicida e incidencia en cáncer, efectos adversos sobre la gestación o déficit de atención o hiperactividad en niños, y tampoco que favorezca o provoque Parkinson; 2. que si bien se ha señalado aumento en la incidencia de aparición de defectos de nacimiento en hijos de aplicadores del producto, es difícil establecer una relación causa-efecto, debido a interacciones con agentes ambientales (mezclas de sustancias) y factores genéticos; 3. que los trabajadores expuestos al producto muestran efectos irritativos de piel y mucosas; 4. que los resultados de estudios realizados en Argentina sobre residuos de glifosato en granos de soja almacenados en silos, permiten concluir que su consumo implicaría muy bajo riesgo para la salud; y 5. que se han relevado casos de intoxicación aguda seguida de muerte con fines suicidas o accidentales en caso de ingestas por dosis altas; h) para exponer como conclusión que “En base a la información relevada a la fecha del presente estudio, cabe concluir que bajo condiciones de uso responsable (entendiendo por ello la aplicación de dosis recomendadas y de acuerdo a buenas prácticas agrícolas) el glifosato y sus formulados implicarían un bajo riesgo para la salud humana o el ambiente. Ello sin perjuicio de la necesaria ejecución sostenida en el tiempo de controles sistemáticos sobre los niveles residuales del herbicida y los compuestos de degradación en alimentos, en la biota, en el ambiente y en la población expuesta, así como de estudios exhaustivos de laboratorio y de campo, que involucren a los formulados conteniendo glifosato y también sus interacciones con otros agroquímicos, bajo las condiciones actuales de uso en Argentina”. 

Que si bien además, con relación a las constancias de fojas 486, Mapa de “Uso del glifosato en Argentina” surge que en la Provincia de Jujuy no se ha revelado su utilización o por lo menos en los valores allí estimados, ello no releva a quién lo utiliza a efectuarlo de manera responsable y en las cantidades indicadas en la reglamentación y a la autoridad de aplicación a su exhaustivo control y seguimiento. 

Que asimismo, conforme a las constancias de fojas 517/528 -copia simple no desconocida de ejemplar de una edición especial de la “Revista Gerencia Ambiental”-, de fecha Diciembre de 2009, surgen conclusiones similares a la del informe “Evaluación de la información científica vinculada al Glifosato en su Incidencia de la salud humana y el ambiente” emitido por el Consejo Científico Interdisciplinario creado en el ámbito del CONICET (Decreto 21/2009), agregado por cuerda a estos autos y ya referenciado precedentemente, a lo que hago remisión en razón de brevedad. 

Que sin perjuicio de lo expuesto, corresponde también poner de manifiesto, en especial medida a los efectos del control de su uso por parte del Estado, que a fojas 1.024/1.052 obra agregada contestación del Coordinador de Gestión Técnica, Jurídica y Administrativa del SENASA, haciendo saber que la Dirección Nacional de Agroquímicos, Productos Veterinarios y Alimentos ha efectuado informe allí agregado (en el que además consta copia de la Resolución Nº 350/99 de la SAGPyA -por la que se aprueba el nuevo texto del "Manual de Procedimientos, Criterios y Alcances para el Registro de Productos Fitosanitarios en la República Argentina"- ver fojas 1.027 segundo párrafo), para informar en lo que interesa que “Los productos inscriptos en el Registro Nacional de Terapéutica Vegetal en los términos de la norma citada, poseen un certificado de uso y comercialización, y pueden ser usados y comercializados en todo el Territorio Nacional, para los cultivos y plagas para los que se encuentran inscriptos, tomando las medidas precautorias y con las recomendaciones de uso que figuran en el marbete, siempre con el asesoramiento de un ingeniero agrónomo”, para aclarar acto seguido que “El Principio Activo Glifosato y sus productos formulados se encuentra inscripto en el citado Registro. Es un herbicida para el control de malezas que tiene usos autorizados en cultivos de Algodón, Almendra, Batata, Caña de Azúcar, Cereza, Ciruela, Damasco, Durazno, Frutos Cítricos en General, Forrajes, Girasol, Guinda, Maíz, Maní, Manzana, Membrillo, Papa, Pasturas, Pera, Soja, Sorgo, Te, Trigo, Uva, Yerba Mate, Alambrados y Áreas no cultivadas, y Vías Férreas alejadas de centros poblacionales”, y por último aclarar textualmente que “El Glifosato no se encuentra autorizado para el control de malezas en cultivo de poroto”. 

Que expuesto lo anterior, y amén de la nulidad de las Resoluciones que autorizan el desmonte, la autoridad de aplicación no sólo debe controlar su utilización en el predio sobre el que recayeran las autorizaciones que se nulifican por la presente, sino en cualquier caso, no por mandato judicial sino legal, y amén de las normas referidas precedentemente deberá tenerse en especial consideración en tal tarea además las contenidas en las leyes provinciales Nº 4.975 de “Sanidad Vegetal” y 5.011 “De Adhesión a la ley Nacional Nº 24.051 de Residuos Peligrosos, Generación, Manipulación, Transporte y Tratamiento”. 

Por último, corresponde dejar aclarado que, si bien el uso de tales sustancias no se encuentra expresamente prohibido en nuestro país, es cierto que se trata de sustancias peligrosas, en particular para la fauna, flora y la vida humana, y reitero no existen estudios sobre su impacto en esta zona tan sensible, por lo menos de acuerdo a las constancias agregada en autos, por lo que su utilización deberá ser exhaustivamente controlada por la autoridad de aplicación, conforme a lo ya expuesto, con la consiguiente responsabilidad civil, penal, administrativa y hasta política, ya no sólo del Estado Provincial sino y especialmente de los funcionarios con competencia para ello. 

Por último y también obiter dictum, agrego que bajo tales parámetros el quid de la cuestión, tal como lo plantean ambas codemandadas, se desarrolla en un contexto difícil en donde juegan controversias científicas, intereses económicos, presiones y contrapresiones de orden político y empresario, riesgos reconocidos socialmente, desinformación, descoordinación en la gestión pública, insolidaridad con los posibles afectados, olvido de lo reclamado constitucionalmente como objetivo de producción, esto es: el desarrollo sustentable sin afectar generaciones futuras, omisiones de fiscalizaciones con adecuados estudios, etc., cuestiones todas que a su vez, lejos de generar compromisos de identificación de los niveles de riesgos reales, se diluyen en una suerte de lucha de intereses, para en general afirmar los productores y dueños de la actividad que no se deriva contaminación en razón de ajustarse su accionar a las directivas a respetar, y a la utilización de sustancias permitidas y en dosis que no se acredita puedan generar daño, y el Estado Provincial en su preocupación por el medio ambiente creando estamentos dedicados al mismo, pero en muchas ocasiones, olvidando ambos y aún la población en general (incluidos los actores), que la mejor manera de comprometerse en el tema es efectuando los debidos controles sobre la actividad autorizada, en forma periódica. 

Que por ello, resulta de suma importancia que los funcionarios públicos responsables de la decisión en materias como las que nos ocupa deban extremar los cuidados a fin de no cometer excesos, sea por acción u omisión, puesto que actividades de esta naturaleza pueden provocar la responsabilidad del Estado, y por supuesto la propia y directa de tales funcionarios, como fuere adelantado. 

Que conforme lo expuesto corresponde desestimar las defensas de incompetencia y falta de legitimación sustancial activa opuestas por las demandadas y en consecuencia hacer lugar a la acción promovida en autos. 

Que con relación a las costas, de conformidad al principio general establecido en el artículo 102 del C.P.C. de aplicación supletoria al fuero, deberán ser soportadas por las codemandadas Estado Provincial y CRAM S.A. en partes iguales. 

Que por último, respecto a la regulación de los honorarios profesionales, conforme a lo relatado precedentemente y la calidad, extensión y eficacia de la defensa conforme ya fuere analizado, con arreglo a lo dispuesto en los artículos 2º, 4º, 5º y concordantes de la ley de aranceles Nº 1.687, teniendo en consideración que, en principio todo amparo debe considerarse un juicio sin monto en razón de encontrarse previsto para la protección de derechos y garantías constitucionales fundamentales, y finalmente lo dispuesto por el Superior Tribunal de Justicia en L.A. 11 Nº 43; L.A. 12 Nº 134 y L.A. 14 Nº 16, entiendo justo establecer los que corresponden por la totalidad de la actuación profesional de la Dra. María José Castillo en la suma actual de Cinco mil pesos ($ 5.000,00) y los del Dr. Gustavo Enrique Fiad (artículo 7º) en la de Tres mil quinientos pesos ($ 3.500,00) representativa del 70% de la que se regulara a la vencedora. Asimismo regular los honorarios del perito ingeniero designado en autos Nicanor Benicio en la suma de Un mil quinientos pesos ($ 1.500,00) de conformidad a lo dispuesto por los artículos 6º de la ley 4.011 y 12º de la ley 4.133, las que devengarán intereses conforme a la tasa activa cartera general (préstamos) nominal anual vencida a treinta días del Banco de la Nación Argentina desde la mora y hasta su efectivo pago conforme a lo dispuesto por el Superior Tribunal de Justicia al L.A. 54 Nº 235, más el I.V.A. si correspondiere. 

Es mi voto. 

El Dr. Fernando Raúl Pedicone dijo: que en oportunidad de la deliberación he expuesto conceptos y conclusiones similares a las del primer voto al que adhiero, expidiéndome en idéntico sentido. 

Sólo traigo a colación que en oportunidad de haber sido Convencional Constituyente para la reforma de la Constitución de Jujuy del año 1986, en la misma se estableció lo siguiente (el subrayado es mío): 

“Artículo 22º.- DERECHO A UN MEDIO AMBIENTE SANO Y ECOLOGICAMENTE EQUILIBRADO: 1.- Todos los habitantes de la Provincia tienen el derecho a gozar de un medio ambiente sano y ecológicamente equilibrado, así como el deber de defenderlo. 2.- Incumbe a la Provincia…: 1…; 2. Eliminar o evitar, ejerciendo una efectiva vigilancia y fiscalización, todos los elementos que puedan ser causa de contaminación del aire, el agua, el suelo y, en general, todo aquello que de algún modo afecte o pudiere afectar el entorno de sus pobladores y de la comunidad; 3. Promover el aprovecha-miento racional de los recursos naturales, salvaguardando su capacidad de renovación y la estabilidad ecológica. 3.- … 4.- La Provincia debe propender, de manera perseverante y progresiva, a mejorar la calidad de vida de todos sus habitantes”. 

Es mi voto. 

Por todo ello, la Sala II del Tribunal en lo Contencioso Administrativo de la Provincia de Jujuy 

Resuelve: 

1.- Hacer lugar a la acción de amparo interpuesta por la Dra. María José Castillo en nombre y representación de Agustín Pío Mamaní, Armando Ortega, Normando Agapito Mamaní, Gloria Isabel Mamaní, Santiago Felipe Palma y Silvia Cecilia Cavezas, en contra del Estado Provincial y de CRAM S.A., y en consecuencia declarar la nulidad las Resoluciones Nº 271/2007 y Nº 239/2009 de la D.P.P.A. y R.N. por las que se autorizara la actividad de desmonte en la Finca La Gran Largada en la localidad de Palma Sola, Depto. Santa Bárbara, conforme a los considerandos de la presente. 

2.- Imponer las costas a la demandada conforme a lo expuesto en los considerandos. 

3.- Regular los honorarios profesionales de los Dres. María José Castillo y Gustavo Enrique Fiad en las sumas actuales de $ 5.000,00 y $ 3.500,00 respectivamente, y los del Perito designado en autos Nicanor Benicio en la de $ 1.500,00, las que devengarán intereses conforme a la tasa activa cartera general (préstamos) nominal anual vencida a treinta días del Banco de la Nación Argentina desde la mora y hasta su efectivo pago, conforme a lo expuesto en los considerandos, más el I.V.A. si correspondiere. 

4.- Regístrese, agréguese copia en autos, notifíquese, protocolícese, devuélvanse las actuaciones administrativas y judiciales agregadas a este expediente y oportunamente, archívese. 
